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Resumen

La implementación del gobierno digital en la República Dominicana ha sido una de 
las principales políticas públicas de los últimos años, lo cual tiene su justificación en 
los importantes beneficios que representa este sistema para el país. En el marco de 
esas ventajas se encuentra la posibilidad de acelerar el cumplimiento de los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ODS) de la Agenda 2030, considerando que cada uno de 
ellos podrían ser impactados por factores como el manejo digital de datos y la inteli-
gencia artificial.  
 
En todo caso, debe analizarse el énfasis que se ha colocado en la posición del 
Gobierno como proveedor y la ciudadanía como receptora en el ámbito de esta política 
de digitalización del accionar de las instituciones públicas. En otras palabras, se ha 
propulsado un gobierno digital, pero al mismo tiempo debe estudiarse el estatus, 
las fortalezas y las oportunidades de mejora que tiene la democracia digital en la 
República Dominicana. Esto último sirve para reconsiderar las medidas guberna-
mentales implementadas y plantear otras que podrían ser de beneficio para la calidad 
democrática por medio del ofrecimiento de espacios digitales de participación para 
la ciudadanía.  
 
Lo anterior es especialmente relevante puesto que la participación digital permite 
crear un desarrollo que no solamente se enfoca en generar resultados medibles en 
impacto económico, sino que, al mismo tiempo, procura un desarrollo sostenible, 
inclusivo y participativo. Este tipo de inclusión hace que el ciudadano sea un agente 
activo en el ciclo de políticas públicas lo que, a su vez, permite tomar decisiones con 
mejor conocimiento de la realidad de las personas y a partir de las perspectivas que 
estas presentan sobre cómo podrían solucionarse los principales problemas sociales.  
 
La democracia digital dominicana ha presentado importantes progresos, pero, al 
mismo tiempo, existen distintos aspectos a fortalecer. Estas mejoras deben enfocarse 
en conseguir que la participación de la ciudadanía pueda tener un impacto real en el 
desarrollo sostenible y así evitar que solo sea un instrumento de legitimación de las 
decisiones públicas.  
 
Palabras clave: democracia digital, gobierno digital, desarrollo sostenible y participación 
ciudadana.   
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Capítulo I 

Planteamiento del problema: la falta de inclusión de la ciudadanía en la 
transformación digital de la gestión pública 

Descripción del problema 

El impacto de la transformación digital en el sector público ha sido inmenso, pues ha 
obligado a la Administración Pública a rediseñar su manera de decidir, funcionar y 
actuar. Esto ha llegado al punto de considerar al «gobierno digital» como una pieza 
clave en el desarrollo de las naciones, incluyendo su interés en alcanzar los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ODS) . En todo caso, en la República Dominicana este 
proceso de digitalización de la cosa pública se ha basado sobre una estructura que 
ha puesto un énfasis desbalanceado en el Gobierno como proveedor y el ciudadano 
como receptor.  

Lo anterior ha generado, por un lado, avances muy significativos en el ofrecimiento 
de servicios públicos en línea, lo cual se puede constatar en las iniciativas del proyecto 
«República Digital» ; sin embargo, por otro lado, también ha limitado el desarrollo 
de herramientas que faciliten la integración de la sociedad civil en la gestión pública. 
Esto ha consolidado la visión del Gobierno como una entidad separada y separable 
de la sociedad, profundizando la división entre ambos sectores. Como consecuencia, 
el ciudadano se ha considerado solo como un actor pasivo en la búsqueda y ejecución 
de soluciones públicas. 
 
En todo caso, esta falta de inclusión de la ciudadanía no es una situación solamente 
observada en el espacio virtual, sino que es un problema estructural de la política 
nacional que se ha trasladado desde el mundo análogo al digital. De esta manera, 
a pesar de que nuestro marco jurídico nacional dispone ciertas reglas en torno a la 
inclusión de la sociedad civil en la toma de decisiones públicas, no puede decirse que 
existe una verdadera cultura de participación ciudadana en virtud de la cual el gobierno 
ofrezca los suficientes medios de participación y la ciudadanía los aproveche.  
 
Ahora bien, la transformación digital que el mundo está experimentando sirve de medio 
ideal para catalizar y canalizar la participación ciudadana, pues incluso puede ayudar a 
sobrepasar algunos de los inconvenientes tradicionales en esta área, como es la exclusión 
de sectores históricamente marginados de la esfera de las decisiones sobre políticas 
públicas. Con respecto a los sectores que ya cuentan con los medios para participar, a 
estos se les podría acercar más a través de la facilidad de los mecanismos de participación 
digital, los cuales facilitan la conexión entre el Gobierno y el ciudadano.  
 



Sin duda alguna, la participación ciudadana a través de medios virtuales, a lo que se 
referirá como «participación digital» o «e-participación», es un espacio que puede ser 
más aprovechado en el contexto nacional. En este sentido, la revolución digital que 
vive nuestra república no sería una limitada solo a la modernización de la relación del 
Gobierno hacia la ciudadanía sino una abierta a la participación desde la ciudadanía al 
Gobierno.  
 
Esta democracia digital se entiende como la implementación de medios tecnológicos 
virtuales a los fines de fortalecer los distintos aspectos de la democracia tradicional, 
desde la formación libre de la opinión personal en el espectro del discurso público 
hasta el monitoreo e incidencia en los procesos políticos . De ahí la importancia de 
no solo concebir una «República Digital», como el Gobierno ha estado haciendo, sino 
extenderla, también, a través de herramientas que sirvan para fortalecer la democracia 
nacional.  
 
El interés de esta participación digital no está simplemente en el deseo de incluir a 
la ciudadanía por cumplir con un requisito de legitimidad o legalidad. La intención 
verdadera está en la capacidad que tiene esa inclusión de generar mejores políticas 
por parte del Gobierno, el cual generalmente está interesado en contar con esta 
participación ciudadana , pues esta puede dar una visión más abierta, inclusiva y 
creativa ante los problemas de interés público.  
 
La importancia de la democracia digital se incrementa cuando se trata de potencializar 
el desarrollo sostenible. La concepción y elaboración de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible se ha basado, precisamente, a partir de la discusión con la sociedad civil 
de sus necesidades. De ahí que escuchar la perspectiva ciudadana se considera como 
un factor clave para poder generar un auténtico desarrollo sostenible, inclusivo y 
participativo. Esto ha sido confirmado en la República Dominicana, donde uno de 
los grandes retos pendientes es precisamente escuchar mejor al ciudadano antes, 
durante y después de la toma de decisiones que le afectan a él y a su entorno . 
 
En virtud de lo explicado, el problema detrás de esta investigación es la falta de 
inclusión de la ciudadanía en la transformación digital de la gestión pública. Este 
se caracteriza por priorizar la visión paternalista del Gobierno, en virtud de la cual 
sigue siendo más importante imponer por parte de las autoridades públicas que 
consultar y deliberar con la sociedad civil. Por lo tanto, es necesario superar este 
desaprovechamiento de recursos tecnológicos que ofrece la virtualidad para ofrecerlos 
al servicio de la democracia y el desarrollo sostenible. 
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Lo anterior afecta claramente a nuestro sistema democrático, pues se consolida una 
democracia representativa, en la cual el ciudadano solo está supuesto a participar por 
medio de votaciones periódicas en los procesos electorales. En cambio, se debería 
promover una democracia más accesible, la cual acerque más el poder a la sociedad 
para que esta sea capaz de incidir eficazmente en las decisiones públicas. Esto podría 
llegar al punto de generar una gobernanza participativa que representaría un claro 
beneficio en nuestro sistema por facilitar la colaboración entre ambos sectores: el 
público y el privado8.  

Alcance de la investigación  

Atendiendo al problema descrito, esta investigación pretende determinar el estado en 
el cual se encuentra la democracia digital en la República Dominicana. A estos fines, 
se buscará analizar los avances y retos pendientes en el proceso de digitalización de la 
democracia nacional, partiendo de la base del gobierno digital, a lo cual también se 
referirá como «gobierno electrónico» o «e-gobierno». De esta manera, se procederá 
a relacionar el impacto de la implementación plena de esa democracia digital en el 
cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, contenidos en la Agenda 
2030.  
 
En consecuencia, esta investigación está estructurada para determinar si la democracia 
digital puede servir como un catalizador efectivo para el desarrollo sostenible en la 
República Dominicana a partir de la participación de la ciudadanía a través de medios 
digitales. En esta virtud, en la misma se abordan los cuatro conceptos básicos de 
participación ciudadana, desarrollo sostenible, gobierno digital y democracia digital 
(en especial su manifestación a través de la participación digital). Con respecto a 
estos se buscará determinar si existe una relación recíproca que demuestre que son 
elementos dependientes y necesarios en el contexto dominicano.  
 
Puntualmente, la investigación se ha enfocado en tres métodos principales para 
determinar el valor e importancia de la democracia digital, los cuales serán abordados 
luego de hacer una revisión de la literatura a través de un marco teórico básico sobre la 
temática. Estos tres métodos hacen que la investigación se limite a analizar el estado 
de la democracia digital en la República Dominicana al momento de este estudio y el 
impacto de esta en el desarrollo sostenible. En todo caso, esta investigación se hará 
analizando datos de años anteriores (en el marco de un máximo de dos décadas) y de 
otros países (preferiblemente del continente americano). Esto servirá para establecer 
parámetros de comparación, y no solo estudiar aisladamente el objeto de este análisis.  
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El primer método se refiere al análisis comparativo con otros Estados, el cual permite 
entender cómo se encuentra y cómo ha evolucionado la República Dominicana en 
materia de democracia digital en relación con otros países del mundo. El segundo 
método se enfoca en hacer un levantamiento de las condiciones de los portales digitales 
nacionales. Este se limita a observar las distintas herramientas e iniciativas disponibles 
para participar digitalmente y se concentra en ciertas instituciones públicas represen-
tativas de la totalidad. El tercer método permite un estudio del interés de la partici-
pación digital dominicana que se concentra en determinar cuál es la visión subjetiva 
de la ciudadanía y las instituciones sobre la participación digital, para así sobrepasar 
el uso de datos duros y adentrarse en el aspecto personal de esta investigación.  
 
Esta articulación tripartita de la investigación permite que la misma tenga un alcance 
mayor y pueda comprender distintas perspectivas cuantitativas y cualitativas sobre 
la realidad que se estudia. De esta manera, se propondrá una investigación que sirva 
para analizar el problema desde sus aristas más importantes y generar conocimiento 
al servicio de la Administración Pública.  

Limitaciones 

Es importante destacar que para la realización de esta investigación se ha aplicado 
una limitación general y tres limitaciones específicas, una por cada método utilizado, 
las cuales se han empleado para hacer la misma más viable. La limitación general de 
referencia es que la aplicación de los tres métodos descritos se concentra en la intro-
ducción de arriba hacia abajo o top-down, desde el Gobierno hacia la ciudadanía, de 
la democracia digital. Esta misma limitación suele ser empleada en investigaciones 
similares a esta, como la “Encuesta de Gobierno Electrónico”, realizada por el 
Departamento de Asuntos Económicos y Sociales de las Naciones Unidas (UNDESA, 
por sus siglas en inglés) , y del “Análisis del índice de uso de las tecnologías de informa-
ción y comunicación e implementación de gobierno electrónico en el Estado domini-
cano”, por la Oficina Presidencial de Tecnologías de la Información y Comunicación 
(OPTIC) .  
 
Esto se debe a que la introducción de abajo hacia arriba o bottom-up, desde la ciudadanía 
al Gobierno, de la democracia digital es difícil de rastrear, pues se deberían identificar 
las iniciativas de la ciudadanía a través de medios virtuales, las cuales no siempre están 
disponibles para todo público, y se encuentran dispersas en toda la Internet. 
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Por el contrario, las iniciativas y herramientas ofrecidas por el Estados son más deter-
minables y medibles, lo cual permite cumplir con el rigor científico de esta investigación. 
Al mismo tiempo, este estudio se interesa más por el valor de la Administración 
Pública en un contexto democrático que por las iniciativas exclusivamente ciudadanas 
que pudieran generarse en un contexto completamente apartado del aparato guber-
namental.  
 
Con respecto al primer método, su limitación reside en que la comparación del estado 
de la democracia digital dominicana con la de otros países se hace primordialmente 
con los Estados americanos, bajo el entendido que estos ofrecen un contexto más 
delimitado y, en consecuencia, más manejable para una investigación de esta 
envergadura. Con respecto al segundo método, su limitación se concentra en 
analizar algunas iniciativas e instituciones en particular en vez de estudiar todas las 
iniciativas e instituciones públicas nacionales, pues esto impediría cumplir con las 
limitaciones de tiempo y espacio que requieren esta investigación.  
 
Finalmente, con respecto al tercer método, su limitación recae en la población consul-
tada a través de las encuestas, pues se partió de la idea de que esta sería representativa 
de la generalidad que no pudo ser consultada por las propias restricciones que una 
investigación académica exige. En este sentido, las encuestas suministradas emplean 
la modalidad virtual, siguiendo el espíritu de esta investigación y las complicaciones 
materiales sufridas debido a la pandemia del COVID-19, por lo que se tuvo pendiente 
la brecha digital como un impedimento real  para la recogida de datos representativos 
de la realidad. 

Objetivos 

Objetivo principal 

El objetivo principal de esta investigación es determinar el estado de la democracia 
digital en la República Dominicana para interpretar su impacto en el alcance de un 
desarrollo sostenible, inclusivo y participativo. Esto servirá para definir cuáles son 
los retos por superar y las acciones a implementar para pasar de un gobierno digital 
a una auténtica democracia digital.  

Objetivos secundarios 

Esta investigación cuenta con tres objetivos secundarios, cada uno de los cuales se 
encuentra alineado con los tres métodos que se aplicarán y que fueron previamente 
descritos:  
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1. El primer objetivo secundario es establecer la posición en la que se encuentra la 
República Dominicana en comparación con el resto de los países del mundo en 
materia de gobierno digital, democracia digital y desarrollo sostenible. Esto servirá, 
a su vez, para determinar el grado de correlación entre estos tres aspectos a nivel 
internacional y nacional. 

2. El segundo objetivo secundario es determinar y caracterizar los mecanismos 
disponibles de participación digital en nuestro país. Con esto se busca observar 
en qué medida estos mecanismos aplicados por el Gobierno dominicano han 
sido funcionales para hacer inclusiva y participativa la gestión pública y la toma 
decisiones relevantes para el desarrollo.  

 
3. El tercer y último objetivo secundario es estudiar la visión subjetiva de los ciudadanos 

y las instituciones públicas nacionales sobre el presente y el futuro de la democracia 
digital. El interés de este objetivo reside en saber cuál es la interpretación de actores 
clave sobre la democracia digital y su impacto en los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible.  

 
Preguntas clave   

Atendiendo a los objetivos propuestos, esta investigación se articula en torno a una 
pregunta principal y tres preguntas secundarias. La pregunta principal es: ¿cuál es el 
estado actual de la democracia digital en la República Dominicana, y cómo este impacta 
en el alcance de un desarrollo sostenible, inclusivo y participativo? 
 
Las preguntas secundarias son las siguientes:  
 
1. ¿En qué posición se encuentra la República Dominicana en comparación con el 

resto de los países del mundo en materia de gobierno digital, democracia digital y 
desarrollo sostenible, y cómo pueden correlacionarse estos tres aspectos? 

 
2. ¿Cómo son los mecanismos disponibles de participación digital en nuestro país, y 

en qué medida sirven para hacer más inclusiva y participativa la función pública? 
 
3. ¿Qué piensan los ciudadanos e instituciones públicas nacionales sobre el presente 

y el futuro de la democracia digital y cómo entienden ambos que esta impactará 
en los Objetivos de Desarrollo Sostenible? 
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Justificación

La transformación digital por la que pasan el mundo y el país crea un contexto pro-
picio para generar información interpretable en favor de reclamos sociales históricos 
como la mejora de la calidad democrática, la eficientización del Gobierno, el alcance 
del desarrollo sostenible y la inclusión de la ciudadanía en la gestión pública. De ahí 
que sea necesario aprovechar esta circunstancia histórica para estudiar cómo el gobierno 
digital que se ha estado creando puede transformarse en una democracia digital plena. 
Esto último es de especial utilidad para la República Dominicana, considerando que 
pocos académicos e instituciones públicas se han preocupado por estudiar y sacar 
conclusiones sobre la democracia digital, e incluso menos se han interesado por analizar 
la relación de esta con el desarrollo sostenible nacional.  
 
Esta investigación no solo está articulada para simplemente realizar un levantamiento 
y divulgación de información sobre el estado de la democracia digital en el país. Por 
el contrario, estos insumos servirán de base para que este estudio sea una herramienta 
práctica al servicio de la Administración Pública dominicana. Así, con la recopilación 
de información cuantificable tan diversa como índices de e-participación, e-gobierno, 
desarrollo de las TIC y estado de la democracia, y con el análisis de la realidad de los 
portales digitales de instituciones estatales, se ha podido construir un estudio que 
aborda transversalmente la democracia digital en el país. Esto es un aporte teórico, 
práctico y metodológico inédito, pues no ha habido estudios previos que concentren 
estas informaciones y sus consecuentes interpretaciones a la luz de la literatura más 
avanzada sobre democracia digital y desarrollo sostenible.  
 
De ahí la importancia de este estudio que puede servir de base para la modernización 
digital del aparato estatal, principalmente, en materia de participación ciudadana. En 
igual sentido, este se ofrece, también, como un medio para democratizar el Gobierno 
a través de una oportuna inclusión de la ciudadanía en las decisiones públicas que, día 
a día, afectan el alcance de los ODS para todos los dominicanos. Esta investigación 
generará información cualitativa y cuantitativa que podrá ser usada por las institu-
ciones públicas en la creación efectiva de espacios digitales de participación ciudadana. 
En todo caso, este aporte es bidireccional, ya que los ciudadanos tendrán, asimismo, 
información a su disposición con la cual podrán exigir mecanismos efectivos de 
inclusión. En tal virtud, será posible construir una mejor República Dominicana 
con la contribución de todos en el desarrollo que anhelamos. 
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Justificación teórica 

Existe un vacío en la literatura nacional en torno a la democracia digital y su impacto 
en el desarrollo sostenible, como se ha indicado. De hecho, del levantamiento realizado 
solo se destacan algunos artículos puntuales y el análisis del índice de uso de las tec-
nologías de información y comunicación e implementación de gobierno electrónico en 
el Estado dominicano, realizado por la OPTIC como fuentes en esta materia.  
 
En razón de lo anterior, esta investigación pretende elevar el debate académico en 
torno al gobierno digital para adentrarse en la discusión sobre el valor de la democracia 
digital y los límites que deben superarse para que este sea una herramienta útil para 
alcanzar los ODS. Especialmente, se pretende traer a la discusión el factor de la 
participación digital como medio de generación de políticas basadas en el consenso 
entre la Administración y los administrados.  
 
En igual sentido, este estudio permitirá incorporar a nivel dominicano el desarrollo 
del estado del arte sobre democracia digital que se ha dado en los últimos años a nivel 
internacional. Esto servirá para actualizarnos como país ante el avance constante de los 
términos, prácticas y metodologías que son utilizados en otros países y han permitido 
perfeccionar el análisis científico sobre el objeto de este estudio.  
 
El análisis de los datos aportados permitirá, además, generar conocimiento a partir 
de la determinación de los retos y acciones a tomar para mejorar la calidad democrática 
a través de herramientas de participación digital que incidan en el desarrollo de la 
nación. Esto es especialmente importante, puesto que la articulación de políticas en 
favor de la democracia digital ha sido pensada exclusivamente a partir del Gobierno, 
y se hacía necesario que una investigación imparcial, cívica y apartidaria ofreciera 
insumos e interpretaciones útiles que aporten una perspectiva diferente sobre esta 
realidad.  

Justificación metodológica 

La articulación de esta investigación en tres métodos principales se debe a que cada 
uno de ellos estudia uno de los factores esenciales para poder entender transversalmente 
la democracia digital. Reiterando su contenido, estos tres métodos se refieren a: 1) 
el análisis comparativo con otros Estados; 2) el levantamiento de las condiciones de 
portales nacionales, y 3) el estudio del interés sobre la participación digital dominicana. 
Así, estos se preocupan por analizar los aspectos comparativos, objetivo y subjetivo 
de la investigación, en ese orden. 
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El primer método se justifica en razón de obtener información estadística que permita 
realizar una comparación real y medible, pero que, al mismo tiempo, facilita la 
determinación de correlaciones entre temas como el gobierno digital, la demo-
cracia digital y el desarrollo sostenible. En igual sentido, este método presenta un 
estudio casuístico que sirve para analizar iniciativas de participación digital alrededor 
del mundo que permiten entender cuáles son las oportunidades que pueden ser 
explotadas en nuestro contexto.  
 
El segundo método es de especial importancia, pues recoge información representativa 
de la realidad de los portales de Internet de instituciones públicas nacionales, lo cual 
permite entender directamente cuáles herramientas están disponibles, sin tener que 
acudir a informaciones o índices abstractos. La importancia de este método reside en 
presentar datos concretos, interpretados a través de métodos tradicionales de análisis 
de la participación digital.  
 
El tercer método sirve para humanizar la investigación, es decir, comprender mejor 
la visión subjetiva del ciudadano y las instituciones sobre los temas investigados. Esto 
permite generar información cualitativa y cuantitativa que servirá para proponer 
recomendaciones más atinadas atendiendo a la perspectiva de los principales actores 
involucrados en la democracia digital.  
 
 Estos tres métodos estudian adecuadamente esta realidad, por lo que pueden servir 
de apoyo para las investigaciones hechas a nivel nacional a partir de las conclusiones 
que se propondrán sobre cómo captar e interpretar mejor información sobre 
democracia digital y su vínculo con el desarrollo sostenible. El interés es servir 
de herramienta para perfeccionar los métodos existentes que recolectan y analizan 
datos sobre participación digital.   

Viabilidad 

Si bien la investigación presentada es ambiciosa, pues pretende abordar una serie 
de temas relativamente novedosos en el contexto nacional, la misma es realizable 
en relación con el tiempo y la disponibilidad de recursos y de datos. Con respecto al 
primer método, existe información disponible y publicada por distintas instituciones 
nacionales e internacionales, la cual será recolectada de acuerdo a las necesidades 
investigativas. Con relación al segundo método, este recoge información a partir de 
la realidad de los portales institucionales disponibles. Esto solo requiere acceso a 
Internet, por lo que se podrán estudiar todas las instituciones públicas seleccionadas.  
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Con respecto al tercer método, este aplica dos encuestas, siendo la primera de ellas 
dirigida a la ciudadanía, la cual es viable pues solo se requiere tener un aparato con 
acceso a Internet para ser contestada por un grupo razonable de personas. La segunda 
encuesta se refiere a una dirigida a instituciones gubernamentales, y es el único 
aspecto que puede resultar no viable para la investigación, debido a la tendencia 
de este tipo de entidades públicas de no responder a estas solicitudes de información 
especial requeridas por la ciudadanía.  
 
En todo caso, ante el escenario de no obtener respuestas por parte de estas institu-
ciones seleccionadas, esto también puede ser utilizado como información relevante 
para la investigación. Esto se debe a que las instituciones serán contactadas a través 
de los medios tradicionales de participación digital y, si estas no responden adecua-
damente, entonces, se demostrará la ineficiencia de esos medios. De ahí que, incluso 
cuando esta parte puntual de la investigación pueda no resultar viable en un sentido 
(aplicar la encuesta a las instituciones), lo será en otro (determinar que las vías de 
participación digital disponibles no son funcionales).    
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Capítulo II 

Marco teórico: la evolución del gobierno digital a la democracia digital. 

La revisión de la literatura en torno al tema en estudio revela que son cuatro los conceptos 
más relevantes que deben ser abordados. Estos son: participación ciudadana, desarrollo 
sostenible, gobierno digital y democracia digital. Cada uno de ellos será abordado 
íntegramente para entender sus implicaciones y, al mismo tiempo, serán analizados 
de manera transversal, pues se estudiarán las relaciones que tienen entre sí. Lo anterior 
permitirá entender mejor que estos cuatro ejes de la investigación están necesariamente 
vinculados y, a partir de su estudio en conjunto, será posible comprender cómo generar 
una transición oportuna de un gobierno digital a una democracia digital. 

Participación ciudadana 

La participación ciudadana es considerada como un elemento clave para los sistemas 
democráticos en el entendido de que a través de esta se garantiza la legitimidad de las 
decisiones públicas y la inclusión de la sociedad civil en la gestión pública. De ahí que 
sea necesario estudiarla para comprender su impacto en la democracia y, posterior-
mente, entender cómo esto se traslada a la democracia digital. Sobre este elemento se 
analizará su concepto, tipos identificados, los actores que envuelve, su marco legal, 
importancia y limitaciones. Todo esto se hará con el interés de tener claro cuál es el 
impacto de la participación en sentido general, para luego, comprender mejor cómo 
esta aplica en un contexto de democracia digital.  

Concepto 

La participación ciudadana es la intervención por parte de la ciudadanía en los 
procesos de monitoreo, establecimiento de agenda y toma de decisiones públicas. 
Así, esta es la expresión de una interacción desarrollada entre el Gobierno y la ciudadanía, 
en virtud de la cual todo ciudadano es capaz de involucrarse en la gestión pública por 
medio de distintos mecanismos y con un poder en particular de inf luenciar las 
decisiones a ser tomadas por las autoridades competentes.  
 
La participación ciudadana está ligada al concepto mismo de ciudadanía debido a 
que se parte de la idea de que una persona que está en pleno ejercicio de sus derechos 
en el marco de una comunidad es, también, una persona que cuenta con la potestad 
de participar de las decisiones que afectan a esa comunidad . En este sentido, la cons-
trucción de una democracia está directamente ligada a la participación ciudadana, en 
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razón de que se considera la importancia de los ciudadanos como actores principales 
de este sistema político. El Gobierno no está supuesto a ser una entidad separada de 
la sociedad civil, sino que se consideran, a través de la participación ciudadana, como 
dos entidades que colaboran en favor de la toma de mejores decisiones públicas.  
 
Existen diversos mecanismos para la participación ciudadana que van desde algunos 
más pasivos como la veeduría social hasta otros más activos como la votación en 
referendos. En todo caso, todos ellos están ligados a la idea fundamental de que 
la participación ciudadana está vinculada a la intervención cívica en la esfera de 
la Administración Pública. De esta manera, sin importar el nivel o intensidad de 
la participación, esta tiene que ver con la relación ciudadanía-Gobierno desde una 
perspectiva dinámica en la que ambos actores juegan un rol activo y son capaces de 
tomar acciones en pro de sus intereses.  

Grados de participación 

La participación ciudadana se manifiesta en diferentes grados, los cuales dependen del 
impacto que esta tenga en la toma de decisiones en la esfera pública. La importancia de 
delimitar estos grados reside en que se crea un sistema más colaborativo y abierto en la 
medida de que el ciudadano es más capaz de incidir en la gestión pública. 

Para ilustrar esto, la literatura ha elaborado una serie de escalas de participación.  

Por un lado, la Asociación Internacional de Participación Pública elaboró una escala de 
cinco pasos: información, consulta, involucramiento, colaboración y empoderamiento. 
En el primer paso se ofrece información a los ciudadanos sobre la gestión pública, en 
el segundo paso se recibe retroalimentación de estos sobre las decisiones a tomar, en 
el tercer paso se requiere su trabajo directo, en el cuarto paso es mucho más estrecha 
la inclusión del ciudadano en las distintas áreas de gestión y, por último, en el quinto 
paso se delega la decisión en la ciudadanía.   
 
Por otro lado, la académica Shrerry Arnstein hizo una división más extensa en la que 
incluye aquellos grados en los cuales los ciudadanos, más que participar, son usados 
o manipulados por el Gobierno. En este sentido, indica a través de su «escalera de 
participación» que los grados son en esencia tres, cada uno con sus subdivisiones: 1) 
ausencia de participación (manipulación y terapia); 2) tokenismo o inclusión simbólica 
(información, consulta y apaciguamiento), y 3) poder ciudadano (asociación, poder 
delegado y control ciudadano). En todo caso, existen ciertas críticas con respecto a esta 
última división bajo el entendido que está desactualizada y presenta una visión muy 
idealista de lo que debe ser la participación ciudadana .  
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Una última visión es la que ofrece el «cubo de la democracia», elaborado por Archon 
Fung, el cual se utilizará de referencia en esta investigación por representar un método 
ideal que mide las tres variables principales de la participación ciudadana: 1) los 
métodos de selección de participantes; 2) los modos de comunicación y decisión, y 
3) la extensión de autoridad y poder19. Con respecto a cada una de estas se realiza una 
medición del grado de involucramiento de la ciudadanía según esta ostente menos o 
más poder en la gestión pública. En tal virtud, se genera una representación tridimen-
sional de la interacción ciudadanía-Gobierno que permite visualizar mejor el estado 
de la democracia a través de estas variables de participación ciudadana.  
  
Marco legal 

La participación ciudadana se encuentra ampliamente presente en el marco legal 
dominicano, sobre todo cuando se consideran aquellas normativas que regulan 
la relación de la Administración con los administrados (los ciudadanos). De esta 
manera, a partir de la Constitución de la República Dominicana, especialmente sus 
artículos 22 y 138, se concibe a la participación ciudadana como un derecho de la 
ciudadanía y un deber de las instituciones públicas. Estos artículos son complemen-
tados por otras disposiciones constitucionales que confirman la importancia de la 
participación ciudadana.  
 
En el artículo 22 de la Constitución se detalla una lista de derechos que se adquieren 
con la ciudadanía dominicana, entre los cuales se encuentran las peticiones a poderes 
públicos sobre asuntos de interés para la nación. Por su parte, el artículo 138 de la 
Constitución comprende a la publicidad como un principio que regula la Adminis-
tración Pública. Esto implica que las normas y actos emitidos por las instituciones 
públicas deben ser puestos a conocimiento del público, preferiblemente de manera 
anterior a su emisión para así recibir una retroalimentación desde la ciudadanía a 
través de mecanismos como la audiencia de partes interesadas .  
 
Esta última disposición constitucional abstracta de inclusión de la ciudadanía es 
concretizada por una serie de leyes y reglamentos que imponen a las instituciones 
públicas la democratización de sus decisiones a través del ofrecimiento de información 
y la consulta de los administrados. En este tenor, la Ley General de Libre Acceso a la 
Información Pública, en su artículo 1, reconoce el derecho ciudadano de obtener 
información de cualquier institución pública dominicana. Por su parte, en su artículo 
23, esta ley impone la obligación de publicación por medios de difusión de aquellos 
proyectos de regulación que puedan afectar los derechos de los ciudadanos. De manera 
que se crea una doble protección: el ciudadano tiene derecho a informarse sobre 
actuaciones pasadas/actuales de las instituciones, y la Administración tiene el 
deber de informar sobre acciones futuras.  
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En igual sentido, se encuentra la Ley sobre los Derechos de las Personas en sus 
Relaciones con la Administración y de Procedimiento Administrativo, cuyo artículo 
3 confirma el referido principio de publicidad y lo extiende no solo a las normas sino a 
los procedimientos y al quehacer administrativo . Esto es reforzado en su artículo 37, 
el cual exige la realización de una audiencia pública y la participación de la sociedad 
como pasos indispensables para que toda norma o decisión administrativa de relevancia, 
como los planes y los programas, sea considerada con fuerza de ley .  
 
Por demás, en el artículo 4 de la referida ley se disponen una serie de derechos a favor 
de los administrados en virtud de los cuales se les habilita para participar activamente 
de aquellas decisiones que pudieren afectarles y se les autoriza a presentar su opinión, 
quejas y reclamaciones sobre el actuar de la Administración. Todos estos derechos 
son comprendidos, a su vez, en el artículo 7 como deberes que la Administración 
tiene que cumplir , por lo que se crea un sistema de doble protección a favor de la 
ciudadanía: el derecho del ciudadano de participar es el deber de la Administración 
de habilitar las vías de participación. Este sistema también está reforzado por el 
artículo 4 de la Ley de Función Pública, el cual incorpora a la «participación» 
como uno de los principios básicos para la gestión institucional .  
 
Dentro de los derechos contemplados en la ley de referencia vale destacar el llamado 
«derecho a la buena Administración», el cual también se encuentra incorporado en nuestro 
bloque de constitucionalidad. Su importancia reside en que una de las principales 
garantías del derecho fundamental a la buena Administración es dar a conocer las 
decisiones públicas y escuchar opiniones de parte de la ciudadanía27. Si bien este no 
llega al punto de empoderar al ciudadano para que influya decisivamente en la gestión 
pública, le habilita mecanismos para poder participar e involucrarse.  
 
Retomando el principio de publicidad, este es reiterado en el artículo 12.12 de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública, la cual también incorpora como principio la 
«participación en las políticas públicas». En su artículo 12.13 dispone que las personas 
tienen el derecho de ser incorporadas en el ciclo de políticas públicas, de conformidad 
con las regulaciones legales aplicables. Esta normativa hace énfasis en el esfuerzo 
comunitario para participar, concibiendo una especial protección a los reclamos 
que se hagan a la Administración Pública en nombre de la comunidad .  
 
Ahora bien, a partir de un análisis estrictamente legal, es posible deducir que la mayoría 
de las normativas explicadas aplican esencialmente a las instituciones del Gobierno Central 
y a las instituciones descentralizadas. De ahí que deba aclararse que otras normativas 
establecen reglas similares para el resto de las instituciones del Estado. Esto 
demuestra que existe una armonía en nuestro ordenamiento jurídico en torno 
a la idea de que el ciudadano debe tener un espacio de participación en las decisiones 
públicas más fundamentales.  
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De esta manera, la participación ciudadana es protegida en los otros niveles de poder 
público:   
 
1. A nivel del Gobierno local, a través de la Ley del Distrito Nacional y los Municipios, 

la cual en su artículo 4 establece como principio la participación del munícipe en 
la gestión de esa demarcación. Esto es confirmado por el artículo 226 que establece 
como objetivos la promoción de la democracia local y la participación comunitaria 
activa .  

 
2. A nivel del Poder Legislativo, a través de los reglamentos de la Cámara de Diputados 

y del Senado de la República , pues en ambos se establecen mecanismos de consulta e 
intercambio con la ciudadanía, como son las vistas públicas y la recepción de 
correspondencia de parte de los ciudadanos. En igual sentido, la Ley que Regula 
la Iniciativa Legislativa Popular comprende un mecanismo directo de participación 
ciudadana, mediante el cual se pueden presentar proyectos de ley por parte de la 
propia sociedad civil .  

 
3. A nivel del Poder Judicial, particularmente con respecto al Consejo del Poder 

Judicial, se reconoce el indicado principio de publicidad a través del Reglamento 
de Control Administrativo Interno del Consejo del Poder Judicial .  

 
Atendiendo a estas normas jurídicas comprendidas en el derecho dominicano, es posible 
deducir que existe una protección adecuada al ciudadano para que pueda participar 
activamente. Esto es útil pues el derecho es una herramienta que fortalece la seguridad y 
protección de la ciudadanía, lo cual es especialmente cierto en el contexto de la relación 
Administración-administrados, pues esta es una desbalanceada a favor de la primera. 
Sin lugar a duda, contar con un marco jurídico robusto es necesario para permitir 
implementar estrategias de gobierno abierto que hagan posible el involucramiento de 
la ciudadanía . 

Lo anterior se debe a que contar con una reglamentación clara y protectora de los ciuda-
danos permite que estos puedan expresarse libremente y contribuir en un ambiente de 
gobernanza pública . 
 
En todo caso, este marco jurídico nacional adolece de dos defectos que se tendrán 
presente al momento de estudiar la aplicación de sus reglas. El primero de ellos, el 
teórico, se refiere a que la Constitución y las leyes normalmente disponen mecanismos de 
ofrecimiento de información y consulta para la toma de decisiones, pero no se suele 
requerir más que esto. Por ende, la participación ciudadana no cuenta con canales 
más adecuados que permitan a los administrados tener un mayor poder de intervención 
en la gestión pública, lo que anteriormente se llamó grado de participación.  
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El segundo problema, el práctico, se refiere a la noción de que las normas jurídicas 
son disposiciones que no siempre se reflejan en la realidad. Por lo tanto, debe consi-
derarse que una norma no es efectiva solo por haber sido promulgada o proclamada 
con fuerza de ley, sino que también debe tenerse pendiente su efectividad real de 
aplicación.  

Importancia 

La participación ciudadana juega un rol determinante tanto en el establecimiento de 
un sistema de gobierno democrático como en el alcance del desarrollo sostenible; de 
ahí la importancia de explicar teóricamente este concepto en esta investigación. De 
esta manera, la participación ciudadana es fundamental para la generación de ideas 
y soluciones que permitan crear un auténtico sistema de gobernanza compartida. 
En este sistema se concibe un gobierno abierto en el cual la sociedad civil ofrece los 
«inputs» (opiniones y datos) para la toma de decisiones públicas que son los «ou-
tputs» (resultados) junto con las capacidades sociales y políticas que desarrollan los 
ciudadanos en este proceso . En consecuencia, hay un beneficio social, como es la 
colaboración ciudadanía-Gobierno, y uno individual, como la mejora de las capaci-
dades de los participantes.  

Para un sistema de gobierno democrático 

Una primera razón que justifica la importancia de la participación ciudadana es que 
esta sirve de medio ideal para consolidar la democracia. Las tres dimensiones clave 
en las que autores como Wolfgang Merkel han comprendido el concepto de demo-
cracia tienen que ver directamente con el involucramiento activo de la persona en 
la gestión pública. Estas tres dimensiones son: 1) dimensión de legitimidad vertical 
(referente al régimen electoral y los derechos políticos); 2) dimensión de constitucio-
nalismo liberal y Estado de derecho (referente a los derechos civiles y accountability 
horizontal), y 3) dimensión del control efectivo de la agenda (potestad legal de crear 
normas de los funcionarios) . La mayoría de estos factores de definición de la calidad 
democrática son compartidos por la literatura .  
  
Con respecto a la legitimidad vertical, la participación ciudadana sirve para inter-
venir con el parecer de las personas en la regulación de los regímenes electoral y 
político; además, por medio de actividades como las votaciones, la participación sir-
ve para intervenir directamente en la elección de las autoridades. Con respecto a 
la dimensión constitucional y legal, la participación ciudadana tiene que ver con el 
ejercicio de derechos civiles como son la expresión y asociación, ambos vitales para 
la presentación y defensa de ideas personales y colectivas sobre las funciones de las 
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instituciones. Con respecto a la dimensión del control de la agenda, la participación 
tiene que ver con los procesos de consulta en la elaboración de normas que definen 
el desarrollo en la sociedad.  
 
Además de esta conexión que se ha demostrado entre la democracia y la participa-
ción ciudadana, la importancia de esta última para la mejora de la calidad democrá-
tica también se manifiesta en dos contextos: 1) la inclusión del ciudadano en el policy 
cycle (ciclo de políticas públicas), y 2) la relevancia para el new public governance 
(nueva gobernanza pública).  
 
Con respecto a lo primero, la Administración puede auxiliarse en los administrados 
a los fines de crear policy networks (redes de políticas) en virtud de las cuales estos 
últimos ofrecen información, legitimidad y asistencia a los funcionarios .  Con res-
pecto a lo segundo, la participación ciudadana es una pieza clave de la nueva concep-
ción de la gestión pública. Esto se debe a que se involucran y expresan los intereses de 
ambas esferas, la pública y la privada, lo cual se hace a los fines de la promoción de la 
eficiencia y legitimidad de los procesos reglamentarios y políticos .  
 
Esta nueva visión de la Administración Pública, la cual va siendo acogida, paulati-
namente, en los regímenes más democráticos, ha asumido una gestión «con y para 
el ciudadano» que se separa de una visión más conservadora que comprende a la 
Administración como una serie de instituciones burocráticas distanciadas de la so-
ciedad . De esta manera, se comprenden a los servicios y decisiones públicas como 
dos áreas en las cuales la Administración no tiene jurisdicción exclusiva, sino que se 
procede a una gestión compartida y participativa .  
 
A esta nueva visión se le suele referir como «gobierno abierto», pues se entiende que 
los gestores públicos deben estar abiertos a compartir con el resto de la sociedad los 
procesos de análisis y decisión con respecto a temas de interés público .  De hecho, 
el propio concepto de gobierno abierto se entiende como aquel que establece una 
comunicación efectiva con los ciudadanos a los fines de facilitar la escucha, cola-
boración y comprensión entre ambos sectores de forma transparente . Esto tiene la 
finalidad clara de conocer las necesidades y opiniones de la población, de manera tal 
que las decisiones públicas no estén desvinculadas de la realidad a la que se aplican.  
 
Tanto la inclusión del ciudadano en el ciclo de políticas públicas como la nueva go-
bernanza pública abren el paso no solo para que existan sistemas más democráticos 
sino también para que esa democracia sea participativa. Esto es un importante avan-
ce en regiones como América Latina y países como la República Dominicana, donde 
se superaron regímenes autoritarios y fueron incluyéndose mecanismos de institu-
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cionalización, protección de derechos fundamentales y reducción del autoritarismo 
en la toma de decisiones públicas a través del monitoreo, la gestión compartida y la 
evaluación . En consecuencia, ya no simplemente se busca una democracia repre-
sentativa, en la cual un grupo de funcionarios electos o designados ejecuten políticas 
públicas, sino una democracia participativa, en virtud de la cual la ciudadanía se 
involucra activamente, lo que termina impactando en la efectividad y calidad de las 
decisiones tomadas. Así, un gobierno participativo puede aprovecharse de los cono-
cimientos y habilidades que se encuentran distribuidos en la población .  

Para alcanzar el desarrollo sostenible 

El desarrollo sostenible se caracteriza por ser un concepto transversal a muchos as-
pectos de la vida política y cívica de las naciones; en el marco de estas relaciones se 
encuentra la participación ciudadana. De hecho, la participación fue considerada 
como un pilar en la propia definición de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, pues-
to que las opiniones y consideraciones de la sociedad civil sirvieron para determinar 
el contenido de los ODS . En este sentido, se puede comprender que la participación 
ciudadana está intrínsecamente conectada con el desarrollo sostenible.  
 
En relación con la consecución de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, la partici-
pación también juega un rol importante. Esto se debe a que en la ejecución de medi-
das tendentes al alcance del desarrollo sostenible se hace necesario tener la opinión, 
información y asistencia de la sociedad civil para poder generar soluciones más ade-
cuadas a su realidad en el marco de la Agenda 2030 . 
 
En el contexto dominicano en particular, esta descentralización de la definición de 
decisiones pública en torno al alcance del desarrollo sostenible por medio de la par-
ticipación ciudadana es una de las recomendaciones más importantes para cumplir 
con la Agenda 203049. En consecuencia, la participación ciudadana y el desarrollo 
sostenible no solo están vinculados a nivel teórico abstracto, sino a nivel práctico en 
el contexto nacional. 
 
La materialización efectiva de la participación ciudadana a través del gobierno abier-
to ha sido considerada, también, como una vía clave para alcanzar los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible. De hecho, se entiende que la Agenda 2030 comprende ciertas 
políticas en las cuales un gobierno abierto permite su consecución, lo que ocurre en 
especial con el Objetivo 16 sobre paz, justicia e instituciones sólidas . Esto se debe a 
que esta manera de concebir al aparato gubernamental comprende ciertas estrategias 
como datos abiertos, sistema de gobernanza (o hasta cogobernanza), seguimiento y 
consulta sobre políticas públicas. Todas estas características impactan en la sostenibi-
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lidad social toda vez que esta colaboración tan estrecha entre ciudadanía y Gobierno 
genera una responsabilidad compartida en la cual ambas partes emplean sus esfuer-
zos para alcanzar los ODS . 

Limitaciones  

A pesar de que la participación ciudadana presenta claros beneficios para el sistema 
democrático y para el desarrollo sostenible, esta se enfrenta a una serie de limitacio-
nes que impide que pueda ser ejercida eficazmente. Estas limitaciones pueden divi-
dirse en materiales y subjetivas, dependiendo de cuál sea el elemento que obstruya la 
participación del ciudadano.  
 
Las limitaciones materiales son aquellas que se presentan en la realidad en la que 
conviven las personas, las cuales impiden que esta pueda participar plenamente. Así, 
se puede hablar de factores logísticos como la dificultad de poder acceder al espacio 
de participación por razones socioeconómicas, de factores de dinámicas de poder 
en las cuales la voz y voto de la sociedad civil no son tomados en cuenta, y factores 
de comunicación debido a que una comunicación deficiente de necesidades y prefe-
rencias puede entorpecer la participación . En igual sentido, en la relación Gobier-
no-ciudadano se considera determinante la calidad, diseño y estrategia de los medios 
de interacción, pues todos estos criterios influyen, en mayor o menor medida, en 
facilitar la participación ciudadana . 
 
Las limitaciones subjetivas se refieren a aquellas consideraciones personales que ha-
cen los ciudadanos que los llevan a decidir no involucrarse con las acciones o de-
cisiones gubernamentales. Esto ha sido explicado por académicos como el econo-
mista Mancur Olson, quien indicó que los beneficios de la participación se refieren 
esencialmente al bienestar público, mientras que las personas normalmente prefieren 
movilizarse a favor de su bienestar individual . De esta manera, se entiende que los 
ciudadanos se suman a una acción colectiva debido a «incentivos selectivos» que 
los motivan a nivel individual . Esto puede traducirse en la desmotivación a parti-
cipar por parte de las personas por estas entender que lo que se somete a discusión 
no tiene relevancia para su vida. Naturalmente, afectan a esta perspectiva, también, 
las prácticas socioculturales que definen la manera de pensar de las personas , pues 
quienes preservan un pensamiento más individualista normalmente tendrían menos 
tendencia a involucrarse.  
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Digitalización de la participación  

El proceso de digitalización en las distintas esferas de la vida de las personas tam-
bién ha llegado a impactar en la participación ciudadana, lo cual está precisamente 
conectado con el objeto de este estudio. Como se ha referido previamente, la «par-
ticipación digital» o «e-participación» consiste en el empleo de las tecnologías de la 
información y de la comunicación (TIC) como ejercicio democrático de parte de los 
ciudadanos para influir sobre la esfera pública , sea por medio del monitoreo, el esta-
blecimiento de la agenda pública o la toma de decisiones sobre políticas públicas. En 
términos más simples, la participación digital es la participación ciudadana a través 
de medios virtuales, como son los foros en línea, las consultas públicas electrónicas, 
entre otras herramientas.  
 
Las facilidades que ofrecen las herramientas digitales sirven para que los medios con-
vencionales de participación puedan ser llevados a cabo más adecuadamente, pues 
pueden reducirse costos y facilitar el acceso de las personas .  El mundo digital per-
mite no solo catalizar la participación tradicional, sino que facilita, además, incluir a 
aquellas personas que tradicionalmente no participaban y a incorporar medios que 
normalmente no eran utilizados, pero que, debido a las novedades que ofrecen los 
medios electrónicos, son posibles a través de la participación digital . 
 
En todo caso, hay quienes entienden que las facilidades que ha ofrecido la digitali-
zación de la participación no han sido tan relevantes en el entendido de que, si bien 
se han superado ciertas limitaciones materiales, las limitaciones subjetivas siguen 
presentes60. En otros términos, el hecho de que existan canales de participación de 
fácil uso y acceso no significa que la población va a estar necesariamente motivada y 
aprovecharlos, precisamente por la explicación ya dada de que los ciudadanos suelen 
movilizarse por aquellas causas en las que se ve involucrado algún interés personal . 
 
Debido a las perspectivas explicadas, la literatura ha ideado dos teorías en torno al 
impacto de la virtualidad en la participación ciudadana. La primera tesis, llamada 
tesis de la movilización, propone que el uso de las TIC haría que más personas se mo-
tiven a participar por medios de los instrumentos digitales. La segunda tesis, llamada 
tesis del refuerzo, propone que el uso de las TIC solo derivaría en que las personas 
que ya participan se mantengan involucradas, sin que esto implique que más perso-
nas que no estaban involucradas se animen a participar . Quienes defienden esta últi-
ma visión entienden que la democracia digital no representa un cambio trascenden-
tal con respecto al ejercicio de la democracia convencional . En esta investigación se 
analizará el impacto de las iniciativas de e-participación en la República Dominicana 
para así determinar cuál es la relevancia de estas.  
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Desarrollo sostenible 

El desarrollo sostenible es un elemento clave en la definición de las políticas públicas 
de todo Estado. Esto se debe a que la nueva visión de la gestión pública no solamente 
implica el involucramiento de todas las personas, sino la creación, también, de po-
líticas públicas inclusivas y perdurables que procuren el progreso de las naciones, el 
cual no debería ser fragmentado en solo una parte de la población o dañino a largo 
plazo. En tal virtud, cuando se habla de participación ciudadana y cuando se quiere 
hacer referencia a los conceptos de gobierno digital y democracia digital, también, 
se debe tener pendiente el desarrollo sostenible, puesto que este representa el nuevo 
paradigma para el progreso de las naciones. Tanto el gobierno digital como la demo-
cracia digital deben concebirse para ser coherentes con los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible; de ahí la necesidad de explicar este concepto y cómo está relacionado con 
los otros elementos de esta investigación.  

Concepto y vinculación con los ODS en la Agenda 2030 
 
El desarrollo sostenible es concebido como el progreso integral de las naciones en 
virtud del cual los seres humanos satisfacen sus necesidades de manera inclusiva y 
respetuosa de las necesidades de los demás y del entorno en el que se encuentran. 
Este concepto fue inicialmente definido por la Organización de las Naciones Unidas 
(ONU) como la satisfacción de las necesidades humanas actuales sin la necesidad de 
la afectación de las necesidades de las generaciones futuras . En consecuencia, la idea 
básica detrás del desarrollo sostenible es la consecución de un bienestar generaliza-
do, integral e inclusivo que no implique un daño futuro o que deje atrás a una parte 
de la población.  
 
Inicialmente, el desarrollo sostenible fue articulado a través de los Objetivos de De-
sarrollo del Milenio (ODM), los cuales fueron una serie de metas dispuestas para 
el período 2000-2015, y estaban enfocadas en enfrentar los problemas más básicos 
para generar un progreso inclusivo y saludable para las naciones del mundo65. Ante 
la realidad de que en el plazo dispuesto no habían sido alcanzados plenamente estos 
objetivos, se procedió a concebir los Objetivos de Desarrollo Sostenible.  
 
De esta manera, el desarrollo sostenible actualmente se ha instrumentalizado a través 
de los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible y 169 metas a estos fines, los cuales se 
encuentran comprendidos en la Agenda 2030 de la ONU. Esta, a su vez, fue concebi-
da como un plan de acción estructurado para favorecer a tres elementos principales: 
las personas, el planeta y la prosperidad . En esencia, la Agenda 2030 busca la erra-
dicación de la pobreza, la preservación de la paz y la garantía del desarrollo de las 
naciones por medio de la protección de los derechos más básicos de las personas.  
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Esta Agenda 2030 no solo es trascendental por establecer objetivos y metas claras 
para poder mejorar el estatus de los Estados conforme al desarrollo sostenible, sino 
que también es considerada como una de las estrategias de mayor alcance que ha sido 
acordada entre las naciones del mundo para enfrentar temas como la desigualdad, 
pobreza y cambio climático. De manera que al concebir cualquier acción guberna-
mental se debe tomar en cuenta la perspectiva que impone esta estrategia, la cual 
invita a crear políticas íntegras, efectivas y transversales; dentro de esto se encuentra, 
precisamente, el gobierno digital y la democracia digital.  

Incorporación nacional 

A nivel nacional, la República Dominicana ha incorporado esta visión de desarro-
llo sostenible a través de su marco normativo. Lógicamente, esta incorporación se 
hace primero a través de las obligaciones asumidas por la aprobación por parte de 
la Asamblea General de las Naciones Unidas de la resolución titulada «Transformar 
nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible»67. A nivel de derecho 
interno, en la Constitución de la República se dispone que el crecimiento de la na-
ción debe ser sostenible, para lo cual se procurará una sinergia entre el Gobierno y el 
sector privado. Especialmente, en su artículo 218, se indica que este desarrollo debe 
velar por el uso racional de recursos, el incremento del bienestar social y la mejora 
constante de la calidad de vida .  
 
En igual sentido, la Ley de la Estrategia Nacional de Desarrollo de la República Do-
minicana 2030  comprende un marco legal que se corresponde a los ODS, pues en 
ambos casos se busca precisamente un desarrollo sostenible. De hecho, esta vincula-
ción no ha quedado en el plano teórico, sino que se ha confirmado materialmente la 
consonancia entre ambos instrumentos, la Agenda 2030 y la ley nacional .  
 
La consecución de los ODS en la Agenda 2030 en el país está supervisada, espe-
cialmente, por medio de la Comisión Nacional para el Desarrollo Sostenible, crea-
da mediante decreto presidencial . Esta se encuentra al amparo del Ministerio de 
Economía, Planificación y Desarrollo, y su misión se concentra, precisamente, en la 
creación de las estrategias, sinergias y vigilancias necesarias para garantizar un mejor 
avance en torno al desarrollo sostenible. De ahí que en la República Dominicana se 
cuente con un marco jurídico que debe tenerse pendiente a la hora de definir las es-
trategias de desarrollo, lo cual se traslada, necesariamente, a la eficacia del gobierno 
y la democracia digitales.  
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Impacto del gobierno digital 
 
El gobierno digital, asimismo, llamado «gobierno electrónico» o «e-gobierno», debe 
seguir las pautas tradicionales que le son impuestas al gobierno convencional, por lo 
que el desarrollo sostenible necesariamente se incorpora al espectro virtual del sector 
público. Este gobierno digital es entendido como el uso adecuado y estratégico de las 
tecnologías de la información y de la comunicación en favor de las acciones de las 
instituciones públicas para así potencialmente mejorar las actividades y funciones 
del Gobierno . Esto compagina, claramente, con los ODS de la Agenda 2030 en el 
entendido de que al realizar una eventual mejora de las actividades administrativas 
gubernamentales por medio de herramientas tecnológicas se podría también procu-
rar una mejor garantía de los referidos objetivos.  
   
De hecho, esta relación entre gobierno digital y ODS va más allá de una de coheren-
cia, sino que el primero sirve para promover y mejorar la condición de los segundos. 
Por lo tanto, el gobierno digital ofrece oportunidades que permiten que las institucio-
nes públicas puedan servir como mejores herramientas para el alcance del desarrollo 
sostenible. Esto se da, por ejemplo, por medio de la promoción de servicios públicos 
en línea (lo cual abarata poder acceder a los mismos por parte de las personas), inclu-
sión de la población (a través de la superación de los límites espaciales para acceder 
a ella) y la creación de mecanismos de interacción con la ciudadanía (a partir de lo 
cual se va fortaleciendo la noción de democracia digital) . 
 
De hecho, la incorporación de las TIC al aparato gubernamental ha servido para que 
el diseño de las políticas públicas sea eficientizado toda vez que se pueden recoger 
y analizar mejor los datos que les sirven de base . En ese sentido, que el logro de los 
ODS requiera contar con información clara de la realidad. Esta puede ser procesada 
más fácilmente, recogida e interpretada a través de mecanismos de gobierno digital. 
A esto, tradicionalmente, se le refiere como políticas públicas basadas en evidencia, 
lo que se potencializa a través de herramientas electrónicas.  
 
La literatura, por ende, ha comprendido la estrecha relación que hay entre el gobier-
no digital y los ODS en la Agenda 2030. En resumen, esta se manifiesta de manera 
bidireccional: 1) el gobierno digital sirve de medio para facilitar el alcance de los 
ODS a través de mecanismos innovadores digitales que permiten ofrecer mejores 
servicios, recoger data útil para eficientizar la gestión pública, y establecen un mejor 
canal de comunicación con la ciudadanía; 2) los ODS influencian al gobierno digital, 
pues constituyen una política pública de alcance nacional e internacional que debe 
cubrir toda acción gubernamental a favor de un progreso más consciente e inclusivo.   
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Impacto de la democracia digital  

Los ODS de la Agenda 2030 tienen, además, una estrecha relación con la democra-
cia digital debido a que esta última encauza la participación ciudadana que termina 
impactando en la toma de decisiones públicas más informadas, inclusivas y parti-
cipativas con respecto a cómo alcanzar el desarrollo sostenible. La propia Agenda 
2030 requiere concebir un progreso mundial a partir de la equidad, transparencia, 
inclusión y apertura, de ahí que la democracia digital ofrezca métodos idóneos para 
la participación ciudadana en su condición de instrumento vital para gestionar una 
gobernanza integral . 
 
De esta manera, la literatura ha recogido dos impactos importantes de la democracia 
digital en los ODS de la Agenda 2030. En primer lugar, la democracia digital permite 
canalizar y catalizar la participación ciudadana por medio de herramientas de fácil 
acceso, las cuales conforman las vías de participación digital o e-participación. De 
hecho, se entiende que el gobierno digital evoluciona a una democracia digital cuan-
do sus herramientas electrónicas facilitan que los ciudadanos tengan información, 
sean consultados y capaces de incidir en la toma de decisiones públicas . Estas tres 
esferas de expresión de la democracia digital, a través de la participación digital, per-
miten un verdadero desarrollo sostenible con carácter participativo de ambos secto-
res, el público y el privado.  
 
En segundo lugar, la democracia digital ha sido considerada como una vía de inclu-
sión de grupos en condición de vulnerabilidad, pues estos pueden ver sus necesida-
des de participación más fácilmente satisfechas por medios digitales . Por ejemplo, 
suele indicarse que el costo de participar en procesos de consulta se reduce drásti-
camente pues bastaría enviar un correo electrónico o participar de un foro en línea 
en algunos casos para expresar y defender la opinión; facilitándose así el acceso de 
personas con menos recursos económicos. En todo caso, otro sector de la literatura 
señala que la brecha digital, entendida como la desigualdad en el acceso a las TIC , 
impide que estos grupos tradicionalmente excluidos puedan participar activamente 
en un contexto de democracia digital .  
 
La relación del gobierno y la democracia digitales con los ODS se ha tornado cada 
vez más importante en estudios académicos. Aunque todavía no existe una conclu-
sión clara sobre el impacto cuantitativo de los primeros sobre los segundos, se ha 
entendido que los mismos mecanismos que sirven para medir el nivel de digitali-
zación del Gobierno dan ciertos indicios del estado del desarrollo sostenible . Esta 
vinculación será profundizada a través de esta investigación en el caso particular de 
la República Dominicana.  
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Identificación de ODS relevantes a la investigación 

El gobierno digital y la democracia digital, en atención a lo explicado, impactan 
transversalmente en la totalidad de los Objetivos de Desarrollo Sostenible. En todo 
caso, existen algunos objetivos que han sido particularmente identificados por quie-
nes han teorizado con respecto al concepto de la democracia digital, por lo que vale 
la pena analizarlos de manera particular ya que representan la vinculación más clara 
entre los dos conceptos clave de esta investigación que son la democracia digital y el 
desarrollo sostenible. Esta relación se da a través de, esencialmente, la participación 
digital, considerando que esta es la manifestación más clara y tangible de la demo-
cracia digital.  
 
Los Objetivos de Desarrollo Sostenible que más se vinculan con la democracia digital 
y, en consecuencia, con el objeto de esta investigación, son81:  
   
1) Objetivo 16: Promover sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sos-

tenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y construir a todos los niveles 
instituciones eficaces e inclusivas que rindan cuentas. 

 
a) Meta 16.5: Reducir considerablemente la corrupción y el soborno en todas sus 

formas.  
b) Meta 16.6: Crear a todos los niveles instituciones eficaces y transparentes que 

rindan cuentas.  
c) Meta 16.7: Garantizar la adopción en todos los niveles de decisiones inclusi-

vas, participativas y representativas que respondan a las necesidades. 
d) Meta 16.10: Garantizar el acceso público a la información y proteger las liber-

tades fundamentales, de conformidad con las leyes nacionales y los acuerdos 
internacionales.  

e) Meta 16.B: Promover y aplicar leyes y políticas no discriminatorias en favor 
del desarrollo sostenible. 

   
2) Objetivo 11: Lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclu-

sivos, seguros, resilientes y sostenibles. 

a) Meta 11.3: Aumentar la urbanización inclusiva y sostenible y la capacidad 
para la planificación y la gestión participativas, integradas y sostenibles de los 
asentamientos humanos en todos los países. 

 
3) Objetivo 6: Garantizar la disponibilidad y la gestión sostenible del agua y el 

saneamiento para todos.  
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a) Meta 6.B: Apoyar y fortalecer la participación de las comunidades locales en 
la mejora de la gestión del agua y el saneamiento.  

     
4) Objetivo 5: Lograr la igualdad de género y empoderar a todas las mujeres y las 

niñas.  

a) Meta 5.5: Asegurar la participación plena y efectiva de las mujeres y la igual-
dad de oportunidades de liderazgo a todos los niveles decisorios en la vida 
política, económica y pública.  

b) Meta 5.B: Mejorar el uso de la tecnología instrumental, en particular la tec-
nología de la información y las comunicaciones, para promover el empodera-
miento de las mujeres .  

 
El Objetivo de Desarrollo Sostenible que se encuentra más alineado con la democra-
cia digital es el Objetivo 16 sobre paz, justicia e instituciones sólidas. Esto se debe a 
que el fortalecimiento de la democracia digital deriva, lógicamente, en una mejora 
de la calidad democrática tradicional, lo que necesariamente conlleva contar con una 
Administración Pública más respetuosa de los derechos, necesidades y preferencias 
de la sociedad civil.   
 
En igual sentido, una mejora democrática implica, de alguna manera u otra, la pro-
moción de la paz y la justicia en un contexto en el cual los ciudadanos asumen una 
colaboración activa en la gestión pública de manera mancomunada; es decir, existe 
menos espacio para el autoritarismo y más para el consenso. Esto se ve especialmente 
catalizado por medio de las TIC debido a que estas contribuyen al empoderamiento 
e inclusión efectiva de la ciudadanía, generando un contexto democrático coherente 
con el Objetivo 16 . 
 
Con respecto al resto de los objetivos previamente transcritos, si bien estos no se 
refieren directamente al concepto de democracia, las metas indicadas tienen que ver 
con la participación ciudadana para su consecución. De esta manera, para esos obje-
tivos en particular debe tenerse pendiente que la democracia digital tendrá un mayor 
impacto que para los demás no mencionados debido a que se considera a la partici-
pación, que en este caso sería potencializada por la participación digital, como un eje 
clave de estos.  
 
En todo caso, estas son las conclusiones a las que ha llegado la doctrina en sentido 
general. En el caso dominicano no hay una determinación exacta de en qué medida 
se ha desarrollado la democracia digital y, a partir de ese grado de avance, cómo esto 
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impacta en el cumplimiento a nivel nacional de los Objetivos de Desarrollo Soste-
nible. Este vacío en la literatura es el que, precisamente, esta investigación pretende 
completar por medio de los métodos previamente descritos. 

Gobierno digital 

Previo a la concepción de una democracia digital, en la que tanto las instituciones 
públicas como la sociedad civil pueden interactuar, se necesita que el Gobierno haya 
dispuesto la digitalización de sus instituciones por medio de un gobierno digital. De 
ahí que se entienda que el gobierno digital es un paso previo a la democracia digi-
tal. En todo caso, ambos conceptos tienen una naturaleza y características propias 
que los hacen diferentes tanto en la teoría como en la práctica. En consecuencia, se 
abordará el concepto de gobierno digital, su composición básica, importancia e im-
plementación a nivel nacional. En igual sentido, se observará cómo este puede evolu-
cionar a una gobernanza electrónica que abra el camino al ejercicio de la democracia 
por medio de la virtualidad.  

Concepto y composición 

El gobierno digital, como se ha indicado, resulta de la incorporación de las tecnolo-
gías de la información y de la comunicación (TIC) en las instituciones públicas con 
el objetivo de ofrecer, con las facilidades que otorga la modalidad virtual, informa-
ción, servicios y canales de comunicación con la población . En el estado actual de la 
literatura, se ha concluido que el uso de las TIC ha servido para alcanzar fines guber-
namentales con mayor eficiencia debido a la mejora de los procesos administrativos, 
de la reducción de costos en la tramitación de servicios y de las oportunidades de 
democratización que implican, además, legitimidad y transparencia.  
 
Una visión más tradicional del gobierno digital entiende que este concepto es aplica-
ble desde que se ofrecen servicios públicos por medios digitales. Otra visión divide 
el tipo de gobierno digital debido al tipo de interacción que resulta en cada caso. Así, 
habría cuatro maneras de interacción en virtud de la relación entre Gobierno-ciuda-
danía: 1) dirección Gobierno-ciudadanía (G2C, por sus siglas en inglés); 2) dirección 
Gobierno-empresas (G2B, por sus siglas en inglés); 3) dirección Gobierno-Gobierno 
(G2G, por sus siglas en inglés), y 4) dirección Gobierno-funcionario (G2E, por sus 
siglas en inglés) .  
 
En todo caso, estas dos maneras de estructurar la composición del gobierno digital 
lo entienden solo de manera parcial, sea en su relación con otros actores o en el tipo 
de herramientas que ofrece. En cambio, la visión actual considera que el e-gobierno 

27



está compuesto por dos áreas: 1) la primera enfocada en la prestación de servicios 
públicos de manera digital, y 2) la segunda dirigida a la gestión de mecanismos elec-
trónicos de participación ciudadana en las decisiones públicas . 
 
A raíz de lo anterior, un gobierno digital no se concibe exclusivamente desde una 
perspectiva pasiva, en la que el ciudadano solo recibe servicios, sino también desde 
una activa, que es precisamente a partir de la cual se empieza a generar una transición 
a la democracia digital. En igual sentido, un gobierno digital no puede considerarse 
como pleno hasta tanto haya desarrollado herramientas de interacción con varios 
actores clave dentro de un Estado, pues no basta con solo vincularse con algunos de 
ellos y no integrar a otros.  
 
En respuesta al reclamo indicado, se han designado cuatro etapas de la evolución del 
gobierno digital. Estas dependen del estado en el que se encuentre la incorporación 
de las TIC en la gestión pública. Estas cuatro etapas son la digitalización, la trans-
formación, el engagement o compromiso y la contextualización. La digitalización se 
refiere al simple uso de la tecnología en el Gobierno, mientras que la transformación 
es una incorporación más plena que resulta en el gobierno digital. Por su parte, el en-
gagement resulta en el inicio de una gobernanza digital, concepto que será abordado 
en el próximo párrafo, y que se refiere a una interacción mayor y más consciente con 
la ciudadanía; y, finalmente, la contextualización se refiere a una gobernanza digital 
plena que se apoya en la virtualidad para generar sus políticas públicas88. En conse-
cuencia, el interés es que cada Estado vaya evolucionando en esta escala.  

La tercera de las etapas descritas, la cual implica la gobernanza digital, es de especial 
relevancia por el interés que han dedicado los académicos sobre este concepto. Se 
entiende por gobernanza digital al uso de las TIC en el sector público con el fin de 
ofrecer servicios e incentivar la participación ciudadana, todo lo cual se hace con una 
cercanía especial con el ciudadano cuando se toman decisiones públicas . A partir de 
esto que se entienda que la gobernanza digital es un factor clave en la transición de 
gobierno a democracia digital.  

Importancia 

La virtualización del Gobierno ha sido considerada como un factor de gran impor-
tancia para conseguir la modernización de las instituciones públicas y así responder 
a las exigencias del nuevo milenio. En esencia, la literatura ha entendido que esta 
modalidad electrónica permite que el Gobierno eficientice recursos públicos, ofrezca 
una mayor accesibilidad a los servicios e informaciones públicas y cree una conexión 
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más directa con los ciudadanos90. A los fines de esta investigación, se destacará la 
importancia en dos áreas en particular: el desarrollo sostenible y la democracia digi-
tal; para de esta manera demostrar el vínculo teórico que existe entre estos conceptos.  

Para alcanzar el desarrollo sostenible 

El gobierno digital ha sido directamente relacionado con un alcance más efectivo de 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, toda vez que el primero 
potencializa distintas herramientas, estrategias y mecanismos que sirven para que 
los segundos no sean tan complicados de lograr91. Particularmente, los procesos de 
virtualización de la relación Gobierno-ciudadanía han tenido un triple impacto: 1) 
más servicios llegan a más personas de manera más sencilla, por lo que se satisfacen 
más derechos; 2) más participación es posible a través de medios menos costosos y 
más directos, y 3) más información de utilidad es generada, transmitida y procesada 
de manera más consumible por todos los actores involucrados. Todos estos impactos 
son importantes para alcanzar un desarrollo sostenible, inclusivo y participativo.  

Lo anterior ha llevado a considerar que casi la totalidad de los ODS puedan ser im-
pactados positivamente por un gobierno digital . Inclusive, se entiende que lo ideal 
es que el gobierno digital, para poder alcanzar mejor estos ODS, se encuentre en su 
máxima expresión; es decir, en su cuarta etapa o «contextualización». Esta implica 
un mayor nivel de sinergia entre el Gobierno y la ciudadanía, al tiempo que existe, 
también, un mejor procesamiento electrónico de las informaciones que sirven para 
tomar decisiones públicas.  
 
Ahora bien, el gran reto que ha sido identificado por parte de los académicos con 
respecto al impacto del gobierno digital en el desarrollo sostenible es la falta de in-
clusión de todas las personas debido a la brecha digital. Esta, también, llamada estra-
tificación digital, sirve para conceptualizar las marcadas desigualdades que existen 
entre grupos de personas con relación al acceso que estas tienen al mundo digital. 
Así se identifican ciertos factores como los socioeconómicos, los cuales impiden que 
todos puedan acceder de la misma forma al gobierno digital . Por lo tanto, este es un 
problema estructural y, al mismo tiempo, una oportunidad, pues el gobierno digital 
debe tomar en cuenta cómo no verse afectado por la desigualdad y también analizar 
cómo facilitar el cierre de esta brecha.  
 
El desarrollo sostenible es dependiente, directamente, de la inclusión, pues no se trata 
de simplemente generar un progreso económico o una mejora de las condiciones de 
vida de cierto grupo de personas. De esta manera, si existe falta de inclusión social, 
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entonces, esto puede derivar en un progreso desequilibrado. El gobierno digital, ante 
esto, tiene un valor instrumental enorme, pues debe tomar en cuenta la inclusión 
para mitigar los efectos de la vulnerabilidad de ciertos grupos sociales, especialmen-
te, los que han sido tradicionalmente relegados .  
 
Esta inclusión puede suceder por medio del ofrecimiento de servicios públicos de 
manera más sencilla e inclusiva. En igual sentido, puede manifestarse con un es-
trechamiento de la relación Gobierno-ciudadanía en virtud de la cual el primero se 
informa mejor de las necesidades y preferencias de la segunda a través de las nuevas 
tecnologías . Estas últimas deben ponerse a disposición de los ciudadanos, quienes 
requerirán ser alfabetizados tecnológicamente. No podría pasarse del gobierno digi-
tal a la democracia digital si los ciudadanos no entienden cómo usar los medios que 
el primero ofrece para poder alcanzar la segunda.  
 
Ante esta situación, países como la República Dominicana deben ser, especialmente, 
conscientes. Esto se debe a que problemas tradicionales como las deficiencias en edu-
cación y bajos ingresos en las familias se unen a otros como la brecha digital. En todo 
caso, existen iniciativas gubernamentales, y se ha podido detectar disposición políti-
ca para combatir estas desigualdades y generar un mayor acceso a las herramientas 
digitales por parte de todos los dominicanos . 

Para servir de base a la democracia digital 

 La democracia digital ha sido considerada como el «fruto» del gobierno digital, en 
el entendido de que entre ambos fenómenos hay una relación bastante estrecha y en 
virtud de que estos utilizan las mismas herramientas . De ahí que se entienda que el 
gobierno digital construye la plataforma sobre la cual se reforzarán los canales de 
comunicación con la ciudadanía y se fortalecerá la calidad democrática a través de 
mayor transparencia y legitimidad de las decisiones públicas.  
 
De hecho, esta vinculación va más allá del plano teórico, pues académicos como Fa-
rid Shirazi han concluido que aquellas naciones en las cuales hay una mayor infraes-
tructura tecnológica y un sistema de gobierno más respetuoso de derechos normal-
mente son las mismas que tienen mayor oportunidad de alcanzar una democracia 
digital . Así, sería difícil concebir una mejoría en el estatus de la e-democracia sin 
que el Gobierno haya primero creado un sistema que pueda soportarla y cumplir con 
otras necesidades básicas como el ofrecimiento de servicios públicos.  
 
En todo caso, la conexión entre ambos conceptos, gobierno digital y democracia di-
gital no es siempre directa e intuitiva. Por el contrario, se ha entendido que esta tran-
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sición debe ser una bien pensada y conducida. Esto se debe a que el gobierno digital 
puede tener efectos antidemocráticos; los tres principales son: 1) la incorporación de 
medios digitales crea problemas de ciberseguridad, lo cual podría afectar derechos 
de los ciudadanos e información privilegiada de la Administración ; 2) la virtualiza-
ción genera un nuevo tipo de exclusión en virtud de la brecha digital, y 3) el gobierno 
digital pudiera crear una simplificación excesiva de la labor de las instituciones pú-
blicas que derivaría en una afectación de la estructura orgánica de la Administración 
Pública100. De ahí que se prefiera la interoperabilidad en vez de una integración to-
tal, para así respetar las funciones de cada institución, pero permitir ofrecer servicios 
de manera más eficiente a través de medios digitales101.  
 
En todo caso, estas limitaciones son superables. Lo importante es que el Gobierno sea 
capaz de identificarlas para poder generar estrategias que permitan superarlas. Por lo 
tanto, se podría causar un mayor impacto en la democracia digital en vez de generar 
una afectación negativa a la calidad de la democracia, incluyendo la virtual. 

Implementación nacional 

La última década ha concentrado los principales avances a nivel nacional para la 
implementación de un gobierno digital dominicano. Esto se ha caracterizado, por 
un lado, por la creación de un marco jurídico y organizativo que ha servido de base 
para la estabilidad de esta nueva modalidad virtual de gestión pública. Por otro lado, 
ha existido una tendencia a una aplicación conducida al ofrecimiento de servicios 
públicos por medios digitales. Ambas cuestiones han sido igualmente relevantes para 
impulsar una transición desde la fase de «digitalización» a la de «transformación», 
debido a la cual el Gobierno no solo usa herramientas apoyadas en las TIC, sino que 
las ha ido incorporando cada vez con mayor impacto.  

Marco legal y organizativo 

El marco legal y organizativo en torno al gobierno digital dominicano se caracteriza 
por ser uno basado en leyes, provenientes del Poder Legislativo, y de decretos, pro-
mulgados por el Poder Ejecutivo. Puntualmente, las leyes han servido para instaurar 
un sistema general en el cual las especificaciones y practicidades han sido imple-
mentadas por los decretos, lo cual se ha concebido de tal manera entendiendo la 
capacidad del Poder Ejecutivo de dar un seguimiento más cercano a la virtualización 
de la gestión pública. Sobre este aspecto, la Constitución de la República no hace un 
pronunciamiento directo o relevante más allá de criterios generales de eficientización 
de la Administración Pública.  
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Con respecto a las leyes, existen varias de ellas que son clave para entender la exten-
sión del gobierno digital a nivel nacional. La primera de ellas es la Ley de la Estra-
tegia Nacional de Desarrollo de la República Dominicana 2030, la cual contempla, 
en su artículo 16, el uso de las TIC como un eje transversal para el ciclo de políticas 
públicas y la eficientización de la gestión pública. En igual sentido, en el objetivo 
específico 3.3.5 se contempla combatir la estratificación digital y la línea de acción 
1.1.1.14 comprende la creación de un gobierno digital que sea inclusivo con respecto 
a la ciudadanía. En consecuencia, en esta legislación se encuentran las disposiciones 
generales que comprenden no solo el gobierno digital, sino el fin y modalidad de 
interacción que este debe alcanzar, lo cual representa una visión adecuada para con-
seguir la democracia digital .  
   
De manera complementaria, normativas como la Ley sobre los Derechos de las Per-
sonas en sus Relaciones con la Administración y de Procedimiento Administrativo  
y la Ley General de Libre Acceso a la Información Pública104 establecen la informa-
tización de los datos y medios de contacto con la Administración. Se ha buscado re-
forzar la interacción tradicional, tanto la pasiva de consumo de información pública 
como la activa de comunicación, por medios virtuales no tradicionales.  
 
Otras leyes, como la Ley de Función Pública  y la Ley Orgánica de la Administración 
Pública , contienen un lenguaje más expreso e incorporan la definición de gobierno 
electrónico en su texto. En ambos casos, se entiende al mismo según la definición 
previamente indicada en esta investigación y compartida por los autores relevantes 
a la materia. En el caso particular de la Ley Orgánica de la Administración Pública, 
existen disposiciones en su artículo 11 que claramente vinculan el concepto de go-
bierno digital como un medio para poder hacer más eficiente la interacción con la 
ciudadanía, pues expresamente se indica que deben crearse «[…] canales comple-
mentarios de las vías tradicionales de participación de la ciudadanía en la elabora-
ción y gestión de las políticas públicas» .  
 
Otras leyes tienen un impacto complementario con respecto a las implicaciones de la 
vida virtual. De esta manera, la Ley General de Telecomunicaciones, en su artículo 3, 
sirve para sentar las bases de un acceso a servicios de telecomunicaciones de calidad, 
como es en la actualidad la Internet . En igual sentido, la Ley de Protección Integral 
de los Datos Personales comprende el marco para respeto de este elemento de la 
privacidad de las personas, lo cual se extiende al espacio virtual . Por último, la Ley 
sobre Crímenes y Delitos de Alta Tecnología sirve como mecanismo de protección 
para garantizar un uso adecuado de las TIC y enfrentar el problema mencionado 
sobre la ciberseguridad .  
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Con respecto a los decretos, existen varios que se podrían catalogar como los más im-
portantes debido a que establecen las instituciones o programas que han impulsado 
la digitalización y transformación del gobierno digital en la República Dominicana. 
El primero de ellos es el decreto núm. 1090-04 , el cual crea la Oficina Presidencial 
de Tecnología de la Información y Comunicación (OPTIC), y fue confirmado por 
medio del decreto núm. 229-07 . Aunque pareciera extraño confirmar un decreto 
pasado por medio de un segundo decreto, pues se supone que el primero ya cuenta 
con fuerza de ley y es aplicable en consecuencia, esto se debió, probablemente, a que 
se prefirió establecer claramente ciertas funciones y la naturaleza de la OPTIC para 
así evitar cualquier confusión pasible de interpretación jurídica.   
 
Hasta la actualidad, la OPTIC se mantiene como la institución clave en la articula-
ción del gobierno digital dominicano. Esto fue particularmente confirmado por me-
dio del decreto núm. 134-14, el cual sirve como reglamento de aplicación de la Ley 
de la Estrategia Nacional de Desarrollo de la República Dominicana 2030, y en esta 
virtud designó a la OPTIC con la responsabilidad del ya explicado objetivo transver-
sal de implementar las TIC en la gestión pública . 
 
Existieron otras instituciones que fueron creadas en su momento, a pesar de que es-
tas no contaron con el alcance de la OPTIC. A través del decreto núm. 212-05 se creó 
la Comisión Nacional para la Sociedad de la Información y el Conocimiento (CN-
SIC) , y mediante el decreto núm. 551-09 se instituyó el Gabinete de Tecnologías de la 
Información y Comunicación («GabineteTIC») . Ambas fueron derogadas mediante 
el decreto núm. 258-16, el cual creó el Programa República Digital116, por lo que la 
OPTIC se mantiene siendo la institución con jurisdicción sobre esta materia.  
 
Este último decreto, el que creó la República Digital, puede ser considerado como 
uno de los más importantes pues creó el sistema organizativo que ha generado los 
cambios más trascendentales sobre el uso de las TIC en el Gobierno. Este programa 
fue concebido, precisamente, para articular las políticas y acciones referentes al uso 
de las TIC en la gestión pública y con respecto al ciudadano, dentro de lo cual se in-
cluye la reducción de la brecha digital, el ofrecimiento de servicios públicos digitales 
y el fortalecimiento de la ciberseguridad .  
 
Existen dos decretos más que resultan complementarios a los anteriormente explica-
dos. Estos son el decreto núm. 694-09, el cual establece el Sistema 311 de Atención 
Ciudadana , y el decreto núm. 230-18, el cual comprende la Estrategia Nacional de 
Ciberseguridad 2018-2021 . El primero de estos decretos ha implicado un impacto 
muy importante para la democracia digital, pues ha facilitado diversos mecanismos 
de comunicación entre la Administración y los administrados. Este será explicado 
más adelante en esta investigación.  
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Finalmente, es importante señalar que en el marco normativo del gobierno digital 
nacional existe una serie de «Normas de Tecnologías de la Información y Comuni-
cación (NORTIC)». Estas sirven para estandarizar el grado de calidad necesario que 
deben tener las instituciones públicas, el cual implica la entrega de una certificación 
particular cuando es alcanzado. Existen varias de estas reglamentaciones y cada una 
de ellas se refiere a un aspecto diferente del uso de las TIC en el Gobierno. La más 
importante para esta investigación es la NORTIC E1. Esta establece las reglas para el 
uso de redes sociales. Estas normas están supuestas a generar una interacción con el 
ciudadano que permita su participación .  
  
Aplicación práctica 

La implementación de las referidas regulaciones ha tenido un importante impacto en 
el gobierno digital nacional en los últimos años. De ahí que pueda decirse que la Re-
pública Dominicana ha avanzado efectivamente de una etapa de digitalización a una 
de transformación cada vez más plena por medio del uso transversal y progresivo de 
las TIC en el sector público.  
 
En datos más concretos, actualmente, se ofrecen más de mil servicios públicos en 
línea, cientos de instituciones públicas se encuentran conectadas por medio de la 
República Digital y existe una serie de Sistemas, como el 311, que han facilitado la 
interacción virtual Gobierno-ciudadanía . Esto, también, ha servido para la genera-
ción de plataformas como el Portal de Datos Abiertos  y el Portal Único de Solicitud 
de Acceso a la Información Pública (SAIP) , los cuales han democratizado el acceso 
a información pública. En igual sentido, se realizan evaluaciones periódicas a nivel 
nacional sobre el estado del gobierno digital, como es el ya mencionado índice de uso 
de las tecnologías de información y comunicación e implementación de gobierno 
electrónico en el Estado dominicano, realizado por la OPTIC. 
 
En comparación con el resto del mundo, el Índice de Desarrollo de Gobierno Elec-
trónico  (EGDI, por sus siglas en inglés), coloca, actualmente, a la República Domini-
cana en la posición núm. 82, de un total de 193 países, con una puntuación de 0.6782. 
En todo caso, no se entrará en mayores detalles en este apartado, pues ciertos datos 
clave estadísticos sobre el estatus del gobierno digital en el país y el mundo serán 
ofrecidos en los próximos capítulos.  

Democracia digital   

La democracia digital requiere un estado avanzado de incorporación de las TIC en 
la vida de una nación, por lo que esta necesita una extensa serie de condiciones para 
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poder concretarse. Esto implica que la democracia digital no sea una simple tran-
sición del gobierno digital en la cual este último incluye herramientas sencillas de 
comunicación Gobierno-ciudadanía para cumplir con un requisito formal de inte-
racción. En virtud de lo anterior, se estudiará el estado de la literatura con respecto al 
concepto de democracia digital, su impacto en los ODS de la Agenda 2030 y los mo-
delos existentes. Además, se abordará la aplicabilidad de la e-democracia al contexto 
dominicano, poniendo especial atención al marco legal y los factores de éxitos para 
esta implementación. Finalmente, se tratarán otros aspectos vitales para entender 
mejor este fenómeno a los fines de la presente investigación, como son la participa-
ción digital y sus categorías.    

Concepto 

La democracia digital, como se ha indicado anteriormente, consiste en el uso de las 
tecnologías de la información y de la comunicación con el objetivo de potencializar 
los medios para alcanzar una mejor calidad democrática dentro de los Estados. Esto 
se hace especialmente a través de canales de comunicación para la consulta y partici-
pación de la ciudadanía . El concepto de democracia digital ha sido adoptado por la 
literatura desde hace alrededor de dos décadas y su procedencia viene de la revolu-
ción digital que alcanzó, entre muchas otras áreas, la democracia .  
 
Se ha considerado que la democracia digital se preocupa especialmente por el paso 
de un ciudadano pasivo que simplemente puede acceder a información a uno activo 
que se incorpore a los procesos políticos, como es el ciclo de políticas públicas . Con 
esto que se diga que la democracia digital se fundamenta en la participación de la 
ciudadanía, la cual debe construirse en este contexto a partir de una relación entre la 
Administración y los administrados con las facilidades que ofrecen las tecnologías 
digitales . 
  
Ahora bien, algunos autores han preferido especificar que existen varias dimensiones 
de la democracia digital, en virtud de las cuales depende el nivel de interacción con la 
sociedad civil. De esta manera, podría decirse que hay una escala que define el grado 
de uso de las TIC para fines democráticos. Esta escala va desde las dimensiones más 
sencillas de participación, como la búsqueda de información virtual y la actualiza-
ción sobre decisiones públicas a través de redes sociales, hasta las más complejas, 
como la inclusión del ciudadano en el establecimiento de la agenda pública por me-
dio de peticiones y la toma de decisiones de trascendencia por medio de consultas .  
 
El concepto de la democracia digital está estrechamente ligado al de la participación 
digital, en virtud de que la segunda es la expresión material o principal pilar de la 
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primera130. La participación digital, concepto ya definido anteriormente, implica la 
interacción entre las esferas pública y privada con respecto a iniciativas que concier-
nen a la gestión pública . De ahí que a los fines de esta investigación se aprovechará 
esa conexión intrínseca entre ambos conceptos, pues el estado de la literatura con-
cuerda en que la existencia de participación digital es un requisito para la concreción 
de una democracia digital.  
 
En todo caso, autores como Øystein Sæbø, Jeremy Rose y Leif Flak sostienen que 
estos dos conceptos están ciertamente relacionados, pero son diferenciables. Estos 
analizan a la democracia digital desde la perspectiva del impacto de la tecnología 
en las «relaciones democráticas estructurales de la sociedad», mientras que la parti-
cipación digital la enfocan en el proceso deliberativo y de decisión132. Ahora bien, 
incluso estos autores entienden que la democracia digital está compuesta por la par-
ticipación digital, a los cual le suman la votación digital o e-voto. De su lado, una 
parte mayoritaria de la doctrina incluye este concepto de votación digital dentro de 
la participación digital , y a su vez dentro de la e-democracia, por lo que no parece 
haber mayores inconvenientes en analizar la democracia digital desde la perspectiva 
de la participación digital en razón de la amplitud semántica de este último concepto.  

https://www.researchgate.net/publication/200729813_Competent_Electronic_Par-
ticipation_Channels_in_ Electronic_Democracy. P. 196.  

Impacto en los ODS de la Agenda 2030 

Previamente se hizo referencia al impacto que tiene la democracia digital en el de-
sarrollo sostenible, lo cual puede resumirse en que este es uno positivo toda vez que 
permite la integración de la población en la toma de decisiones que afectan cada uno 
de los Objetivos de Desarrollo Sostenible. En esencia, la literatura ha entendido que 
la participación ciudadana, potenciada por medios digitales, serviría para el mejor 
alcance de los ODS . Por lo tanto, se entiende que las herramientas digitales han 
brindado una facilidad nunca vista en el terreno de la participación, lo que a su vez 
ha permitido una contribución cívica que ha beneficiado al alcance del desarrollo 
sostenible .  
 
En todo caso, es importante recalcar que la democracia digital no simplemente debe 
verse como un beneficio para el desarrollo sostenible desde la perspectiva de que 
el Gobierno solo consulta más a los ciudadanos; esto último reforzaría la idea del 
autoritarismo y relación vertical entre la Administración y los administrados. Por el 
contrario, se prefiere entender que la democracia digital comprende una interacción 
de sinergia y colaboración que pueda dar espacio a un desarrollo sostenible, inclusivo 
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y participativo  en el cual los ciudadanos puedan incidir en la toma de decisiones e 
incluso cooperar en su ejecución. Esto último hace considerar a la democracia digital 
no solo como un factor más para el desarrollo sostenible, sino incluso una necesidad 
para alcanzarlo en la actualidad .  
  
De hecho, en la República Dominicana se ha entendido que esta es la perspectiva 
con la que debe comprenderse la participación digital. En tal virtud, en la misión de 
«e-Dominicana», la Estrategia Nacional para la Sociedad de la Información, expre-
samente, se indica que las políticas públicas deben construirse sobre la base de un 
trabajo colaborativo entre el sector público y el privado, con el interés de instaurar 
una gobernanza e impactar en un desarrollo humano sostenible . En todo caso, esta 
vinculación a nivel nacional entre la democracia digital y el desarrollo sostenible no 
ha sido claramente tratada y descrita por la literatura; de ahí la necesidad de la pre-
sente investigación.  
 
A fin de cuentas, la democracia digital tiene una conexión importante con los ODS, 
puesto que esta permite mejorar aspectos como el flujo de información pública y 
la democratización de las decisiones gubernamentales, cuestiones que sirven para 
mejorar la institucionalidad, transparencia e inclusión . Además, la experiencia com-
parada indica que ha habido herramientas de participación digital directamente diri-
gidas a discutir y decidir sobre el abordaje de los Objetivos de Desarrollo Sostenible. 
Ejemplo de lo anterior son las iniciativas A2030: Brasil, Dialoga Brasil, Participa.br y 
Estratégia ODS, las cuales fueron emprendidas en Brasil a los fines de conducir me-
jor el debate público en torno a la consecución del desarrollo sostenible . 

Reto especial ante la pandemia del COVID-19 

La democracia digital, al igual que todo otro aspecto de la vida en sociedad a partir 
de finales del año 2019 e inicios del año 2020, se ha visto impactada por el reto que 
ha representado la pandemia del COVID-19 para los Estados y el mundo. Particu-
larmente, los Gobiernos han tenido que concentrar sus mayores esfuerzos en enfren-
tar esta enfermedad, por lo que la atención no ha podido dirigirse a cuestiones tan 
vanguardistas como el uso de las TIC para fomentar la participación ciudadana. En 
igual sentido, la propagación del coronavirus ha representado un fuerte golpe para 
el grado de alcance de los ODS. Esto se debe a que esta pandemia se trata de la peor 
crisis de salud y económica en lo que va del siglo, lo cual se calcula que tendrá severos 
impactos negativos a largo plazo para la mayoría de los objetivos de la Agenda 2030 .  
 
A pesar de este panorama aparentemente desalentador tanto para la democracia di-
gital como para el desarrollo sostenible, existe también la posibilidad de aprovechar 
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este contexto para demostrar el inmenso valor instrumental de la democracia digital. 
De esta manera, el uso de la democracia digital adquiere especial relevancia ya que 
permite que las personas participen y, al mismo tiempo, eviten todo tipo de contacto 
físico al mantener el necesario distanciamiento social. Una e-democracia fuerte per-
mite que, ante situaciones como la referida pandemia del COVID-19, la ciudadanía 
pueda seguir integrada a la gestión pública y no sea relegada a un segundo plano, lo 
cual haría retroceder los avances democráticos alcanzados en las últimas décadas.  
 
A raíz de lo anterior, algunos autores entienden que esta situación crea un momento 
que debe ser aprovechado para transformar la toma de decisiones públicas por medio 
de la incorporación de las TIC y el acercamiento de la ciudadanía al poder público . 
Naturalmente, para poder hacer esto, será necesario que el Gobierno tome en cuenta 
cuestiones tradicionales como la instauración de un gobierno abierto y la problemá-
tica de la brecha digital . 

Formas de introducción 

Dependiendo del actor que introduzca alguna iniciativa de democracia digital, esta 
puede ser clasificada en e-democracia «desde arriba» o e-democracia «desde abajo». 
Esta división es de gran importancia porque sirve para recordar que la democracia 
no solo debe ser concebida desde la perspectiva de las oportunidades que el Go-
bierno ofrece para las personas participar, sino de la interacción, también, entre los 
propios ciudadanos en el proceso de formación de un discurso personal o de un co-
lectivo sobre temas públicos.  
 
La primera, a la cual anteriormente se le ha referido como top-down o desde arriba 
hacia abajo, hace referencia a la interacción que es definida y delimitada institucio-
nalmente por parte del sector público . Ejemplo de esto son los foros de discusión en 
las páginas web de alguna institución pública. La segunda, a la cual anteriormente se 
le ha referido como bottom-up o desde abajo hacia arriba, es introducida por medios 
de comunicación e interacción que no son directamente manejados por el Gobierno. 
Esto sucede en las discusiones por medio de grupos de ciudadanos que se dan de 
manera planificada o espontánea en las redes sociales.  
 
En consecuencia, la democracia digital puede ser introducida tanto por el Gobierno 
como por los ciudadanos, teniendo cada una de estas formas de introducción sus 
beneficios y complicaciones . En todo caso, esta diferencia se ha hecho en el plano 
teórico, pues, en los datos recogidos para fines investigativos, este estudio se ha en-
focado en la democracia digital que surge top-down por las razones explicadas ante-
riormente.  
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Modelos 

No existe un solo modelo de e-democracia, sino que hay varios dependiendo del ni-
vel de impacto de la participación del ciudadano y del Gobierno en la definición de la 
agenda pública y en la toma de las decisiones públicas. Esta división en modelos es de 
gran importancia pues permite que el Gobierno que desea instaurar una democracia 
digital esté consciente de las implicaciones tecnológicas y democráticas que tendrá 
la perspectiva que asuma .  
 
En esencia, los académicos Tero Päivärinta y Øystein Sæbø han identificado cuatro 
tipos de democracia digital: democracia partidaria, democracia directa, democracia 
liberal y democracia deliberativa . Cada una de ellas cuenta con dos características 
principales, relacionadas con los criterios ya mencionados del establecimiento de la 
agenda pública y la toma de decisiones públicas. De esta manera: 1) la democracia 
partidaria permite a los ciudadanos participar en la definición de la agenda pública, 
pero solo pueden intervenir sin poder en los procesos de decisión; 2) la democracia 
directa también les permite a los ciudadanos definir la agenda, pero en esta moda-
lidad sí cuentan con poder explícito en los procesos de decisión; 3) la democracia 
liberal implica que el Gobierno defina la agenda y tome las decisiones, por lo que los 
ciudadanos pueden intervenir, pero sin poder de decisión, y 4) la democracia deli-
berativa también implica la definición de la agenda pública por parte del Gobierno, 
pero se le da poder de decisión a los ciudadanos149.  
 
Ahora bien, la definición de uno de estos modelos por parte de un Gobierno no 
implica que solo debe enfocarse exclusivamente en uno de ellos. Por el contrario, se 
entiende que las soluciones públicas en favor de la e-democracia pueden implicar cri-
terios de varios modelos simultáneamente. Lo importante es que el Gobierno tenga 
claro el fin que desea alcanzar por medio de sus políticas de democratización de la 
gestión pública por medios digitales .  
 
Otra parte de la literatura prefiere presentar otro modelo de clasificación de la demo-
cracia digital, el cual también es de interés académico. En virtud de este, hay cuatro 
métodos identificables según cómo el Gobierno interactúa virtualmente con la so-
ciedad civil. Estos son: 1) el Gobierno ofrece información a la ciudadanía por medios 
digitales; 2) el Gobierno crea medios de consulta para que la ciudadanía comente, 
por lo que se genera un diálogo; 3) el Gobierno estimula a que la participación ciuda-
dana sea más activa por medio de colaboraciones más directas, por lo que se genera 
una deliberación compartida, y 4) el empoderamiento de la ciudadanía sirve para 
que esta participe en las principales etapas del ciclo de políticas públicas .  
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Aplicabilidad en el contexto dominicano  

En la actualidad, la doctrina concuerda en la importancia de la democracia digital 
para los distintos Estados. De ahí que se deba analizar la aplicabilidad en el contexto 
dominicano de esta para determinar si, a nivel teórico, esta puede ser incorporada 
nacionalmente. Es importante destacar que en este marco teórico solo se harán in-
ferencias abstractas, pues las más específicas serán llevadas a cabo en los próximos 
capítulos de la investigación.  

Marco legal y organizativo 
 
Previo al análisis de las normas legales que definen el establecimiento y funciona-
miento de la democracia digital a nivel nacional, es importante destacar el valor de 
reglamentar la e-democracia en sentido general. Contar con un marco legal sirve 
para poder garantizar el correcto funcionamiento de los distintos mecanismos que se 
activan en el proceso democrático digital, por lo que se requiere que existan normati-
vas que sirvan para proteger los derechos de los ciudadanos involucrados y, al mismo 
tiempo, reforzar el poder de la Administración en temas como la ciberseguridad . En 
consecuencia, estas normas jurídicas, cuando son concebidas correctamente, son un 
medio esencial para la protección de los intereses de todos los actores que intervie-
nen en la democracia digital, tanto los pertenecientes al sector público, como los que 
provienen del sector privado . 
 
Ahora bien, el marco legal y organizativo sobre la e-democracia no se limita a normas 
específicamente dispuestas a estos fines. Por el contrario, las normas constitucionales 
y legales de aplicación general que regulan temas como la estructura orgánica de la 
Administración, el régimen electoral y los derechos fundamentales, son igualmente 
aplicables por tratarse de un tema lógicamente ligado a la democracia convencional.  
 
En todo caso, hay normas que particularmente se vinculan con la democracia digital. 
Entre ellas se encuentra el referido Decreto núm. 229-07, el cual en su artículo 2.3 
establece que el desarrollo de la democracia se debe alcanzar a través de un uso de las 
TIC que permita que el ciudadano puede ser un agente activo en la gestión pública .  
 
En adición, varias de las normativas previamente mencionadas en el marco legal del 
gobierno digital son aplicables a la democracia digital. Entre estas se encuentran: 1) la 
Ley General de Libre Acceso a la Información Pública, que dispone la digitalización 
de la información de las instituciones públicas ; 2) la Ley de la Estrategia Nacional de 
Desarrollo de la República Dominicana 2030, que establece que en la incorporación 
de las TIC en el Gobierno se debe velar por generar una mejor interacción con la ciu-
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dadanía ; 3) la Ley Orgánica de la Administración Pública, que determina la creación 
de canales de comunicación digital y ofrecimiento de información entre el Gobierno 
y los ciudadanos ; 4) el Decreto núm. 694-09, que creó el Sistema 311, el cual ha sido 
un importante canal de interacción ; 5) el Decreto núm. 258-16, que concibió que 
la República Digital tiene como un componente estratégico al «Gobierno Digital, 
Abierto y Transparente» ; 6) entre otras.  
 
Tanto las normas actuales como las futuras en materia de democracia digital deben 
respetar el orden constitucional que define la estructura orgánica del Estado y el régi-
men de los derechos fundamentales. Lo anterior serviría para que estas normas evi-
ten conflictos de constitucionalidad , pues el fortalecimiento de la democracia puede 
conllevar cambios que afecten la distribución del poder en el Estado, regulada a nivel 
constitucional. Lo importante es tener coherencia entre el régimen constitucional y 
el legal, para así evitar que normas que pretenden regular la democracia digital no 
terminen siendo excluidas del ordenamiento jurídico por no corresponderse con las 
normas constitucionales, las cuales son jerárquicamente superiores por el principio 
de la supremacía constitucional .  

Factores de éxito 

En el proceso de transición entre el gobierno digital a la democracia digital se han 
identificado una serie de factores de éxito por parte de la literatura, los cuales deben 
ser aplicados al caso dominicano. Estos han sido clasificados en cuatro categorías 
principales: políticos, institucionales, individuales y tecnológicos; pudiéndose a su 
vez determinar subcategorías que serán oportunamente detalladas.  
 
La definición de factores de éxito es especialmente útil pues permite identificar ac-
ciones concretas a ejecutar sobre un área en particular. En igual sentido, esto sirve 
para saber a qué aspectos deben dirigirse los esfuerzos de los actores involucrados en 
la democracia digital, como son la ciberseguridad, la brecha digital, la inclusión, la 
planificación y la transparencia . Conocer los factores de éxito permite también re-
conocer los retos que pueden surgir en el establecimiento de una democracia digital. 
Estos pueden derivarse tanto de la estructura política e institucional del Estado como 
de aspectos sociales y tecnológicos . 

Políticos 
 
Con respecto a los factores políticos, estos se relacionan esencialmente con cuestio-
nes como el estado de la democracia, el cual es afectado a su vez por una multiplici-
dad de circunstancias de la vida pública , y la estructura de las instituciones públicas. 
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Particularmente, se tratarán los siguientes tres factores: 1) el estado de la democracia, 
derechos y libertades; 2) el impacto de la participación: policy networks (redes de 
políticas), y 3) estructura orgánica del sector público. Es importante destacar, ante 
todo, que la República Dominicana tiene ciertas ventajas sobre estos aspectos debido 
a la relativa estabilidad democrática que ha vivido durante el presente siglo. En lo 
adelante se detallarán cada uno de los factores. 
   
El factor del estado de la democracia, derechos y libertades implica que, para tener 
una democracia digital viable, lo mínimo es contar con una democracia tradicional 
adecuada. Esto se define por una multiplicidad de condiciones, pero pueden resu-
mirse a que el Estado debe ser uno abierto a las diferencias y garantista de derechos, 
especialmente los civiles y políticos. Con respecto a esto, la República Dominicana 
tiene el reto de superar ciertas tendencias autoritarias heredadas de regímenes pre-
vios que gobernaron al país y afectaron, especialmente, a la separación de los poderes.  
 
El factor del impacto de la participación hace referencia a que la organización del po-
der afecta en qué medida los ciudadanos se involucran activamente en la gestión pú-
blica, incluyendo la participación digital. De tal manera, el hecho de que la interven-
ción de la ciudadanía tenga algún impacto en la decisión pública a tomar hace que la 
participación digital sea mejor considerada por las personas . Dicho de otra forma, 
a los ciudadanos les interesa saber si su participación vale la pena y será tomada en 
cuenta para la definición de alguna política pública de relevancia ; en caso contrario, 
tendría poco sentido su esfuerzo y no se podría hablar de su inclusión en las redes de 
políticas. Esta inclusión efectiva, por demás, sirve para superar a la «paradoja del in-
termediario», la cual implica que los representantes políticos no siempre transmiten 
los intereses de sus representados, quienes mediante la democracia digital podrían 
expresarse directamente sin ningún tipo de mediador .  
 
El factor de la estructura orgánica del sector público fue brevemente adelantado con 
el análisis del marco jurídico y organizativo. Este factor tiene dos grandes impli-
caciones: 1) la incorporación de la democracia digital requiere de reformas legales 
que deben respetar la separación de los poderes y la división de las funciones en la 
Administración Pública, pues en caso contrario se podrían estar violando normas 
de jerarquía constitucional ; 2) estas normas sobre e-democracia deben considerar la 
jurisdicción de cada institución para la toma de decisiones públicas, pues no se pue-
de relegar a un espacio de decisión ciudadana cuestiones que pertenecen legalmente 
a cierta institución pública, tampoco se puede tomar decisiones en una institución 
sobre temas que le pertenecen a otra.  
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Institucionales 
 
Con respecto a los factores institucionales, estos tienen que ver con cómo funcionan 
las instituciones públicas en materia de democracia digital y qué esfuerzos han hecho 
para poder alcanzarla. En nuestro país, se tiene la ventaja de contar con un marco 
legal importante en materia de participación ciudadana y uno cada vez más protector 
por cuanto a gobierno digital; ambos sirven para fortalecer la institucionalidad en 
este tema. En todo caso, se puede identificar una falta de mayores esfuerzos que serán 
constatados más adelante. En total, serán considerados cuatro subfactores: 1) la dis-
posición política, institucionalización e interoperabilidad; 2) la calidad del sistema 
base sobre el que se construirá la e-democracia; 3) la evaluación y monitoreo de los 
esfuerzos realizados, y 4) la receptividad y responsiveness (capacidad de responder 
rápida y adecuadamente) de la estructura administrativa.  
 
El factor de la disposición política, institucionalización e interoperabilidad hace refe-
rencia a los esfuerzos que hace cada institución pública, más allá de su marco cons-
titucional y legal, de integrar y promover mecanismos de participación digital. De 
esta manera, es importante que cada institución tenga la voluntad de integrar estos 
mecanismos y los convierta en un componente más de su esquema organizativo, 
pues así se asegura que sean iniciativas que perduren en el tiempo. En igual sentido, 
la interoperabilidad permite que estas herramientas trasciendan el plano individual y 
puedan ser usadas para interactuar con varias instituciones, lo que puede suceder por 
medios integrados como el Sistema 311 o usando una interfaz similar en los distintos 
portales estatales.  
 
El factor de la calidad del sistema base sobre el que se construirá la e-democracia 
hace referencia a la estructura con la que cada institución cuenta para poder incor-
porar los mecanismos de participación digital. De esta manera, esto implica contar 
con los recursos humanos adecuados con experiencia en el área  y con los recursos 
materiales suficientes para hacer viables las iniciativas. En las instituciones domini-
canas, rara vez, suele incluirse en el presupuesto un monto dirigido, especialmente, a 
la promoción de la democracia digital, pero sí suelen designarse recursos para pro-
gramas relacionados como el libre acceso a la información pública o la realización de 
vistas públicas.  
 
El factor de la evaluación y monitoreo de los esfuerzos realizados tiene que ver con la 
creación de sistemas para medir la efectividad y utilidad de las iniciativas de demo-
cracia digital. Estos sirven para tomar decisiones sobre la naturaleza y funcionamien-
to de esas iniciativas, pues se puede determinar el cambio de estrategia, la continua-
ción de alguna herramienta o su mejora, todo dependiendo de los datos que arroje 
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la evaluación o monitoreo. Estas revisiones deben tener especial consideración en la 
experiencia del usuario y su satisfacción , pues de la perspectiva de los ciudadanos 
dependerá en gran parte el éxito de las plataformas digitales. En el caso dominicano, 
esta tarea está especialmente designada en una sola entidad, como se ha referido an-
teriormente, la OPTIC .  
 
El factor de la receptividad y responsiveness de la estructura administrativa sirve 
para determinar en qué medida los funcionarios, en sentido particular, y la Admi-
nistración, en sentido general, reciben y procesan los datos y opiniones que ofrecen 
los ciudadanos. El interés es que se rompa con la cultura burocrática que impide 
que los inputs de los ciudadanos no lleguen hasta los funcionarios, quienes deberían 
reaccionar ante estas expresiones de la ciudadanía, dándoles así la importancia que 
ameritan. Esto se consigue a través de la puesta en práctica de actitudes positivas de 
escucha y diálogo por parte de funcionarios, generando así mayores niveles de con-
fianza en la ciudadanía .  

Individuales 
 
Con respecto a los factores individuales, estos tienen que ver con las condiciones 
personales de los ciudadanos. Estas influyen en qué medida pueden intervenir en los 
procesos de democracia digital. Existen dos subfactores principales en esta área: 1) 
la voluntad cívica o deseo de participar, y 2) las condiciones socioeconómicas de las 
personas.  
 
El primer factor, sobre la voluntad cívica o cultura de participación, tiene que ver con 
el interés de las personas en involucrarse con la gestión pública; es decir, este se refiere 
a las limitaciones subjetivas de la participación ciudadana. Este punto es de especial 
importancia pues la creación de canales digitales de participación no es suficiente, de 
ahí que se requiere que los mismos sean usados activamente por los ciudadanos para 
que estos puedan tener un mayor impacto en la esfera gubernamental . De hecho, la 
experiencia comparada ha resultado en ejemplos de herramientas de participación 
digital que no han podido sostenerse debido al desinterés de la ciudadanía que se 
tradujo en bajos niveles de participación . En el caso dominicano, el nivel de adop-
ción de las herramientas de e-participación será determinado más adelante en esta 
investigación a partir del levantamiento realizado a estos fines.  
 
Por lo anterior, la literatura ha hecho énfasis en que la disposición de herramientas 
tecnológicas no es suficiente, pues construir una democracia digital no es simple-
mente ponerle el adjetivo «digital» a la democracia. Por el contrario, se entiende que 
la tecnología sola no es suficiente para incrementar la voluntad cívica de partici-
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par177. En todo caso, la virtualidad ofrece ciertas facilidades que, estratégicamente 
apoyadas en otras áreas como promoción y accesibilidad pueden servir para abrir 
canales efectivos de interacción entre las instituciones públicas y la ciudadanía .  
 
En otras palabras, es importante conducir y motivar al ciudadano a participar en vez 
de solo poner los medios a su disposición. Suele suceder que existe una gran multipli-
cidad de recursos disponibles para participar, tanto institucionales como originados 
en la sociedad civil, por lo que se hace especialmente necesario tener instrucciones 
claras y alcance en la población para evitar confusiones que puedan desmotivar a la 
ciudadanía . En igual sentido, la literatura ha hecho énfasis en que los ciudadanos de-
berían contar tanto con los medios digitales, los que suceden online (en línea), como 
con los convencionales, los que suceden off line (fuera de línea), de participación 
ciudadana, pues así cada uno puede participar en las medidas de sus capacidades y 
preferencias . 
 
El segundo factor, sobre las condiciones socioeconómicas, hace referencia a cómo 
las limitaciones materiales de la participación ciudadana tienen un impacto directo 
sobre la integración de las personas a la democracia digital . El gran efecto de las 
condiciones socioeconómicas de las personas es la desigualdad que se genera en el 
acceso a las tecnologías que permiten la participación digital. A esto se hace alusión 
cuando se explica la brecha digital entre los distintos estratos poblacionales, debido a 
que contar con herramientas digitales y tener las habilidades necesarias para usarlas 
para participar son dos cuestiones que afectan la probabilidad de participación de 
los ciudadanos . Es importante tener pendiente que esta desigualdad del acceso a la 
virtualidad no debe verse solo como cifras duras, sino como un derecho de las per-
sonas, pues la Internet ha sido considerada como una pieza clave en la «promoción, 
protección y disfrute» de los derechos humanos . 
 
La brecha digital es de especial importancia para la democracia digital, como han 
reconocido instituciones como el Departamento de Asuntos Económicos y Sociales 
de las Naciones Unidas, puesto que si las herramientas de e-participación no son 
correctamente diseñadas y promovidas, pueden hacer más profundas las diferencias 
sociales . Esto se debe a que se excluirían a los sectores con menos recursos para po-
der acceder a las referidas herramientas por no contar con los medios para tales fines. 
En igual sentido, esto generaría una falsa percepción de la realidad, considerando 
que a la Administración solo estarían llegando insumos de una parte no representa-
tiva de la población .  
 
Ante esta situación, se recomienda la inclusión digital para poder generar un espacio 
de participación virtual más plural y abierto. De ahí que se deberían utilizar las nue-
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vas tecnologías de forma estratégica para romper las barreras que son tradicional-
mente impuestas a nivel administrativo y socioeconómico . El programa de Repúbli-
ca Digital está consciente de las diferencias en materia de estratificación digital, que 
a su vez derivan de la desigualdad socioeconómica, por lo que incluye una serie de 
medidas tendentes afrontar esta realidad como es la formación tecnológica y la pro-
visión de aparatos electrónicos a las personas menos favorecidas económicamente .  

Tecnológicos 
 
Los factores tecnológicos definen tanto la infraestructura como la presentación digi-
tal de los recursos empleados por parte del Gobierno para la concreción de la demo-
cracia digital. Se abordarán tres subfactores: 1) atractividad del diseño; 2) capacidad 
de estructura TIC, y 3) seguridad electrónica. Con respecto a estos, la República Do-
minicana presenta ciertos avances por la transformación tecnológica que ha tenido el 
sector público en los últimos años, en especial a través de República Digital. 
 
El factor de la atractividad del diseño implica que las iniciativas de e-democracia 
resulten llamativas para los ciudadanos, pues de esto dependerá que los mismos se 
involucren .  De ahí que sea importante que se planifique un diseño que sea fácil de 
usar y, al mismo tiempo, sea atractivo para las personas por medio del ofrecimiento 
de herramientas interesantes como es, por ejemplo, el uso de la inteligencia artificial 
para generar informaciones de interés automáticamente . Esto sirve para combatir la 
apatía del ciudadano con respecto a temas de gestión pública.  
 
El factor de la capacidad de la estructura TIC hace referencia a los recursos tecnológi-
cos con los que cuentan las instituciones públicas para la creación y funcionamiento 
de las plataformas digitales que se habilitan para la participación ciudadana. Contar 
con un sistema tecnológico de calidad implica que las instituciones pueden proveer 
canales de interacción estables, funcionales y atractivos, lo que a su vez impacta en 
los ciudadanos . De poco serviría, por ejemplo, contar con una plataforma con mu-
chas herramientas si esta no se mantiene estable y presenta problemas de conexión o 
seguridad. La estructura TIC es un factor especialmente retador para países como la 
República Dominicana debido a los costos que esta conlleva . 
 
El factor de la seguridad electrónica o ciberseguridad tiene que ver con las medidas 
de precaución que toman las instituciones públicas contra ataques electrónicos que 
puedan afectar a sus plataformas y a los ciudadanos que las utilizan. Este factor toma 
en especial consideración los derechos de las personas192, pues se supone que estas 
deben sentirse igual de protegidas que si participaran convencionalmente.  
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Categorías e instrumentos de participación digital 
 
La participación digital puede ser clasificada en varias categorías e instrumentos, lo 
cual sirve para poder entender mejor el propósito y funcionamiento de cada uno de 
ellos. A pesar de que existen varias clasificaciones en la literatura, en esta investiga-
ción se emplea la terminología de los académicos Georg Aichholzer and Gloria Rose, 
compartida casi en su totalidad por otros estudiosos de la e-democracia .  
 
Esta división es la siguiente: 1) monitoreo (subdividido en e-información, e-que-
jas y e-deliberación); 2) establecimiento de la agenda (subdividido en e-peticiones y 
e-campañas), y 3) toma de decisiones públicas (subdividida en e-voto, e-presupuesto 
y e-consultas). Es importante aclarar que en este espacio no se ofrecerán ejemplos de 
los instrumentos, pues los mismos fueron reservados para el análisis en los próximos 
capítulos. A continuación, se detallarán esquemáticamente estas tres categorías y sus 
ocho subdivisiones o instrumentos:  
 

1) Monitoreo: Una primera categoría comprende aquellas actividades que sirven 
para supervisar a los funcionarios y las instituciones públicas con respecto a 
sus actividades de gestión pública. A través de la e-información, la e-delibera-
ción y las e-quejas, los ciudadanos pueden ejercer cierto control sobre el sector 
público y, así, reforzar la accountability por parte de los administradores . 

 
a) e-información: Esta herramienta implica proveer datos, cifras y constatacio-

nes sobre la gestión pública de manera virtual, a los cuales se puede acceder a 
través de Internet con o sin solicitud especial del ciudadano . El ofrecimiento 
de información es vital para poder habilitar una participación ciudadana efec-
tiva, pues la persona debe conocer la realidad de las instituciones y el Estado 
para así poder expresar sus opiniones, necesidades y preferencias de manera 
informada . La disponibilidad de la información pública debe tener pendiente 
que esta debe ser accesible y comprensible para los ciudadanos y no solo datos 
técnicos o duros . 

 
b) e-quejas: Los sistemas de envío de quejas virtuales sirven para remitir a las 

instituciones públicas reclamaciones sobre deficiencias en la gestión pública, 
lo que generalmente se traduce en problemas con los servicios públicos. En 
ocasiones, existen sistemas centralizados e interinstitucionales de recepción 
de quejas, mientras que, en otras, cada institución cuenta con una plataforma 
propia a estos fines.  
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c) e-deliberación: Esta herramienta está concebida para permitir el intercambio 
de opiniones entre los ciudadanos sobre temas de interés público, por lo que se 
canaliza el debate público por medios virtuales. Es ideal que estas discusiones 
cuenten con cierta supervisión para asegurar el respeto de los involucrados, 
sin que el Gobierno llegue a limitar el contenido de la expresión de ellos . La 
e-deliberación se produce, especialmente, en los foros de discusión dispuestos 
en los portales estatales, en los cuales se genera una interconexión ciudadana 
en la que la comunicación es de todos a todos, es decir, multidireccional y no 
solo entre el Gobierno y la ciudadanía de manera bidireccional o unidireccio-
nal . 

 
2) Establecimiento de la agenda: Una segunda categoría comprende aquellas 

actividades que sirven para traer a la atención de los funcionarios temas de 
relevancia social sobre los cuales se requiere que estos actúen. A través de las 
e-peticiones y e-campañas se puede conseguir que ciertas problemáticas so-
ciales sean incluidas en la agenda pública del Gobierno, para que así este deba, 
por lo menos, discutirlas formalmente .  

 
a) e-peticiones: Las peticiones virtuales son una herramienta que funciona con 

un ciudadano o grupo de ciudadanos sometiendo una solicitud al sector pú-
blico para que este emprenda alguna iniciativa o tome una decisión sobre cier-
ta situación que afecta a la sociedad . Normalmente, las peticiones virtuales no 
se reducen a un mensaje directo de una parte de la población, sino que suelen 
abrirse a todas las personas para que estas puedan adherirse voluntariamente 
a las peticiones de otras personas .   

 
b) e-campañas: Las campañas virtuales consisten en el uso de recursos electró-

nicos para la movilización de personas en favor de alguna causa social, lo cual 
se hace con el interés de impactar en la esfera pública para que tome alguna 
decisión sobre cierta problemática o iniciativa . Este es el único instrumento 
de la lista que consiste en un proceso bottom-up o desde la ciudadanía al Go-
bierno, por lo que no será tomado en cuenta en el resto de la investigación por 
las razones ya expuestas.  

 
3) Toma de decisiones públicas: Una tercera categoría comprende la máxima 

expresión de la participación ciudadana, la cual consiste en el empoderamien-
to de la ciudadanía para que esta pueda incidir en las decisiones públicas por 
medio del codiseño y coproducción de políticas públicas . A través del e-voto, 
del e-presupuesto y de las e-consultas se consigue que el ciudadano exprese y 
defienda sus preferencias ante las autoridades . 
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a) e-voto: El voto electrónico consiste en la utilización de medios digitales para 

la expresión de las preferencias de los ciudadanos, las cuales pueden versar 
sobre la posición que estos tienen sobre cierta decisión pública o sobre el ejer-
cicio del sufragio con respecto a algún puesto de elección popular. Si bien se 
ha considerado que el e-voto es una oportunidad para potencializar la parti-
cipación política de la ciudadanía , este ha recibido muchas críticas por parte 
de la literatura, muchas de las cuales se refieren a asuntos de ciberseguridad . 
Es importante aclarar que en este estudio se enfocará el «e-voto» como aquella 
votación que se hace por medio de la Internet desde aparatos de cada persona 
y no al uso de máquinas electrónicas de votación en los centros electorales, 
pues lo primero va en mejor consonancia con el resto de los instrumentos has-
ta ahora presentados.  

 
b) e-presupuesto: La determinación electrónica de parte del presupuesto de cier-

ta institución consiste en el intercambio de opiniones y la expresión de prefe-
rencias por parte de los ciudadanos sobre cómo esta porción de los recursos 
debería ser invertida. En consecuencia, la ciudadanía toma decisiones, en al-
gunas ocasiones vinculantes, sobre a qué se debe destinar cierto monto, al cual 
normalmente se le conoce como presupuesto participativo.  

 
c) e-consultas: Las consultas electrónicas consisten en la recolección de las expli-

caciones de las opiniones de las personas sobre cierta iniciativa pública. Esta 
no implica que la Administración tome una decisión de acuerdo con la ex-
presión de la ciudadanía, pero sí debe considerar sus aportes . Es importante 
que las e-consultas sean bien diseñadas para contribuir a la legitimidad de las 
políticas públicas basadas en evidencias209. Por lo tanto, no basta hacer una 
consulta cualquiera, sino que debe haber un procedimiento bien establecido 
que permita a las personas expresarse libremente , al tiempo que esa expresión 
debe tener algún impacto, aunque no vinculante, en los funcionarios y las ins-
tituciones que representan . 

 
En todo caso, existen otras clasificaciones, algunas presentan una división más sen-
cilla en tres partes: 1) e-información, 2) e-consultas, y 3) e-toma de decisiones212; 
mientras que otras presentan un esquema más complejo incluyendo instrumentos 
como la coproducción por medio de herramientas de crowdsourcing o colaboración 
abierta de la comunidad y la cocreación por medio de competencias de innovaciones 
para el sector público .  
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Capítulo III 

Definición de la investigación: evaluación del estado de la democracia en 
la República Dominicana y su impacto en el desarrollo sostenible 

Tipos: descriptiva y correlacional 
 
La naturaleza de esta investigación es binaria, debido a que es tanto una de carácter 
descriptivo como una de carácter correlacional. La incorporación de ambas perspec-
tivas tiene el interés de darle mayor valor teórico a este estudio de manera que no 
solo se analice la democracia digital como concepto, sino que también pueda verse la 
misma en el ámbito práctico. Esto es especialmente importante en un contexto aca-
démico como el dominicano en el que este tema no ha sido profundizado en ninguno 
de los ámbitos, ni el teórico ni el práctico.  
 
El carácter descriptivo de esta investigación se debe a que se harán una serie de pre-
cisiones e inferencias sobre las características que definen el estatus de la democracia 
digital en la República Dominicana. En este sentido, se observarán cuestiones como 
los tipos de herramientas de participación digital disponibles, y sus particularidades, 
así como la comparación de la e-democracia nacional en relación con la del resto de 
los países del mundo y, especialmente, del continente americano.  
 
El carácter correlacional de esta investigación está fundamentado en el grado de vin-
culación que se pretende identificar entre la democracia digital y el desarrollo sos-
tenible. En tal sentido, se tomarán las expresiones y dimensiones más prácticas de 
ambos conceptos para observar cómo estos fenómenos interactúan entre sí. En con-
secuencia, se determinará si existe algún tipo de relación o si son, por el contrario, 
elementos distintos y distinguibles.  

Alcance de los métodos aplicados 

Esta investigación consiste en la sinergia de tres métodos principales, como se hizo 
referencia anteriormente. De ahí que es útil analizar el alcance de cada uno de ellos 
para determinar el contenido que abarcará este estudio. En esencia, el mismo busca 
analizar comparativamente a la República Dominicana con otros países en materia 
de e-democracia, estudiar las herramientas de participación digital disponibles y en-
tender las perspectivas ciudadanas e institucionales sobre este tema.  
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Levantamiento doctrinario 
 
El primer método se enfoca en hacer un levantamiento doctrinario de información 
producida por organismos internacionales, tanto de la esfera internacional pública 
como de la esfera internacional privada. En especial, se puso atención a las fuentes de 
distintos departamentos de la Organización de las Naciones Unidas y se complemen-
tó con entidades como la Unidad de Inteligencia de The Economist.  
 
En consecuencia, se buscó información disponible en bases de datos y reportes pe-
riódicos sobre índices de democracia, democracia digital, participación digital, uso 
de las TIC y desarrollo sostenible. Esta información se sistematizó debido a tiempo 
y distribución por país, con la finalidad de sacar inferencias relevantes. Este estudio 
recogió información ya disponible, pero ofreciendo una nueva perspectiva de esta; 
incluyendo análisis inéditos en la literatura nacional como es la correlación entre la 
e-democracia y el alcance de los ODS de la Agenda 2030.  
Recogida y procesamiento de información existente 
 El segundo método recoge información en los distintos portales estatales de las ins-
tituciones públicas en Internet. En este sentido, estos datos no se encuentran dis-
ponibles en otra investigación, sino que fueron especialmente producidos para este 
estudio. Se detectaron características de los portales e iniciativas de e-participación 
como son el alcance de estos, su acogida por parte de los ciudadanos y la clasificación 
que ocupan según los parámetros determinados en el marco teórico.  
 
El fin de la recogida de esta información es determinar las características específicas 
y generales de las herramientas de participación digital a nivel nacional. Esto es es-
pecialmente interesante pues, si bien se han hecho en el país estudios de la e-partici-
pación en sentido general, no es posible identificar alguno que explique claramente 
cuáles son sus peculiaridades.  

Generación y procesamiento de información relevante 

El tercer método también recolecta información, pero en esta ocasión por medio 
de dos encuestas dirigidas a los dos principales actores envueltos en la democracia 
digital, quienes son los ciudadanos y las instituciones públicas. Así, estos dos instru-
mentos sirven para detectar la posición subjetiva de los actores sobre las condiciones 
actuales y futuras que observan en las herramientas de participación digital. Con 
esta información será posible sacar conclusiones más cercanas a la realidad, pues se 
tendrán perspectivas de las propias personas y no solo ideas abstractas sacadas de la 
literatura o interpretaciones personales del estudio de datos duros.  
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Hipótesis iniciales 

La hipótesis principal de esta investigación es que el estatus de la democracia digi-
tal en la República Dominicana se encuentra en estado de desarrollo, debido a que 
contiene distintos aspectos a mejorar, lo cual tiene cierto impacto en cómo este país 
alcanza los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030.  
 
Existen, además, tres hipótesis secundarias, una debido a cada uno de los métodos a 
aplicar: 1) la República Dominicana se encuentra en la media mundial y americana 
en estándares de e-democracia; 2) los portales estatales cuentan con herramientas de 
participación ciudadana, pero son claramente mejorables, y 3) los ciudadanos mues-
tran un interés marcado en participar, pero las instituciones no muestran un interés 
tan fuerte en abrir la gestión pública a la participación ciudadana. 

Métodos: estructura, metodología y selección de muestra 

A continuación, se definirá la estructura de cada uno de los métodos dispuestos para 
esta investigación, así como la metodología y la selección de muestra determinada 
en cada caso.  

Método I: Análisis comparativo con otros Estados  

El primer método está compuesto por dos pruebas: 1) la primera, llamada «Prueba 
I-A», referente al análisis estadístico de la democracia digital en América, y 2) la se-
gunda, llamada «Prueba I-B», referente al análisis casuístico de la democracia digital 
en el mundo.  

Prueba I-A: Análisis estadístico de la democracia digital en América  
 
La Prueba I-A está subdividida, a su vez, en dos pruebas: 1) la primera, llamada 
«Prueba I-A-1», referente al análisis por medio del índice de participación electró-
nica (EPI, por sus siglas en inglés) y su cruce con el índice de los ODS (SDGI, por 
sus siglas en inglés) y el índice de desarrollo de Gobierno electrónico (EGDI, por sus 
siglas en inglés); y 2) la segunda, llamada «Prueba I-A-2», referente al análisis por 
medio del cruce del índice de democracia (DI, por sus siglas en inglés) con el índice 
de desarrollo de las TIC (IDI, por sus siglas en inglés). 

Prueba I-A-1: Análisis por medio del EPI (índice de participación electrónica) y su 
cruce con el SDGI (índice de los ODS) y el EGDI (índice de desarrollo de gobierno 
electrónico). 
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En esta prueba se hará una relación entre los índices EPI, SDGI y EGDI, a los fines de 
determinar si existe algún tipo de relación entre el estado de la participación digital, 
el del gobierno digital y el del desarrollo sostenible. Para realizar estas relaciones se 
tomará como parámetro los datos disponibles en la fecha más reciente entre los índi-
ces seleccionados sobre los países del continente americano. Esto se hizo, en primer 
lugar, en virtud de que esta es la región en la cual se encuentra la República Domi-
nicana y es prudente compararla con respecto a su entorno más cercano y similar. 
En segundo lugar, se escogió América debido a que estos países son una muestra 
representativa del mundo, lo cual hace viable la investigación pues no sería posible 
analizar los casi doscientos países en este estudio.  
 
En este sentido, en primer lugar, se relacionará el EPI con el SDGI, en el entendido 
que son los valores que más se ajustan a la medición de la realidad de la democracia 
digital y al desarrollo sostenible. Posteriormente, se hará el mismo cruce entre el 
EGDI y el SDGI para observar la correlación entre el estatus del gobierno digital y el 
desarrollo sostenible. Finalmente, se concluirá con un cruce entre el EPI y el EGDI 
para determinar qué tan fuerte es la relación entre tener un gobierno digital y poder 
llevarlo a una democracia digital.  
 
En consecuencia, se realizarán una serie de gráficos de dispersión por medio del cru-
ce de los datos de dos variables en cada caso, procurando que cada índice se relacio-
ne con los otros dos. De esta manera, se podrán generar diferentes conclusiones en 
torno a la correlación entre cada una de esas variables por medio de una correlación 
lineal.  
 
Esto será complementado con gráficos lineales sobre la evolución en el tiempo de la 
República Dominicana en los referidos índices EPI, SDGI y EGDI. En estos índices 
se incorporarán, además, la evolución mundial, continental y caribeña para poder 
sacar conclusiones de la observación comparativa sobre cómo ha progresado este 
país en materia de participación digital, desarrollo sostenible y democracia digital. 
En igual sentido, y en aquellos casos que los datos disponibles lo permitan, se presen-
tarán gráficos que identifiquen cómo se encuentra la República Dominicana en los 
componentes particulares de cada índice.  
 
Los tres índices de referencia fueron escogidos por su importancia a nivel mundial 
para medir las variables indicadas. Con respecto al índice de participación digital 
(EPI), este mide la disponibilidad de herramientas para involucrarse en la gestión 
pública por medios virtuales, para lo cual especialmente toma en cuenta tres factores 
particulares que son la e-información, las e-consultas y las e-toma de decisiones , así 
como una amplia gama de criterios que van desde la disponibilidad de información 
hasta la acogida de las herramientas de e-participación por parte de la ciudadanía .  
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Este índice es la primera herramienta de medición de participación digital por país 
disponible y es generada el Departamento de Asuntos Económicos y Sociales de las 
Naciones Unidas (UNDESA, por sus siglas en inglés), el cual lo publica bienalmente 
por medio de la «Encuesta de Gobierno Electrónico», reporte enfocado en el estado 
del gobierno digital en los países del mundo . El EPI ha sido objeto de varias críticas 
por la literatura , pues se alega que este no mide todos los criterios necesarios para 
obtener un resultado integral . En todo caso, es actualmente la herramienta más ade-
cuada en materia de medición de democracia digital. 
 
Es importante aclarar que el EPI, a pesar de referirse a la participación digital, se ha 
usado como medio para medir la democracia digital, puesto que no hay un índice 
en particular a estos fines. El EPI es el que más se acerca y comprende el criterio de 
esta investigación que es medir las iniciativas top-down o del Gobierno a la ciuda-
danía, como las e-consultas, pues las iniciativas bottom-up o desde la ciudadanía 
al Gobierno, como las e-campañas, resultan prácticamente inviables de medir para 
investigaciones como esta debido a la dispersión aleatoria en la Internet de este tipo 
de actividades.  
 
Con respecto al índice de desarrollo de Gobierno electrónico (EGDI), este mide la 
calidad y alcance de la incorporación de las TIC en la esfera pública y su impacto 
en la población. Está dividido en tres factores principales, los cuales son los servi-
cios públicos en línea, la infraestructura TIC y el capital humano de cada país . Al 
igual que el EPI, es producido por UNDESA por medio de la Encuesta de Gobierno 
Electrónico, considerada una gran herramienta para las instituciones públicas de los 
distintos Estados . Algunos critican que debiera tener un mayor enfoque ciudadano , 
sin embargo, este índice es el más importante a nivel mundial en materia de gobierno 
digital.  
 
Por último, con relación al índice de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (SDGI), 
este mide el progreso de los Estados con respecto al alcance particular de cada uno de 
los ODS y el alcance general del desarrollo sostenible. Este índice, considerado como 
el primero que mide estadísticamente los ODS en sentido general, es generado por 
un grupo de expertos vinculados a temas de desarrollo sostenible . Este funciona por 
medio de la sumatoria del progreso de cada país con respecto a cada objetivo, lo cual 
se computa para generar un número total comparable. La literatura ha reconocido 
el valor de este índice, a pesar de que le presenta ciertas críticas sobre medición y 
disponibilidad de datos . Es importante destacar que este número funciona con base 
en cien (siendo cien el mejor puntaje y cero el peor), por lo que será llevado para que 
sea proporcionalmente con base en uno (siendo uno el mejor puntaje y cero el peor); 
así se podrá usar este índice para compararlo con el EPI y el EGDI que funcionan con 
base en uno.  
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Prueba I-A-2: Análisis por medio del cruce del DI (índice de democracia) con el IDI 
(índice de desarrollo de las TIC) 
 
En esta prueba se hará una relación entre los índices DI e IDI, a los fines de determi-
nar si existe algún tipo de relación entre el estado de la democracia y el desarrollo de 
las tecnologías de la información y de la comunicación. Este cruce permitirá identi-
ficar los dos factores principales de la e-democracia: la democracia per se y la tecno-
logía, por lo que se podrá tener una noción general ante la inexistencia de un índice 
particular de e-democracia. En la literatura hay registro de herramientas como el 
índice de oportunidad de democracia digital que comprende criterios similares a 
los indicados, pero la complejidad de su estructura y la falta de publicación de datos 
evita que sea abordado en este trabajo225.  
 
Para realizar estas relaciones se tomarán como parámetro los datos disponibles en 
la fecha más reciente entre los índices seleccionados sobre los países del continente 
americano, por las mismas razones indicadas en la Prueba I-A-1. Al igual que la 
prueba anterior, esto se representará visualmente por medio de gráficas de dispersión 
que servirán para generar diferentes conclusiones en torno a la correlación entre es-
tas dos variables a través de una correlación lineal.  
 
Esto será complementado con gráficas lineales sobre la evolución en el tiempo de la 
República Dominicana en los referidos índices DI e IDI. En estos índices se incorpo-
rarán, además, la evolución mundial, continental y caribeña para poder sacar conclu-
siones de la observación comparativa sobre cómo ha progresado este país en materia 
de democracia y desarrollo de las TIC. En igual sentido, y en aquellos casos que los 
datos disponibles lo permitan, se presentarán gráficos que identifiquen cómo se en-
cuentra la República Dominicana en los componentes particulares de cada índice. 
 
Los dos índices de referencia fueron escogidos por su importancia a nivel mundial 
para medir las variables indicadas. El índice de democracia (DI) mide el estado de la 
democracia en la mayoría de los Estados del mundo, lo cual hace a través de cinco 
factores: pluralismo y proceso electoral, funcionamiento del Gobierno, participación 
política, cultura política y libertades civiles . En todo caso, el criterio básico es la rea-
lización de elecciones libres y justas , lo cual es ciertamente la garantía básica de la 
democracia en la actualidad. Este es preparado por la Unidad de Inteligencia de The 
Economist de manera anual .  
 
El Índice de Desarrollo de las TIC (IDI) mide los avances en materia de las tecnolo-
gías de la información y de la comunicación en los Estados . Este es publicado anual-
mente por la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT) de la Organización 
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de las Naciones Unidas a través de su «Informe sobre la Medición de la Sociedad de la 
información». Este índice se basa en tres factores clave: el acceso a las TIC, el uso de 
las TIC y las habilidades TIC de las personas . Estos son medidos por medio de data 
comparable internacionalmente y metodologías de medición aceptadas . El IDI no 
está libre de críticas, ya que se cuestiona si son elegidos los indicadores apropiados ; 
sin embargo, al igual que con el EPI y el EGDI, este es el índice más adecuado en su 
área.  

Prueba I-B: Análisis casuístico de la democracia digital en el mundo  
 
En esta prueba se analizarán diez casos relevantes de herramientas de participación 
digital en el mundo. Esto se hará con el interés de dar un giro práctico a la inves-
tigación con base en el cual podrán entenderse mejor los planteamientos teóricos. 
Los ejemplos de e-participación provienen de distintos países del mundo y fueron 
identificados a partir de la revisión de la literatura, en especial de las ediciones de la 
Encuesta de Gobierno Electrónico de UNDESA233.  
 
Este estudio de casos tomó ejemplos de países de diferentes continentes y con dife-
rentes niveles de desarrollo, tanto general como específico de e-gobierno. Además, 
las herramientas a explicar fueron tomadas velando que fueran representativas de 
las distintas categorías e instrumentos de e-participación, para así tener un pano-
rama general de cada clasificación. En el estudio de cada caso se incluyeron cuatro 
aspectos: datos generales, concepto de la herramienta, resultados que ha dado y aná-
lisis comparativo con la República Dominicana. En total, fueron identificados los 
siguientes diez casos:  
 

1) Monitoreo:  
a) e-información: Portal SAIP (República Dominicana).  
b) e-quejas: Tawasul (Baréin).  
c) e-deliberación: Decide Madrid (España). 
 
2) Establecimiento de la agenda:  
a) e-peticiones: We, the People (Estados Unidos) e Iniciativa Ciudadana Europea 

(Unión Europea). 
 
3) Toma de decisiones públicas:  
a) e-voto: i-Voting (Estonia). 
b) e-presupuesto: Presupuesto Participativo Digital (Brasil). 
c) e-consultas: Estrategia Nacional para el Desarrollo Sostenible (Países Bajos) y 

Reach (Singapur). 
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4) Integral: Demokratia (Finlandia). 

Método II: Levantamiento de las condiciones de portales nacionales   

El segundo método está compuesto por dos pruebas: 1) la primera, llamada «Prueba 
II-A», referente a la aplicación de criterios de medición generales de participación 
digital a plataformas estatales y su comparación con el índice de uso de las tecnolo-
gías de información y comunicación e implementación de gobierno electrónico en el 
Estado dominicano (iTICge), 2) y la segunda, llamada «Prueba II-B», referente a la 
aplicación de criterios de medición específicos y del cubo de la democracia a inicia-
tivas de participación digital.  

Prueba II-A: Aplicación de criterios de medición generales de participación digital 
a plataformas estatales y su comparación con el iTICge (Índice de Uso de las Tecno-
logías de Información y Comunicación e Implementación de Gobierno Electrónico 
en el Estado Dominicano). 
 
En esta prueba se aplicarán criterios básicos de medición de la participación digital 
que se encuentran actualmente disponibles en las páginas web de ciertas institucio-
nes públicas seleccionadas. El interés de esta es determinar características dentro de 
esas plataformas para inferir las calidad y disponibilidad de herramientas de e-parti-
cipación en el contexto dominicano. 
 
La aplicación de estos criterios se dividirá en cinco secciones: 1) categoría e instru-
mentos de e-participación disponibles; 2) herramientas disponibles, 3) uso de redes 
sociales, 4) interoperabilidad, y 5) practicidad. Para la determinación de estos crite-
rios generales, y los subcriterios particulares que podrán observarse más adelante, 
fueron tomados en cuenta los usados por la literatura y por otros instrumentos de 
medición de la participación digital como el iTICge de la OPTIC, el EPI de UNDE-
SA, el índice local de democracia digital en Ucrania del Centro de Desarrollo de In-
novaciones  y la Investigación sobre el Uso de las TIC en el Sector Público Brasileño 
del Comité Gestor de la Internet en Brasil . 
 
Estos criterios se aplicarán sobre un total de veinticinco instituciones públicas, en-
tendiendo que este es un número suficiente para tener representatividad de la totali-
dad del sector público y partiendo de la idea que no es viable hacer un levantamiento 
con respecto a todas las instituciones existentes actualmente. Para esta escogencia se 
tomaron en consideración varios portales por cada área de Gobierno: 1) Poder Eje-
cutivo – Gobierno Central; 2) Poder Ejecutivo – Organismos Descentralizados; 3) 
Administración Local; 4) Poder Judicial; 5) Poder Legislativo, y 6) Órganos Extrapo-
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der . Se escogió un número proporcional a su relevancia estatal (impacto en el que-
hacer gubernamental) de cada una de las áreas, lo cual a su vez se consideró a partir 
de factores como el presupuesto asignado , la cantidad de funcionarios bajo cada ins-
titución, las potestades reglamentarias  y financieras de estas, y la evaluación de esas 
instituciones en el iTICge. En consecuencia, se favorecieron aquellas instituciones 
que se encontraban por encima del resto en este criterio general (relevancia estatal) 
y cuatro criterios específicos (presupuesto, nómina, autoridad y evaluación previa).  
 
Si bien la escogencia de estas instituciones puede derivar en una interpretación de 
resultados que indique un mejor estatus de la democracia digital nacional, conside-
rando que las mismas tienen muchos recursos y personal a su cargo a diferencia de 
otras instituciones más pequeñas, también es cierto que las instituciones escogidas 
son las que mayor impacto tienen en la sociedad. Por ende, es justo medir dando 
preponderancia a las instituciones que más interactúan con el ciudadano. En este 
sentido, fueron escogidas las siguientes:  
 

1) Poder Ejecutivo – Gobierno Central: Ministerio Administrativo de la Presi-
dencia (MAPRE), Ministerio de Relaciones Exteriores (MIREX), Ministerio 
de Economía, Planificación y Desarrollo (MEPyD), Ministerio de Educación 
(MINERD), Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales (MARE-
NA), Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones (MOPC), Ministerio de 
Salud Pública y Asistencia Social (MISPAS, Ministerio de Administración Pú-
blica (MAP), Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM), y Pro-
curaduría General de la República (PGR).  

 
2) Poder Ejecutivo – Organismos Descentralizados: Instituto Dominicano de 

las Telecomunicaciones (INDOTEL), Consejo Nacional de Seguridad Social 
(CNSS), Dirección General de Impuestos Internos (DGII), Instituto Nacional 
de Protección de los Derechos del Consumidor (PROCONSUMIDOR) e Ins-
tituto de Formación Técnico Profesional (INFOTEP).  

 
3) Administración Local: Ayuntamiento del Distrito Nacional, Ayuntamiento de 

Santo Domingo Este, Ayuntamiento de Santo Domingo Oeste, Ayuntamiento 
de Santo Domingo Norte y Ayuntamiento de Santiago.  

 
4) Poder Judicial: Consejo del Poder Judicial. 
 
5) Poder Legislativo: Cámara de Diputados y Senado de la República. 
 
6) Órganos Extrapoder: Junta Central Electoral (JCE) y Banco Central de la Re-

pública Dominicana (BCRD). 
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Después de la aplicación de estos criterios, los resultados serán comparados con los 
datos arrojados por el iTICge de la OPTIC, en el entendido de que esta es la principal 
herramienta de medición nacional de democracia digital. De hecho, uno de los tres 
pilares de este índice se titula «Gobierno Abierto y e-Participación», y mide el nivel 
de participación digital en la gestión pública, en el marco de lo cual se incluyen sub-
factores como datos abiertos, redes sociales y plataformas de participación . 
  
Prueba II-B: Aplicación de criterios de medición específicos y del cubo de la demo-
cracia a iniciativas de participación digital.  

En esta prueba se aplicarán criterios específicos de medición sobre iniciativas par-
ticulares de participación digital de ciertas instituciones públicas seleccionadas. El 
interés de esta es determinar las características de las iniciativas nacionales de parti-
cipación digital. La diferencia entre la Prueba II-A y la Prueba II-B es que la primera 
analiza los portales digitales por completo de ciertas instituciones, pudiendo estos 
contar o no con herramientas de e-participación, mientras que la segunda toma he-
rramientas en específico, como foros o consultas digitales, y las examina individual-
mente.  
 
La aplicación de estos criterios se dividirá en cinco secciones: 1) categoría e instru-
mentos de cada herramienta de e-participación, 2) participación, 3) vigencia, 4) ac-
cesibilidad, e 5) interacción. Para la determinación de estos criterios generales, y los 
subcriterios particulares que podrán observarse más adelante, se utilizará como base 
el Proyecto de Democracia Digital, especialmente, el Volumen 2: Experiencias Gu-
bernamentales Brasileñas de Participación Digital, de la Fundación Getulio Vargas  y 
el análisis de la participación ciudadana por medio del «cubo de la democracia» de 
Archon Fung .  
 
En el caso del cubo de la democracia, es importante aclarar que este se aplicará a las 
iniciativas estudiadas. Este instrumento analiza tres dimensiones de la participación 
ciudadana: 1) métodos de selección de participantes, lo cual comprende una escala 
compuesta por funcionarios expertos, representantes electos, stakeholders profesio-
nales, stakeholders imparciales, selección aleatoria, abierto - público objetivo, abierto 
- autoselección, y público difuso; 2) modo de comunicación y decisión, lo cual com-
prende una escala compuesta por escuchar como espectador, expresar preferencias, 
explicar preferencias, agregar y acordar, deliberar y negociar, y emplear técnica; 3) 
extensión de autoridad y poder, lo cual comprende una escala compuesta por bene-
ficios personales, influencia comunicativa, recomendar y consultar, cogobernanza, y 
autoridad directa . Así, se generará una representación tridimensional con base en 
estos factores . 
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Fueron seleccionadas quince iniciativas de participación digital con base en tres cri-
terios básicos: 1) el levantamiento de cada uno de los portales de las instituciones 
públicas seleccionadas en la Prueba II-A para identificar iniciativas de participación 
ciudadana; b) revisión de noticias y redes sociales por un periodo de un mes para 
identificar iniciativas publicadas y promocionadas; c) revisión de la literatura inter-
nacional y nacional de la materia, especialmente la Encuesta de Gobierno Electróni-
co de UNDESA. En igual sentido, se tomó un número proporcional de iniciativas de 
cada categoría considerando la cantidad total de iniciativas encontradas.  
 
Las iniciativas seleccionadas fueron: las vistas públicas del Ayuntamiento del Distrito 
Nacional, las consultas públicas del Consejo del Poder Judicial (CPJ), el Portal Único 
de Solicitud de Acceso a la Información Pública (SAIP) de la Dirección General de 
Ética e Integridad Gubernamental (DIGEIG), el Sistema Nacional de Atención Ciu-
dadana 311 de la Oficina Presidencial de Tecnologías de la Información y Comuni-
cación (OPTIC), la iniciativa «Datos Abiertos» de la Dirección General de Ética e In-
tegridad Gubernamental (DIGEIG), el foro de participación ciudadana de la Oficina 
Presidencial de Tecnologías de la Información y Comunicación (OPTIC), el Sistema 
de Información Legislativa de la Cámara de Diputados, el formulario de «Escríbele 
al Alcalde» de la Alcaldía de Santo Domingo Este, el foro de punto solidario de la 
Vicepresidencia de la República, la consulta pública sobre el Cuarto Plan de Acción 
de Gobierno Abierto de la Dirección General de Ética e Integridad Gubernamental 
(DIGEIG), el Foro de Contribuyentes de la Dirección General de Impuestos Inter-
nos (DGII), las consultas públicas del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes 
(MICM), el mecanismo de recepción de documentos del Ministerio Administrativo 
de la Presidencia (MAPRE), la encuesta del mes del Ministerio de Administración 
Pública (MAP) y las consultas públicas del Instituto Nacional de Tránsito y Trans-
porte Terrestre (INTRANT).  

Método III: Estudio del interés sobre la participación digital dominicana 

El tercer método está compuesto por dos pruebas: 1) la primera, llamada «Prueba 
III-A», referente al estudio del interés ciudadano en participar, 2) y la segunda, lla-
mada «Prueba III-B», referente al estudio del interés gubernamental en canalizar y 
catalizar la participación ciudadana.  

Prueba III-A: Estudio del interés ciudadano en participar 

Esta prueba consiste en la aplicación de una encuesta, disponible como Anexo I, a 
ciudadanos dominicanos sobre su experiencia e interés de utilizar herramientas de 
participación digital proporcionadas por instituciones públicas. En este sentido, el 
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objetivo de esta encuesta es determinar la visión subjetiva del ciudadano con res-
pecto a la democracia digital, así como su impacto en la vida personal y el desarrollo 
sostenible.  
 
Esta encuesta se formula con base en instrumentos similares realizados por los aca-
démicos Sreejith Alathura, Vigneswara Ilavarasanb y M.P. Guptab, los cuales estu-
diaron el contexto de e-participación en la India , así como por los profesores Ali 
Pirannejadab, Marijn Janssenb y Jafar Rezaeib, quienes argumentaron en favor del 
reforzamiento de criterios más subjetivos en el EPI de UNDESA . Una vez elaborada, 
esta encuesta fue difundida libremente por medios electrónicos, especialmente redes 
sociales y plataformas de mensajería instantánea.  
 
Es importante resaltar que la encuesta fue libremente respondida por los ciudada-
nos interesados. Esto da como resultado que quienes participaron de la misma son 
personas: 1) con medios para poder acceder a la virtualidad; 2) interesadas en temas 
de e-gobierno y e-democracia, y 3) capaces de usar herramientas tecnológicas como 
formularios electrónicos. En consecuencia, los resultados serán analizados tomando 
en cuenta estos factores, pues esta investigación pretende dar una visión subjetiva 
del ciudadano que se encuentra en capacidad e interés de involucrarse en la parti-
cipación digital, el cual con probabilidad es el mismo que se interesa por responder 
encuestas como esta. Si bien hubiera sido interesante realizar una encuesta más am-
plia para incluir todos los grupos poblacionales posibles, esto implicaría una serie 
de mecanismos que no pudieron ser activados al momento de la realización de esta 
investigación en virtud de la pandemia del COVID-19 y las limitaciones que esta 
impuso para el contacto personal a diferencia del virtual que fue aplicado.  

Prueba III-B: Estudio del interés gubernamental en canalizar y catalizar la partici-
pación ciudadana  

Esta prueba consiste en la aplicación de una encuesta, disponible como Anexo II, a 
las instituciones públicas previamente seleccionadas para la Prueba II-A  sobre su 
experiencia e interés en implementar herramientas de participación digital en favor 
de los ciudadanos. En este sentido, el objetivo de esta encuesta es determinar la visión 
subjetiva institucional con respecto a la democracia digital, así como su impacto en 
la gestión pública y el desarrollo sostenible.  
 
Esta encuesta está inspirada en las consideraciones que ha hecho la literatura sobre 
la perspectiva de las instituciones en la digitalización de la democracia. En igual sen-
tido, se analizó la realidad de países como Estonia y Finlandia, pues ambos sirven de 
ejemplos mundiales de institucionalización de la e-democracia y las herramientas de 
e-participación que le sirven de expresión material.  
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Para la aplicación de esta encuesta, el acercamiento a las instituciones públicas se 
hizo a través de los medios tradicionales de participación digital. Primero, se inten-
tó contactar a través del correo institucional disponible, al ser el medio de contacto 
tradicional por vía digital. Ante la falta de respuesta de casi todas las instituciones, se 
procedió a contactar por medio del formulario disponible en la página web de cada 
institución, en aquellos casos en los que estaba disponible.  
 
En la comunicación, enviada bajo un pseudónimo, se informó de la petición del 
llenado de una encuesta simple titulada «estudio del interés gubernamental en la 
participación digital». Esto se hizo para demostrar, a través del propio estudio, cuál 
es la verdadera posibilidad de acceso que tienen los ciudadanos a las instituciones 
estatales; de manera que la propia metodología de esta investigación sirve como me-
canismo de medición. En otras palabras, de la falta de respuesta de las instituciones 
se podrá analizar el interés de estas en la interacción con el ciudadano promedio. Es 
importante aclarar que la transición gubernamental, o cambio de mando en el Poder 
Ejecutivo, que sucedió durante esta investigación pudo haber afectado la recogida de 
información; sin embargo, esto es positivo para este estudio porque demuestra que la 
participación ciudadana no siempre se presenta en el contexto más favorable. 
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Capítulo IV 
Recolección y análisis de datos: la visión pasiva del ciudadano como fallo 
gubernamental  

Análisis comparativo con otros Estados (aplicación de Método I)  

Análisis estadístico de la democracia digital en América (aplicación de 
Prueba I-A) 

Análisis por medio del EPI y su cruce con el SDGI y el EGDI (aplica-
ción de Prueba I-A-1) 

En virtud de las indicaciones ofrecidas en el capítulo anterior, se procederá a hacer 
los cruces entre los distintos índices para observar la correlación deducible entre la 
democracia digital, el desarrollo sostenible y el gobierno digital. A partir de estos 
datos se sacarán conclusiones lógicas para poder determinar mejor el estado de la de-
mocracia digital en la República Dominicana y su relación con los ODS de la Agenda 
2030.  
 
A la primera correlación, entre democracia digital y desarrollo sostenible, los datos 
más recientes para los índices EPI y el SDGI son del año 2020, a partir de los cuales 
es posible elaborar el siguiente gráfico de dispersión (próxima página):  

Correlación EPI y SDGI (2020)
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Estos datos demuestran el alto grado de correlación entre la democracia digital, en 
este caso medida a través del índice de participación digital, y el desarrollo sostenible, 
en este caso medido a través del índice de los ODS. De hecho, el coeficiente de corre-
lación entre ambas variables es de 0.74; es decir, existe una correlación positiva muy 
alta. Esto es posible visualizarlo en el gráfico de referencia, pues son pocos los países 
que tienen una lejanía remarcable de la línea de tendencia lineal.  
 
 A partir de los cálculos realizados es posible inferir que el estado de la democracia 
digital en los países es comparable con el estado del cumplimiento de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible. En consecuencia, aquellos países con una democracia digital 
menos avanzada son más propensos a estar también menos adelantados en materia 
de desarrollo sostenible, y aquellos países con una democracia digital más avanzada 
son más propensos a estar más adelantados en materia de desarrollo sostenible. Es-
tos resultados son coherentes con la posición predominante en la literatura, la cual 
entiende que entre la democracia digital y el desarrollo sostenible existe cierta vincu-
lación; sin embargo, estos cálculos permiten confirmar esos planteamientos teóricos.  
 
Esta correlación podría explicarse en tres sentidos. Una primera explicación es que 
aquellos países que cuentan con los recursos para poder implementar una democra-
cia digital son los mismos que pueden avanzar su cumplimiento de los ODS. Esto se 
debe a que para llegar al estado de desarrollo de implementar las TIC en el Gobierno 
y, posteriormente, habilitar los medios de participación oportunos, es lógico pensar 
que se han superado algunos de los problemas más básicos de la sociedad, muchos de 
los cuales están recogidos en los ODS. Así, para poder tener una mejor democracia 
digital normalmente se han tenido que cumplir, al menos parcialmente, los ODS.  
 
Una segunda explicación es que existe una relación de causalidad, y no solo corre-
lación, entre ambas variables. Para justificar esto se ha indicado que la creación de 
mecanismos de participación digital tiene un impacto directo en el Objetivo 16 y 
uno indirecto en los Objetivos 5, 6 y 11. En consecuencia, se puede argumentar que 
el avance que se logra en estos objetivos por medio de la e-democracia permite que 
se aumente, al menos ligeramente, el alcance del desarrollo sostenible en sentido ge-
neral. Este impacto, a pesar de ser parcial, es uno real y debe ser tomado en cuenta.  
 
Una tercera explicación, la cual también sirve para reforzar la idea de causalidad, es 
que el alcance efectivo de los ODS depende de la comprensión de las necesidades 
ciudadanas y de permitir que la ciudadanía se involucre en la toma de decisiones re-
lativas al desarrollo sostenible. Por lo tanto, esta potencialización de la participación 
ciudadana a través de la democracia digital podría tener cierto impacto en la conse-
cución de cada uno de los objetivos de la Agenda 2030.   
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A la segunda correlación, entre gobierno digital y desarrollo sostenible, los datos más 
recientes para los índices EGDI y el SDGI son del año 2020, a partir de los cuales es 
posible elaborar el siguiente gráfico de dispersión (próxima página):  

Correlación EGDI y SDGI (2020)

Estos datos demuestran el alto grado de correlación entre el gobierno digital, en este 
caso medido a través del índice de desarrollo de gobierno digital, y el desarrollo sos-
tenible, en este caso medido a través del índice de los ODS. De hecho, el coeficien-
te de correlación entre ambas variables es de 0.82; es decir, existe una correlación 
positiva muy alta, incluso más alta que la calculada entre la democracia digital y el 
desarrollo sostenible.  
 
Estos resultados permiten sacar conclusiones similares a las del análisis anterior, pues 
el nivel de desarrollo de gobierno digital está relacionado en casi todos los países con 
el alcance de los ODS. En igual sentido, esta interpretación de los datos también se 
encuentra acorde con la literatura, la cual señala la fuerte relación entre ambas varia-
bles.  
 
Ahora bien, el hecho de que esta correlación (entre gobierno digital y desarrollo sos-
tenible) sea mayor que la anterior (entre democracia digital y desarrollo sostenible) 
tiene una importante razón de ser. Esta es que el gobierno digital tiene un impacto 
integral y más directo en la gestión pública, pues permite eficientizarla en diversos 
sentidos que pueden servir para apoyar a la consecución de todos los ODS. Por lo 
tanto, cuestiones propias del gobierno digital como el análisis computarizado de da-
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tos, la recepción de información virtual y la creación de mecanismos de inteligencia 
artificial para la toma de decisiones, sirven para emplear mejor los recursos públicos 
para hacer frente a los problemas sociales comprendidos en los ODS.  
 
Lo anterior implica que la relación entre gobierno digital y desarrollo sostenible con-
lleva una causalidad más fuerte, pues el primero sirve como medio para alcanzar 
mejor el segundo que es entendido como el fin. De ahí que pueda decirse que entre 
ambas variables existe cierta dependencia, a pesar de que esta no es tan fuerte como 
para afirmar que una variable define más que parcialmente a la otra, pues es claro que 
existen otros factores que pueden incidir en el desarrollo sostenible.  
 
Por cuanto, a la tercera correlación, entre la democracia digital y el gobierno digital, 
los datos más recientes para los índices EPI y el EGDI son del año 2020, a partir de 
los cuales es posible elaborar el siguiente gráfico de dispersión (próxima página):  

Correlación EGDI y EPI (2020)

Estos datos demuestran el alto grado de correlación entre la democracia digital, en 
este caso medida a través del Índice de Participación Digital, y el gobierno digital, en 
este caso medida a través del Índice de Desarrollo de Gobierno Digital. De hecho, el 
coeficiente de correlación entre ambas variables es de 0.85; es decir, existe una corre-
lación positiva muy alta, la más alta de todas las realizadas hasta el momento.   
 
Sobre esta vinculación no es necesario abundar, ya que es lógico pensar que un ma-
yor desarrollo del gobierno digital tendrá un impacto directo en la democracia digi-
tal. Esto se debe a que la infraestructura TIC que se crea para lo primero sirve de base 
para concebir y establecer lo segundo; es decir, después de que un gobierno digitaliza 
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parte de sus funciones y servicios, se hace más fácil que este pueda interactuar con los 
ciudadanos por medio de la virtualidad. Esta relación de causalidad tiene un impacto 
positivo para el ciudadano, pues no solo se le considera como un agente pasivo sino 
como un sujeto activo en la vida democrática del país en la medida de que ambas 
variables van aumentando.  
 
Como ya se han observado las correlaciones entre la democracia digital, gobierno di-
gital y desarrollo sostenible, es oportuno analizar cómo han evolucionado cada uno 
de los índices que los miden con respecto a la República Dominicana. Esto permitirá 
saber cuáles han sido los avances del país en los últimos años y cómo se encuentra el 
mismo en comparación con el mundo, el continente americano y el Caribe.  
 
En primer lugar, la evolución del EPI demuestra un crecimiento constante de la de-
mocracia digital en los últimos años, a pesar de haber presentado altas y bajas, ante-
riormente:  
 

Evolución del EPI en la República Dominicana

Esto permite inferir que el estatus de la democracia digital ha crecido en gran medida 
en la República Dominicana en el último quinquenio, llegando al punto de superar 
el promedio mundial y el regional americano, pues el subregional caribeño siempre 
lo ha sobrepasado. Esto ha llevado al país a estar en la primera (1ra.) posición en el 
Caribe, la décima (10ma.) en América y la quincuagésima primera (51ra.) en el mun-
do en materia de participación digital medida por el EPI. En igual sentido, el país 
actualmente se encuentra en la mejor categoría del EPI, llamada «EPI Muy Alto», que 
implica estar por encima de 0.75.  
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Este crecimiento puede ser razonado a través de los distintos esfuerzos que ha imple-
mentado el Gobierno dominicano en los últimos años para democratizar la gestión 
pública a través de medios digitales. Ejemplos de lo anterior son la creación del Portal 
SAIP, el Sistema 311, la estandarización de los portales digitales de las instituciones 
públicas y la promoción de consultas digitales sobre actos administrativos.  
 
En segundo lugar, la evolución del SDGI demuestra que en los últimos cuatro años 
no ha habido cambios importantes en materia de desarrollo sostenible:  

Evolución del SDGI en la República Dominicana

En todo caso, la ausencia de cambios importantes no es necesariamente negativa, 
pues es posible visualizar que ha habido un crecimiento que a pesar de ser reducido 
representa un mejoramiento de las condiciones de los ODS en todas las regiones 
estudiadas. Una vez más, la República Dominicana se encuentra por encima del pro-
medio mundial, americano y caribeño, aunque esta vez solo ligeramente. Esto ha 
llevado al país a estar en la segunda (2da.) posición en el Caribe, la décimo tercera 
(13ra.) en América y la septuagésima tercera (73ra.) en el mundo en materia de de-
sarrollo sostenible medido por el SDGI. 
 
 Lo anterior demuestra que en el país deben hacerse más esfuerzos para alcanzar los 
ODS, pues no basta conformarse con estar por encima de los promedios compara-
bles. Considerando que estos objetivos están supuestos a ser alcanzados en el año 
2030 y constituyen la esencia de una vida digna en democracia, el Gobierno debería 
emplear más recursos y estrategias para mejorar en materia de desarrollo sostenible.  
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En tercer lugar, la evolución del EGDI demuestra un crecimiento importante en ma-
teria de gobierno digital a partir de mediados de la década de 2010:  

Evolución del EGDI en LA República Dominicana

Luego de constantes altos y bajos, registrados desde inicios del milenio, la República 
Dominicana ha tenido un importante crecimiento a partir del año 2014. Este le ha 
permitido posicionarse por encima de los promedios mundial, americano y caribe-
ño. Esto ha llevado al país a estar en la tercera (3ra.) posición en el Caribe, la décimo 
quinta (15ta.) en América y la octogésima segunda (82da.) en el mundo en materia 
de gobierno digital medido por el EGDI. En igual sentido, el país actualmente se en-
cuentra en la segunda mejor categoría del EGDI, llamada «EGDI Alto», que implica 
estar por encima de 0.50 y por debajo de 0.75. 
 
Este aumento se justifica en la implementación de programas como República Digi-
tal y los esfuerzos realizados por instituciones como la OPTIC y la Dirección General 
de Ética e Integridad Gubernamental (DIGEIG). Lo anterior ha servido para crear 
estrategias, infraestructuras y acciones que han potencializado el gobierno digital en 
el país, al punto de contar con miles de servicios públicos en línea, así como otras 
herramientas digitales en las que se apoyan las instituciones públicas.   
 
 El EGDI cuenta con tres componentes, en la mayoría de los cuales la República Do-
minicana se encuentra en una posición promedio: 
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Subíndices EGDI (2020)

Esto demuestra que el país se encuentra en una posición similar a los promedios 
mundial, americano y caribeño con respecto a los indicadores de capital humano e 
infraestructura TIC; mientras que se encuentra más aventajado en el de servicios en 
línea. Esto se debe a que es importante la cantidad de servicios públicos que, actual-
mente, el Gobierno dominicano ofrece de manera digital (indicador de servicios en 
línea) y, al mismo tiempo, a que deben emplearse mejoras tanto en la alfabetización 
general como la digital de los dominicanos (indicador de capital humano) y a que 
deben mejorarse las condiciones en las que se encuentran los recursos tecnológicos 
en el país (indicador de infraestructura TIC).  

Análisis por medio del cruce del DI con el IDI (aplicación de Prueba I-A-2) 

Para entender mejor el estatus de la democracia digital se hace necesario saber en qué 
medida se encuentran relacionadas la democracia y el desarrollo de las TIC, siguien-
do los parámetros indicados en el capítulo anterior. Se procederá a hacer los cruces 
entre los índices DI e IDI para observar la correlación deducible entre el estado de la 
democracia y el del desarrollo de las TIC en los países americanos. A partir de esto 
será posible determinar si es necesario que coexistan ambos aspectos para que pueda 
haber un mejor estado de la democracia digital.  
 
Los datos más recientes para los índices DI e IDI son del año 2017, a partir de los 
cuales es posible elaborar el siguiente gráfico de dispersión:  
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Correlación DI e IDI (2017)

Estos datos demuestran el alto grado de correlación entre el estado de la democracia, 
en este caso medida a través del índice de democracia, y del desarrollo de las TIC, en 
este caso medido a través del índice de desarrollo de las TIC. De hecho, el coeficiente 
de correlación entre ambas variables es de 0.78; es decir, existe una correlación positi-
va muy alta. Esto significa que aquellos países con un mejor estado de la democracia 
tienen mayor tendencia a tener, también, un mejor desarrollo de las TIC.  
 
Esta relación tan estrecha no es fácilmente explicable, dado que entre estas dos va-
riables no existen factores tan comunes que permitan justificar la correlación entre 
ambas. Esto se debe a que la medición de la democracia implica cuestiones más po-
líticas, electorales y jurídicas, mientras que la medición de las TIC conlleva unos 
indicadores más tecnológicos y de habilidades individuales.  
 
En todo caso, esta correlación tiene un impacto positivo para este estudio, pues de-
muestra que los países evolucionan coherentemente en ambas variables, creando así 
mejores condiciones para una democracia digital. En consecuencia, si bien no es 
posible determinar una causalidad, esta correlación es conveniente para un desarro-
llo integral de la e-democracia, y no uno desbalanceado que solo priorice uno de los 
factores necesarios. 
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Una vez analizada esta correlación, es oportuno observar cómo han evolucionado 
cada uno de estos índices con respecto a la República Dominicana, lo cual permitirá 
saber cuáles han sido los avances del país y cómo se encuentra el mismo en compa-
ración con el mundo y el continente americano. En este caso no se hará comparación 
con el Caribe, pues no existen datos suficientes para una analogía estadísticamente 
correcta.   
 
En primer lugar, la evolución del DI demuestra una estabilidad en el estado de la 
democracia nacional:  

Evolución del DI en la República Dominicana

Es posible observar que el inicio de la década de 2010 representó una mejoría que se 
mantuvo hasta el año 2013. A partir de entonces, ha habido estabilidad en el estado 
de la democracia nacional. En todo caso, en los dos últimos años ha sido posible ob-
servar un ligero deterioro, aunque no tan significativo como para hacer que el país 
pierda su posición de estar por encima de los promedios mundial y regional.  
 
Esto ha llevado al país a estar en la décimo tercera (13ra.) posición en América y la 
quincuagésima quinta (55ta.) en el mundo en materia de democracia medida por 
el DI. En igual sentido, el país actualmente se encuentra en la segunda categoría del 
DI, llamada «Democracias Imperfectas», que implica estar por encima de 6.0 y por 
debajo de 8.0. Esta posición ha sido mantenida por la República Dominicana desde 
el inicio de la medición de este índice . 
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Lo anterior demuestra que en el país deben crearse las condiciones necesarias para 
una mejora de la calidad democrática, pues este es un presupuesto necesario para 
poder concebir una democracia digital plena. El estado de la democracia tiene una 
tendencia natural a afectar el estado de la democracia digital, puesto que, si no se 
dan las condiciones materiales para que la ciudadanía pueda expresarse libremente, 
entonces, es menos probable que las instituciones habiliten medios de participación 
digital para poder conectar con la población.  
 
Esto es especialmente cierto en un contexto como el actual, pues recientemente han 
sucedido una serie de situaciones que han afectado la democracia en el país. Dentro 
de estas situaciones se encuentran: 1) la suspensión de las elecciones municipales 
inicialmente pautadas para el 16 de febrero de 2020, y 2) las limitaciones de derechos 
debido a los estados de emergencia declarados por la pandemia del COVID-19. Estos 
acontecimientos también tienen un impacto en la democracia digital. Por ejemplo, 
en el caso de la pandemia, esta permite reflexionar que el país no cuenta con los su-
ficientes medios alternativos para poder preservar la democracia a través de la par-
ticipación ciudadana, como son precisamente las herramientas de e-participación.  

El DI cuenta con cinco componentes, en la mayoría de los cuales la República Domi-
nicana se encuentra en una posición promedio: 
 

Subíndices DI (2019)

Esto demuestra que la República Dominicana se encuentra en una posición práctica-
mente ideal en materia de pluralismo y proceso electoral, mientras que casi en todo 
el resto de los indicadores (funcionamiento del Gobierno, participación política, cul-
tura política y libertades civiles) está casi igual que el resto de los países americanos 
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y mejor que el promedio mundial. El aspecto que menor avance refleja es la cultura 
política, sobre la cual debe hacerse más énfasis pues va por detrás de los promedios 
mundial y americano.  
 
 Esto sirve de parámetro para que el Gobierno dominicano enfoque sus esfuerzos en 
aquellas áreas en las que más se necesita avance para alcanzar un mejor nivel gene-
ral de la democracia en el país. De ahí que sea necesario reforzar la cultura política 
por medio de, precisamente, la inclusión de la ciudadanía en el monitoreo, el esta-
blecimiento de la agenda pública y en la toma de decisiones por parte de la gestión 
pública. Todo esto impactará en hacer que la población se involucre más y tenga una 
mayor incidencia y cultura política. 
 
En segundo lugar, la evolución del IDI demuestra un ligero aumento en materia de 
desarrollo de las TIC a lo largo de la última década: 
 

Evolución del IDI en la República Dominicana

Cada medición realizada demuestra que ha habido cierto avance prácticamente cada 
año a nivel nacional en el desarrollo de las TIC, a pesar de que esto no se ha traducido 
en cambios positivos que sean muy significativos a largo plazo. Este aumento paula-
tino también lo ha experimentado el mundo, América y el Caribe, regiones que han 
mantenido históricamente su promedio por encima de la República Dominicana. 
Esto ha llevado al país a estar en la onceava (11va.) posición en el Caribe, la vigésimo 
quinta (25ta.) en América y la centésima sexta (106ta.) en el mundo en materia de 
desarrollo de las TIC medido por el IDI.  
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Esto demuestra que el desarrollo de las TIC es el aspecto en el cual la República Do-
minicana se encuentra menos avanzada de todos los medidos hasta el momento, por 
lo cual se requiere que el Gobierno incluya políticas públicas de democratización del 
acceso a las tecnologías. El hecho de que el país tenga un estatus avanzado en gobier-
no digital y atrasado en desarrollo de las TIC refleja que, hasta ahora, se han llevado 
las tecnologías a las instituciones públicas, pero estas deben ser más accesibles a la 
población en general. Esto implica no solamente facilitar los medios como son los 
aparatos electrónicos sino enfocarse en combatir la brecha digital existente en el país.  
 
El IDI cuenta con tres componentes, en la mayoría de los cuales la República Domi-
nicana se encuentra en una posición promedio: 
 

Subíndices IDI (2017)

Esto demuestra que el área en la que quedan mayores retos pendientes es precisa-
mente el acceso a las TIC, lo que significa que la población no tiene los recursos 
necesarios para poder usar estas tecnologías. El componente más avanzado es el de 
las capacidades TIC. Este es medido con base en factores como la escolaridad de las 
personas, por lo que debe tenerse pendiente que la escolaridad dominicana debería 
seguir reforzando su contenido en tecnología para así mantener los resultados ob-
tenidos y enfrentar el analfabetismo tecnológico. Finalmente, la utilización TIC se 
mantiene en niveles similares al acceso TIC, por razones lógicas: si no se cuenta con 
acceso a estas tecnologías, entonces las mismas no pueden ser usadas.    
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Análisis casuístico de la democracia digital en el mundo (aplicación de 
Prueba I-B) 

Una vez observado este panorama general de la democracia digital y sus principa-
les factores en el mundo, América, el Caribe y la República Dominicana, se hace 
prudente analizar algunos ejemplos clave de participación digital para determinar 
lecciones a aprender e incorporar en la realidad dominicana. Estos, como se ha re-
ferido, anteriormente, han sido, especialmente, escogidos atendiendo a su calidad y 
a la diversidad de categorías e instrumentos de e-participación. A continuación, se 
presentan las fichas de los casos seleccionados:  

Datos generales
Nombre: Portal Único de Solicitud de Acceso a la Información Pública
País: Rep. Dominicana Dirección web: saip.gob.do  
Año de creación: 2017 Estado actual: Activo 
Categoría: Monitoreo Instrumento: e-información 

Concepto
El Portal Único de Solicitud de Acceso a la Información Pública (SAIP) es una plata-
forma interinstitucional para la solicitud de información pública a las instituciones 
gubernamentales. Sirve como ventanilla única para acceder a los datos e informa-
ciones comprendidos por la Ley General de Libre Acceso a la información Pública . 

Resultados 
El portal ha tenido una acogida importante, pues se han realizado más de 32,000 so-
licitudes de información, de las cuales han sido respondidas alrededor de 22,000250. 
Entre las instituciones a las cuales se les ha requerido un mayor número de solicitu-
des de información se encuentran el Ministerio de Educación, la Cámara de Dipu-
tados, la Dirección General de Impuestos Internos, el Ministerio de Salud Pública 
y Asistencia Social y el Ministerio de Turismo; pues todas cuentan con más de mil 
solicitudes cada una . 

Análisis comparativo 
No se requiere un análisis comparativo debido a que esta herramienta de e-participa-
ción es dominicana. Solo basta resaltar que fue el ejemplo clave de e-información en 
la más reciente Encuesta de Gobierno Electrónico de UNDESA . 

Datos generales
Nombre: Sistema de Quejas Tawasul 
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Datos generales
País: Baréin Dirección web: bahrain.bh   
Año de creación: 2014 Estado actual: Activo 
Categoría: Monitoreo Instrumento: e-quejas 

Concepto
El Sistema de Quejas Tawasul es una plataforma para el envío de quejas y sugerencias 
con respecto a temas de gestión pública. Esta es interinstitucional y sirve para enviar 
quejas individuales a las distintas entidades que componen el aparato gubernamental 
de Baréin . Dentro de cada institución existe un equipo que da respuesta a las quejas, 
las cuales son sometidas siguiendo seis pasos que son: 1) envío de la queja, 2) revi-
sión y remisión, 3) respuesta institucional, 4) revisión e investigación, 5) revisión del 
ciudadano, y 6) análisis y mejora . 

Resultados 
Este sistema registra más del 90% en satisfacción de los ciudadanos al usarlo, y un 
94% de los casos sometidos han sido cerrados. La cantidad de casos es variable de-
pendiendo el año, pero para el primer semestre de 2020 se computaron más de dos 
mil solicitudes. La mayoría de los casos se refieren a quejas y solicitudes sobre seguro 
de desempleo y asistencia social.

Análisis comparativo 
En la República Dominicana, existe un sistema similar que es el Sistema 311, el cual, 
también, es una plataforma interinstitucional que permite el envío de denuncias, 
quejas, reclamaciones y sugerencias a instituciones públicas .  

Datos generales
Nombre: Decide Madrid - Debates 
País: España Dirección web: decide.madrid.es 
Año de creación: 2015 Estado actual: Activo 
Categoría: Monitoreo Instrumento: e-deliberación 

Concepto
«Decide Madrid - Debates» es un portal del Ayuntamiento de esa ciudad española 
dispuesto para la generación de debates ciudadanos sobre temas relevantes en la ges-
tión pública de la ciudad . Estos debates, en los cuales todos los ciudadanos registra-
dos pueden votar y comentar, no están diseñados para que las autoridades, necesaria-
mente, tomen acciones debido a lo discutido, sino que sirven para que los ciudadanos 
presenten sus perspectivas para así perfilar mejor la opinión pública sobre distintos 
temas . Es importante destacar que en esta plataforma hay otras herramientas de 
e-participación , pero se resaltó la de debates a título de ejemplo.  
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Resultados 
Actualmente en la plataforma hay disponibles alrededor de 3,700 debates abiertos . 
Para el año 2018, la fecha más reciente con esta información, el número de debates 
creados por día era de 0.7 y el de comentarios enviados por usuarios era de 6.5 . 

Análisis comparativo 
En República Dominicana no existe una herramienta funcional similar que permita 
debatir los temas de interés público en un mismo espacio. Sin embargo, distintas 
instituciones del Poder Ejecutivo cuentan con foros digitales en los que se podrían 
realizar debates abiertamente.  

Datos generales
Nombre: We, the People 
País: Estados Unidos Dirección web: petitions.whitehouse.gov 
Año de creación: 2011 Estado actual: Activo 
Categoría: Est. de agenda Instrumento: e-peticiones 

Concepto
«We the People» es una plataforma a través de la cual los ciudadanos pueden hacer 
peticiones formales al Poder Ejecutivo estadounidense. Esta sirve para que cualquier 
ciudadano someta una petición sobre algún tema de interés público, la cual debe ob-
tener cien mil firmas en treinta días para que el Poder Ejecutivo proceda a revisarla, 
integralmente .  

Resultados 
La disponibilidad de resultados es variable dependiendo del período presidencial 
analizado. Para el 2016, año en que finalizó la gestión de Barack Obama, se había 
realizado casi medio millón de peticiones, más de cuarenta millones firmas y la plata-
forma contaba con alrededor de veintinueve millones de usuarios registrados . En ese 
tiempo las peticiones se referían a derechos civiles y el estado de la economía. En la 
gestión de Donald Trump, las peticiones han versado sobre cuestiones más delicadas 
como la declaración de impuestos de ese presidente y la declaración de Antifa como 
organización terrorista. 

Análisis comparativo 
En la República Dominicana, el Sistema 311 también permite el envío de peticiones 
a las instituciones públicas, pero este no requiere un número de solicitantes para po-
der ser considerado; lo cual impacta lógicamente en la posibilidad de respuesta por 
parte de la Administración. En igual sentido, todo ciudadano puede hacer un envío 
de documentos, incluyendo cartas digitales con alguna petición, al Presidente de la 
República a través del Ministerio Administrativo de la Presidencia (MAPRE ) .  
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Datos generales
Nombre: Iniciativa Ciudadana Europea 
País: Unión Europea Dirección web: europa.eu/citizensinitiative  
Año de creación: 2012 Estado actual: Activo 
Categoría: Est. de agenda Instrumento: e-peticiones 

Concepto
La plataforma Iniciativa Ciudadana Europea consiste en la primera herramienta para 
el envío de peticiones de carácter supranacional, pues la misma permite remitir a la 
Comisión Europea las solicitudes ciudadanas para que estas puedan influenciar en 
las leyes de la Unión Europea . En consecuencia, esta permite sugerir cambios legis-
lativos en la agenda política de esa organización internacional cuando la petición 
alcance un millón de firmas por parte de ciudadanos europeos . A estos fines, se de-
ben seguir seis pasos: 1) creación de usuario, 2) registro de iniciativa, 3) obtención de 
apoyo, 4) verificación de las declaraciones de apoyo, 5) presentación de la iniciativa, 
y 6) obtención de respuesta .

Resultados 
A través de esta plataforma se han sometido un total de 98 solicitudes de registro, al 
tiempo que unas 74 iniciativas han sido registradas y 5 han prosperado, es decir, han 
alcanzado el número total de firmas necesarias para proceder a ser revisadas por las 
autoridades de la Unión Europea . La mayoría de estas últimas se refieren a temas de 
salubridad y medioambiente.  
 

Análisis comparativo 
Al igual que en el estudio de caso anterior, las herramientas comparables a nivel 
nacional son el Sistema 311 y la recepción de documentos por parte del MAPRE. 
Además, no ha sido posible constatar si República Dominicana forma parte de algún 
organismo internacional que posea y promueva una herramienta de e-peticiones de 
igual envergadura que la descrita.   

Datos generales
Nombre: i-Voting 
País: Estonia Dirección web: e-estonia.com/solutions/

egovernance/i-voting/
Año de creación: 2005 Estado actual: Activo 
Categoría: Toma de decs. Instrumento: e-voto 
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Concepto
La plataforma i-Voting es un sistema que permite a los ciudadanos ejercer el sufragio 
en elecciones populares desde un aparato electrónico por medio de la identificación 
electrónica provista previamente por el Gobierno. En este sentido, no importa la dis-
tancia del ciudadano de algún centro de votación ni el momento exacto del voto 
siempre que se haga en el margen de fechas dispuestos gubernamentalmente. Esta 
experiencia de e-voto es la primera registrada en el mundo.  

Resultados 
A pesar de que los resultados han sido variables a lo largo de los años desde su im-
plementación, para las elecciones parlamentarias del año 2019, más de un 40% de 
los electores participaron a través de esta plataforma, lo cual implica alrededor de 
250,000 ciudadanos . Los resultados positivos han sido criticados por los problemas 
para proteger la plataforma de ataques cibernéticos y para preservar la privacidad de 
los votantes.  
 

Análisis comparativo 
En la República Dominicana, no hay registro de realización o interés en implementar 
alguna herramienta de e-voto que permita a los dominicanos ejercer el sufragio a tra-
vés de aparatos digitales conectados a Internet. De hecho, la reciente experiencia con 
máquinas electrónicas de votación instaladas en colegios electorales, única iniciativa 
nacional relativamente comparable, no resultó fructífera y derivó en la suspensión de 
las elecciones municipales de 16 de febrero de 2020.    

Datos generales
Nombre: Presupuesto Participativo Digital de Belo Horizonte 
País: Brasil Dirección web: prefeitura.pbh.gov.br 
Año de creación: 2006 Estado actual: Activo 
Categoría: Toma de decs. Instrumento: e-presupuesto 

Concepto
La plataforma de Presupuesto Participativo Digital de la ciudad de Belo Horizonte 
es una herramienta que permite a los ciudadanos incidir en la decisión de cómo se 
gastará una porción del presupuesto del que dispone la Administración local, lo cual 
puede ascender a más de una decena de millones de dólares. Para participar, los ciu-
dadanos registrados electoralmente en Belo Horizonte votan por una opción dentro 
de varios proyectos públicos para cada división de la ciudad .  
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Resultados 
A partir de su primera implementación en el año 2006, este sistema se ha realizado 
en cuatro ocasiones . Se ha llegado a registrar hasta un 10% de participación del total 
de los electores registrados en la ciudad, lo cual implica que esta experiencia ha sido 
una de las primeras de su naturaleza en haber sido exitosamente implementada en 
todo el mundo, por lo cual ha recibido distintos reconocimientos internacionales .  
 

Análisis comparativo 
En la República Dominicana, no se ha podido identificar ningún proyecto similar 
que sirva para decidir virtualmente cómo se invierte una porción del presupuesto 
público.   

Datos generales
Nombre: Consulta sobre la Estrategia Nacional de Desarrollo Sostenible 
País: Países Bajos Dirección web: nsdo.nl 
Año de creación: 2002 Estado actual: Inactivo 
Categoría: Toma de decs. Instrumento: e-consultas 

Concepto
La consulta electrónica sobre la Estrategia Nacional de Desarrollo Sostenible de los 
Países Bajos consistió en una plataforma abierta para la expresión de los ciudada-
nos sobre las medidas a tomar a los fines de enriquecer los aportes de la delegación 
neerlandesa en la Cumbre Mundial de Desarrollo Sostenible, celebrada en 2002 en 
Johannesburgo. Los ciudadanos podían contribuir virtualmente al debate, en el cual 
también se integraron líderes políticos .   

Resultados 
Esta estrategia fue usada en el entendido de que los ODS son considerados por el 
Gobierno de ese país como un asunto de interés general en el que la voz colectiva 
debe ser escuchada . En esta virtud, las instituciones públicas decidieron mantener 
la estrategia de consultas periódicas a distintos actores interesados tanto del sector 
público como del privado en materia de ODS en el referido país.    
 

Análisis comparativo 
En la República Dominicana, existen distintas herramientas de consultas electróni-
cas, las cuales se realizan cuando alguna institución pública pretende regular algu-
na conducta a través de un acto administrativo, especialmente por medio de algún 
reglamento. Estas permiten a los ciudadanos presentar sus comentarios en un foro 
de discusión o remitir un correo a la institución con los mismos. Inclusive, se han 
realizado consultas electrónicas específicamente en materia de desarrollo sostenible, 
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pues hace pocos años un grupo de investigación interinstitucional empleó esta he-
rramienta para recoger información sobre el ODS 2, tal como reporta la Presidencia 
de la República279.   

Datos generales
Nombre: Reach 
País: Singapur Dirección web: reach.gov.sg   
Año de creación: 2006 Estado actual: Activo 
Categoría: Toma de decs. Instrumento: e-consultas 

Concepto
La plataforma «Alcanzando a Todos para una Ciudadanía Activa» (REACH, por sus 
siglas en inglés) es un espacio interinstitucional el cual sirve para crear un canal de 
conexión Gobierno-ciudadanía que permite a los ciudadanos de Singapur participar 
de distintas consultas públicas virtuales sobre temas de interés público . En todo caso, 
esta plataforma cuenta con otras funciones, desde foros de discusión hasta encuestas 
virtuales de opinión, todo lo cual se enfoca en incluir al ciudadano en el ciclo de po-
líticas públicas . 

Resultados 
En los años 2019 y 2020 se han habilitado más de dos decenas de consultas virtuales, 
todas las cuales cuentan con información oportuna para instruir al ciudadano sobre 
el tema público o política en discusión . Las cifras de la retroalimentación en línea 
suelen ser altas, llegando a más de cincuenta mil en el 2014, por ejemplo .  
 

Análisis comparativo 
Al igual que en el estudio de caso anterior, las herramientas comparables a nivel 
nacional son las consultas electrónicas que periódicamente hacen distintas institu-
ciones públicas, algunas de las cuales reciben comentarios por correo (como muchos 
ministerios) y otras mediante un foro abierto (como la Dirección General de Impues-
tos Internos) .  

Datos generales
Nombre: Demokratia.fi 
País: Finlandia Dirección web: Demokratia.fi 
Año de creación: Varios Estado actual: Activo 
Categoría: Varias Instrumento: Varios 
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Concepto
El portal Demokratia.fi es una plataforma integral que concentra varios medios de 
participación digital al servicio de los ciudadanos finlandeses. Esta se enmarca en las 
fuertes políticas de democratización de la gestión pública de ese país .  Demokratia.
fi cuenta con varias herramientas de e-participación: 1) kansalaisaloite.fi es una he-
rramienta de e-peticiones a nivel nacional; 2) kuntalaisaloite.fi es una herramienta 
de e-peticiones a nivel local; 3) lausuntopalvelu.fi es una herramienta de e-consultas 
tanto a nivel nacional como local sobre políticas en preparación por las autoridades; 
4) nuortenideat.fi es una herramienta de e-peticiones y e-consultas especialmente 
dirigida a la población joven; 5) otakantaa.fi es una herramienta de e-deliberación 
sobre proyectos de interés público286, y 6) Opendata.fi es una herramienta de e-in-
formación .  

Resultados 
Los resultados son variables dependiendo de la herramienta analizada. Con respecto 
a las e-peticiones, por ejemplo, esta ha demostrado ser bastante efectiva debido a que 
cuenta con alrededor de doscientas mil visitas mensuales y más de un millón de fir-
mas recogidas, lo que ha implicado que más de un 90% del total de las firmas hayan 
sido recibidas por vía electrónica . Además, cientos de personas e instituciones se han 
registrado, y cientos de discusiones han sido creadas289. 
 

Análisis comparativo 
La República Dominicana no cuenta con una plataforma integral e interinstitucional 
que comprenda una variedad de herramientas de participación digital, a pesar de que 
ciertos portales estatales de instituciones públicas ofrecen varias funciones simultá-
neamente. 

Levantamiento de las condiciones de portales nacionales (aplicación de 
Método II) 

Aplicación de criterios de medición generales de participación digital 
a plataformas estatales y su comparación con el iTICge (aplicación de 
Prueba II-A) 

En virtud de las indicaciones ofrecidas en el capítulo anterior, se presentarán los re-
sultados de la aplicación de una serie de criterios de medición generales de participa-
ción digital a veinticinco portales estatales de las instituciones previamente mencio-
nadas. Con estos resultados será posible entender mejor el estado de la democracia 
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digital en la República Dominicana en su forma más práctica: la habilitación y aco-
gida de herramientas de e-participación por parte de algunas de las instituciones que 
tienen mayor impacto en la vida pública.  
 
 Ante todo, es importante resaltar que todas las instituciones escogidas cuentan con al 
menos un portal web institucional; por lo que todas tienen un espacio en la Internet. 
En igual sentido, todas estas cuentan con al menos una herramienta de participación 
digital, a pesar de que en algunos casos no se encuentran dentro de la plataforma de 
cada institución sino en otra interinstitucional como el Sistema 311, Datos Abiertos 
o el Portal SAIP.  
 
La primera sección de los criterios aplicados es «categoría e instrumentos de e-par-
ticipación disponibles», la cual indica el porcentaje de categorías e instrumentos dis-
ponibles en virtud de la totalidad de las páginas consultadas. Los datos que se pre-
sentarán a continuación demuestran las tres categorías básicas de herramientas de 
participación digital: monitoreo, establecimiento de la agenda y toma de decisiones 
públicas.  
 
Se podrá observar que en cada una de las categorías hay un porcentaje diferente. Esto 
se justifica debido a las distintas implicaciones que requiere cada instrumento para 
las instituciones públicas. En otras palabras, la democracia digital se expresa a través 
de diferentes herramientas de e-participación, por lo que cada institución elige cier-
tos tipos atendiendo a su conveniencia e intereses.  
 
Con respecto a la categoría de monitoreo y sus instrumentos de e-información, e-de-
liberación y e-quejas, los datos recolectados dan los siguientes resultados: 
  

Categoría de monitoreo e instrumentos disponibles
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Con respecto a la categoría de establecimiento de agenda y su único instrumento 
estudiado de e-petición, los datos recolectados dan los siguientes resultados:  
 

Categoría de establecimiento de la agenda (e-peticiones)

Con respecto a la categoría de toma de decisiones y sus instrumentos de e-consultas, 
e-voto y e-presupuesto, los datos recolectados dan los siguientes resultados: 

Categoría de toma de decisiones e instrumentos disponibles

Estas tres series de resultados demuestran, claramente, que las categorías más popu-
lares son aquellas en las que el ciudadano tiene un rol con menor poder (monitoreo 
y establecimiento de la agenda), pues solo puede revisar información, generar discu-
siones, presentar quejas y peticiones. En todo caso, es importante aclarar que el alto 
porcentaje alcanzado en implementación de e-peticiones se debe a la conexión de 
casi todas las instituciones al Sistema 311. Esta plataforma permite realizar peticio-
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nes individuales, en vez de las que se realizan a nivel comparado en otros países que 
también involucran peticiones colectivas que, por su propia naturaleza, tienen más 
posibilidad de incidir en la gestión pública por la presión que generan. En la tercera 
categoría, la toma de decisiones se puede observar que solo en un tercio de los casos 
se aplican consultas abiertas. Estas últimas normalmente versan sobre actos adminis-
trativos de alcance general para los que se habilita un correo institucional a los fines 
de recepción de comentarios del público.  
 
 Estas conclusiones llevan a considerar que la democracia digital en la República Do-
minicana puede ser caracterizada bajo el criterio de democracia liberal. Esto se debe 
a que los ciudadanos mantienen, en la mayoría de los casos, la capacidad para inter-
venir en el establecimiento de la agenda pública y en la toma de decisiones, pero el 
Gobierno mantiene el poder total de decisión en ambos aspectos. En consecuencia, 
las herramientas de participación digital han incrementado cuantitativamente en los 
últimos años, por lo que se debe ahora enfocar ese incremento también cualitativa-
mente por medio de más impacto en la intervención del ciudadano, considerando 
que este es un factor de éxito de la e-democracia.   
 
La segunda sección de los criterios aplicados es «herramientas disponibles». Esta 
simplemente mide el porcentaje de presencia de cada una de las principales herra-
mientas usadas en la participación digital. Los datos recolectados dan los siguientes 
resultados:  
 

Herramientas disponibles

En orden de popularidad, las dos herramientas más usadas son la visualización de 
data y las solicitudes virtuales, cada una de las cuales cuenta con una presencia total 
o casi total en las plataformas revisadas. Ambas tienen un impacto importante en el 
ciudadano, pues son los recursos en los que se pudo constatar mayor responsiveness 
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por parte de las instituciones públicas; es decir, los ciudadanos suelen obtener algún 
tipo de respuesta en virtud de su participación.  
 
 Luego siguen las herramientas de foros de discusión y de recepción de comentarios 
por medios digitales como correos electrónicos, ambas con presencia en más de un 
tercio, pero menos de dos tercios, de las páginas web consultadas. Es importante 
destacar que los foros no suelen contar con la participación de funcionarios, pues no 
necesariamente están pensados para una discusión Gobierno-ciudadanía, sino que 
en algunas ocasiones son herramientas facilitadas por el Gobierno para la discusión 
entre ciudadanos. En igual sentido, en los foros pudo visualizarse un muy bajo nivel 
de participación, prácticamente inexistente en algunos casos. Por cuanto, a la recep-
ción de comentarios no fue posible constatar el nivel de acogida de estos, pues no 
existe información publicada en este sentido sobre las comunicaciones que ciudada-
nos envían de manera directa y privada a las instituciones públicas.  
 
 Las herramientas siguientes en orden son los chats en línea, las encuestas digitales y 
las videoconferencias, presentes en muy pocas de las páginas revisadas. Por último, 
no se pudo constatar ningún caso de sistema de votación en línea. Todos estos resul-
tados se corresponden, lógicamente, con los previamente explicados de las categorías 
e instrumentos. Esto se debe a que, por ejemplo, la ausencia de herramientas de vota-
ción se justifica en el hecho de que no se aplique la e-votación en el país y la presencia 
de herramientas de visualización de data se respalda en el 100% de habilitación de 
e-información. 
 
La tercera sección de los criterios aplicados es «uso de redes sociales». Esta mide el 
porcentaje de presencia de cada una de las instituciones públicas en Instagram, Twi-
tter y Facebook. Los datos recolectados dan los siguientes resultados:  
 

Uso de redes sociales
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Lo anterior indica que la totalidad de las instituciones públicas revisadas poseen una 
cuenta de Facebook e Instagram y casi todas también tienen una cuenta de Twitter. 
La disponibilidad de estos mecanismos es importante pues son medios con amplia 
presencia de la ciudadanía en los cuales se puede comunicar asuntos de interés pú-
blico.  
 
Ahora bien, es importante analizar cuál ha sido la acogida de estas redes por parte 
de la ciudadanía. A estos fines, se midió el nivel de interacción en cada caso. La di-
visión se hizo en tres categorías, cada una de ellas con un criterio que la define: 1) 
interacción alta en aquellos casos en los que se hicieran publicaciones constantes, en 
las cuales la institución respondía los comentarios de la ciudadanía; 2) interacción 
media en aquellos casos en los que se hicieran publicaciones periódicas con algunos 
comentarios de los ciudadanos a los cuales no se les daba respuesta, e 3) interacción 
baja en aquellos casos en los que se hicieran publicaciones esporádicas sin una can-
tidad relevante de comentarios de la ciudadanía. De la aplicación de estos criterios 
resultaron los siguientes porcentajes:  
   

Interacción en redes sociales

Esto demuestra que no basta con la simple presencia en redes sociales por parte de 
las instituciones públicas, por lo menos no a los fines de la participación digital. En 
otras palabras, la creación de usuarios en Instagram, Twitter y Facebook no implica 
una mejoría en la e-participación nacional, sino que estas cuentas deben interactuar 
en la mayor medida posible con el ciudadano por medio de publicaciones constantes 
y respuestas acertadas a los comentarios realizados por las personas.  
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La cuarta sección de los criterios aplicados es «interoperabilidad». Esta analiza si las 
instituciones están conectadas a las principales plataformas interinstitucionales que 
contienen herramientas de e-participación, como son Datos Abiertos, el Sistema 311 
y el Portal SAIP. Los porcentajes resultantes fueron los siguientes: 
 

Interoperabilidad

En consecuencia, todas las instituciones analizadas están incluidas en el Portal SAIP, 
casi todas en el Sistema 311 y más de dos tercios en Datos Abiertos. Estos resulta-
dos son positivos, pues estas plataformas crean un sistema estandarizado para poder 
acceder a ciertas herramientas. Lo anterior facilita a su vez al ciudadano en su tarea 
de participar, pues no se ve en la necesidad de aprender un nuevo proceso en cada 
institución a la que acude virtualmente. En todo caso, esta interoperabilidad no im-
pide que algunas instituciones cuenten con herramientas propias de e-información, 
e-quejas y e-peticiones, lo cual ciertamente genera una duplicidad de oferta virtual 
que conlleva un costo público a tomar en consideración.  
 
La quinta sección de los criterios aplicados es «practicidad». Esta analiza la acogida 
por parte de la ciudadanía de las herramientas disponibles en los portales en estudio. 
La división se hizo en cuatro categorías, cada una de ellas con un criterio que la de-
fine: 1) acogida alta en aquellos casos en los que participan más de 100 personas en 
promedio en cada herramienta; 2) acogida media en aquellos casos en los que parti-
cipan entre 50 y 100 personas en promedio en cada herramienta; 3) acogida baja en 
aquellos casos en los que participan menos de 50 personas en promedio en cada he-
rramienta, y 4) acogida indeterminable en aquellos casos en los que en al menos una 
de las herramientas más importantes no se podía medir la participación ciudadana. 
La aplicación de estos criterios resultó en los siguientes porcentajes: 
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Acogida de la e-participación

Estos resultados demuestran que la simple disponibilidad de herramientas de parti-
cipación digital no es suficiente, sino que se requiere que las instituciones promocio-
nen la integración de la ciudadanía y que los ciudadanos se motiven a involucrarse 
en la gestión pública. En igual sentido, es posible deducir que se requieren mejores 
mecanismos de cálculo de la acogida de las herramientas, puesto que a partir de es-
tos datos se pueden replantear y rediseñar las mismas con el interés de generar un 
mayor impacto social. Por último, estos resultados demuestran que no ha habido 
una movilización importante de la ciudadanía a través de la participación digital, en 
comparación con la participación tradicional, por lo que no puede decirse que en la 
República Dominicana aplica la «tesis de la movilización» de la participación digital.  
 
Es importante destacar que todas las herramientas disponibles en las plataformas 
consultadas son de naturaleza consultiva, por lo que ninguna de ellas tiene carácter 
decisorio. Esto confirma que la República Dominicana conciba una democracia li-
beral como categoría de e-democracia, pues los ciudadanos solo interactúan, sin que 
esto garantice un impacto fuerte de su participación.  
 
Una vez aplicados estos criterios generales, es útil contrastar los mismos con los re-
sultados comprendidos en el iTICge de la OPTIC. En los análisis anuales de esta ins-
titución se refleja la inclusión de una categoría especial de «e-participación» a partir 
del año 2018, por lo que en los años anteriores se hacía mención de este concepto, 
pero sin hacer un estudio tan profundo como en los análisis de los años 2018 y 2019. 
En consecuencia, en los años 2014 , 2015 , 2016  y 2017  solo se midieron cuestiones 
como la capacidad de los ciudadanos de postear en las cuentas en redes sociales de 
las instituciones públicas.  
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En los años 2018 y 2019, la medición del pilar de «Gobierno Abierto y e-participa-
ción», el cual comprende el contenido que se ha tratado hasta ahora en esta investiga-
ción bajo el término único de participación digital, dio como resultado 15.02/25.00   
y 16.39/25.00 , respectivamente. Es importante destacar que este pilar se subdivide en 
tres subfactores: 1) «datos abiertos» que pondera la publicación, facilidad de acceso 
a datos y cumplimiento de normas de calidad; 2) «redes sociales» que comprende 
la presencia y manejo de redes, pruebas anónimas y cumplimiento de normas de 
calidad, y 3) «e-participación» que mide con base en la gestión del espacio y nivel 
de participación, prueba anónima en foros de discusión y vinculación al Sistema 
311. Normalmente, la OPTIC califica los resultados de este pilar de reciente creación 
como muy positivos por cuanto a su evolución en el tiempo .  
 
 Los datos recogidos en esta investigación se encuentran parcialmente acordes con 
las conclusiones a las cuales llegó la OPTIC en las entregas más recientes del iTICge. 
Esto se debe a que las cifras resultantes en los índices del pilar de «Gobierno Abierto 
y e-participación» demuestran que hay un importante camino por recorrer para po-
der alcanzar un mejor estado de democracia digital a nivel nacional. En igual sentido, 
en el referido análisis se levantan algunas de las herramientas de participación digital 
con mayor presencia en el contexto dominicano, al igual que en esta investigación, 
pues se estudian los foros de discusión, la visualización de data y la interoperabilidad 
con instrumentos tan vitales como el Sistema 311.  
 
En todo caso, han podido ser constatadas una serie de deficiencias metodológicas y 
ciertas discrepancias en los resultados obtenidos. Con respecto a las deficiencias me-
todológicas, estas son principalmente dos: 1) en el pilar «Gobierno Abierto y e-par-
ticipación» solo se analizan algunos de los factores de la participación digital, preci-
samente aquellos en los que la República Dominicana tiene mejor desempeño, por lo 
que esto altera los resultados de manera favorable para el país y distorsiona la realidad 
del estatus de la democracia digital nacional; 2) los procesos para la cuantificación de 
la calidad de las herramientas de participación digital analizadas se hacen a través de 
métodos como las pruebas anónimas, por lo que no se toman tan en cuenta factores 
como la acogida real de las interacciones de la ciudadanía; esto genera que se base un 
juicio de valor en una simple prueba anónima en vez de las interacciones de cientos o 
miles de usuarios, lo cual generaría resultados más estadísticamente correctos.  
 
En todo caso, es conveniente que en el análisis de iTICge se sigan midiendo las he-
rramientas más utilizadas de participación digital y se sigan utilizando las pruebas 
anónimas; lo que debe buscarse es una diversificación de la metodología incluyendo 
el análisis de otras herramientas y aplicando la revisión de la interacción real de los 
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ciudadanos visible públicamente en algunos casos. Estos dos consejos fueron preci-
samente aplicados en la presente investigación, lo que permitió tener resultados más 
apegados a la realidad de la democracia digital nacional.  
 
Es especialmente importante destacar que la primera discrepancia, la referente a la 
medición de solo algunas de las herramientas de participación digital, tiene serias 
implicaciones en cómo la República Dominicana comprende a la democracia digital. 
Esto se debe a que la visualización de datos (instrumento de e-información), el envío 
de mensajes en redes sociales (instrumento de e-quejas) y la participación en foros de 
discusión (instrumento de e-deliberación) no siempre tienen un impacto relevante 
en la gestión pública. Estos tres mecanismos son de monitoreo, por lo que se perpe-
túa la posición del ciudadano como un agente pasivo alejado del establecimiento de 
la agenda pública y la toma de decisiones sobre políticas públicas. Ciertamente, el 
monitoreo es una parte importante de la democracia digital y es mucho mejor que 
no contar con ningún recurso, pero una medición integral debe también comprender 
una visión más activa de la e-democracia y no solo la tradicional más pasiva.  
 
Con respecto a las discrepancias de los resultados obtenidos, estas se deben precisa-
mente a las deficiencias metodológicas señaladas. En otros términos, la OPTIC ha 
entendido un avance muy positivo en la revisión del pilar que concentra la participa-
ción digital debido a que el enfoque que ha asumido favorece al país. Esta investiga-
ción, por el contrario, interpreta los resultados de manera más integral concluyendo 
que ciertamente ha habido avances, pero, al mismo tiempo, el país se encuentra en 
una posición mejorable en materia de democracia digital.  

Aplicación de criterios de medición específicos y del cubo de la demo-
cracia a iniciativas de participación digital (aplicación de Prueba II-B) 

La revisión de los portales estatales analizados presenta un panorama general de las 
herramientas digitales disponibles en el contexto dominicano, por lo que se hace 
necesario observar en detalle las características de estas. Siguiendo las indicaciones 
ofrecidas en el capítulo anterior, se presentarán los resultados de la aplicación de un 
conjunto de criterios de medición específicos a quince herramientas de e-partici-
pación seleccionadas; en igual sentido, se aplicará el cubo de la democracia a todas 
ellas. Esto permitirá entender mejor en qué áreas y con qué impacto el ciudadano 
dominicano puede participar digitalmente, lo que a su vez sirve para entender mejor 
la democracia digital nacional.  
 
La primera sección de los criterios aplicados es «categoría e instrumentos de cada he-
rramienta de e-participación», la cual indica el porcentaje de categorías e instrumen-
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tos disponibles en virtud de la totalidad de las iniciativas consultadas. Esto permitirá 
comprender mejor cuáles son las formas de participación digital más populares entre 
las herramientas consultadas. 
 
Los datos que se presentarán han sido graficados en tres formas: 1) las categorías de 
las herramientas (monitoreo, establecimiento de agenda y toma de decisiones); 2) 
los instrumentos de cada herramienta (e-información, e-deliberación, etc.), y 3) las 
herramientas propiamente dichas (foros de discusión, encuestas virtuales, etc.). Por 
lo tanto, se aplicarán las divisiones tradicionales a las herramientas seleccionadas.  
 
Con respecto a las categorías de las herramientas, los datos recolectados dan los si-
guientes resultados:   
 

Categorías de e-participación

Con respecto a los instrumentos de las herramientas, los datos recolectados dan los 
siguientes resultados:   
 

Instrumentos de e-participación
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Con respecto a las herramientas propiamente dichas, los datos recolectados dan los 
siguientes resultados: 
 

Herramientas de e-participación

Estos resultados demuestran que, dentro de las iniciativas consultadas, la mayoría de 
ellas pertenecen a las categorías de monitoreo y toma de decisiones públicas, lo cual 
se debe a la gran presencia de consultas electrónicas (pertenecientes a la categoría de 
toma de decisiones) y de los instrumentos de e-información, e-deliberación y e-que-
jas (pertenecientes a la categoría de monitoreo). Con respecto a la categoría de esta-
blecimiento de la agenda, medida por la cantidad de iniciativas en las que se aplican 
las peticiones electrónicas, este número es mucho menor debido a que este instru-
mento ha sido concentrado a través de un mismo mecanismo como es el Sistema 311, 
a pesar de que algunas instituciones cuentan con una herramienta similar. De ahí que 
entre las quince iniciativas escogidas figuren tan pocas peticiones electrónicas, pues 
las que desarrolla cada institución en particular no fueron escogidas considerando 
que no tenían mucho impacto en la vida pública a diferencia de la interinstitucional 
del Sistema 311.  
 
 Las herramientas usadas son variables, pues ninguna de ellas alcanzó a ocupar más 
de un tercio del total de las iniciativas consultadas. Esto demuestra que la participa-
ción electrónica nacional se ha diversificado. Es importante que esta diversificación 
mantenga su enfoque en la utilidad, pues se deberían usar herramientas más acordes 
con los fines buscados. Por ejemplo, el instrumento de videoconferencia estudiado 
alcanzó un gran impacto en la participación de la población, a diferencia de otros 
mecanismos como los foros de discusión que no siempre tienen una buena acogida 
por la ciudadanía.  
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Es posible observar que existe cierta discrepancia entre los resultados de la prueba 
anterior y esta prueba en materia de porcentaje de presencia de las herramientas 
según su categoría. Esto se debe a que las iniciativas escogidas para este segundo 
análisis, como se ha aclarado, son aquellas con mayor impacto en la sociedad. Por 
lo tanto, es lógico asumir un incremento en la categoría de toma de decisiones, por 
ejemplo, puesto que las herramientas pertenecientes a esta clasificación tienen mayor 
impacto social; lo cual debe ser medido a consciencia para poder comprender mejor 
la participación digital en todas sus dimensiones.  
 
La segunda sección de los criterios aplicados es «participación», la cual mide la aper-
tura al público de las iniciativas y la modalidad de la participación, es decir, si la par-
ticipación es individual o si, por el contrario, es colectiva por medio de la interacción 
con otros ciudadanos. Con respecto a la apertura de las iniciativas, todas las consul-
tadas se encuentran abiertas al público, por lo que no había limitaciones impuestas 
por las instituciones públicas para que toda persona interesada pudiera acceder. Esto 
es especialmente importante considerando que colocar más barreras a la participa-
ción podría tener un mayor efecto disuasivo en la población a no integrarse.  
 
Con respecto a la modalidad de la participación, en un 84% de los casos la participa-
ción es individual, por lo que cada persona interactúa directamente con la Adminis-
tración sin tener que entrar en contacto con otros ciudadanos. En cambio, en un 16% 
de los casos la interacción es bajo la modalidad colectiva, debido a que, en ciertas 
herramientas, como los foros, los ciudadanos suelen comunicarse entre sí. Indepen-
dientemente de la modalidad de la interacción, lo importante es que el Gobierno 
propicie espacios funcionales para obtener datos y opiniones de la ciudadanía.  
 
La tercera sección de los criterios aplicados es «vigencia», la cual mide si las inicia-
tivas consultadas se encuentran actualmente activas o inactivas, y determina la tem-
poralidad de estas, es decir, si existieron una sola vez, son de aplicación periódica o 
están permanentemente habilitadas. Con respecto a su estatus, solamente una inicia-
tiva se encuentra inactiva, mientras que el resto de ellas se encuentran activas. Esto 
se debe a que la herramienta inactiva se implementó para una consulta pública sobre 
una estrategia nacional, por lo que lógicamente tuvo un tiempo de vencimiento. 
 
Con respecto a la temporalidad de las herramientas analizadas, los datos recolecta-
dos dan los siguientes resultados: 
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Temporalidad

Esto demuestra que la mayoría de las herramientas analizadas se mantiene perma-
nentemente abiertas al público. Esto es de utilidad pues el ciudadano puede partici-
par a discreción en el momento que entienda prudente y necesario. Una parte im-
portante del porcentaje son herramientas que periódicamente se ponen a disposición 
de la ciudadanía. Lo anterior sucede con las consultas públicas sobre actos adminis-
trativos, las cuales no se mantienen siempre abiertas, sino que aplican por un tiempo 
determinado en virtud de las regulaciones legales pertinentes. Por último, solo una 
de las iniciativas fue de ocurrencia única; se trata precisamente de la misma que se 
encuentra actualmente inactiva.   
 
La cuarta sección de los criterios aplicados es «accesibilidad», la cual mide la exis-
tencia de medios informativos a disposición del ciudadano para participar y el nivel 
de dificultad en el uso de las herramientas de e-participación. Esta medición servirá 
para determinar el grado de complicación que el ciudadano encuentra a la hora de 
participar digitalmente.  
 
En todos los casos analizados hay información general y guías de uso disponibles 
para instruir mejor al usuario sobre cómo funciona cada herramienta digital. Esto es 
especialmente útil para enfrentar la brecha digital, pues uno de los factores de éxito 
de la democracia digital es precisamente generar un acceso simple e instructivo que 
pueda combatir las dificultades socioeconómicas que afectan la capacidad de usar las 
TIC por parte de los ciudadanos.  
 
La división de las categorías de dificultad de uso de las herramientas analizadas se 
hizo en tres clasificaciones: 1) complicada en aquellos casos en los que se requiere el 
registro especial del participante en la plataforma estatal, se tienen que seguir varios 
pasos y se necesita un conocimiento muy técnico para poder involucrarse; 2) mo-
derada en aquellos casos en los que se requiere el registro por medio de plataformas 
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convencionales como el correo electrónico, se tienen que seguir más de dos pasos y 
se necesita un conocimiento promedio, y 3) sencilla en aquellos casos en los que no 
se requiere un registro, se tienen que seguir dos pasos o menos y no se necesita nin-
gún conocimiento previo.  
 
 
La aplicación de estos criterios resultó en los siguientes porcentajes: 
 

Dificultad de uso

Estos resultados son positivos porque reflejan que casi todas las herramientas con-
sultadas no presentan ninguna dificultad o presentan una dificultad moderada, lo 
cual posibilita que más personas participen. Esto implica que no existan más barreras 
para la participación ciudadana, lo que a su vez podría traducirse eventualmente en 
un mayor número de personas involucradas en estas herramientas. La existencia de 
una herramienta complicada, en todo caso, es justificable. En ocasiones, la Adminis-
tración Pública permite la participación digital, pero al mismo tiempo suele necesi-
tar de herramientas de ciberseguridad, de conocimiento técnico de expertos y otros 
requerimientos especiales que sirven para generar una mejor democracia digital con 
políticas públicas más efectivas.  
 
La quinta sección de los criterios aplicados es «interacción», la cual mide la naturale-
za de la interacción en las iniciativas y el tipo de interacción según cómo fluye la co-
municación. Con respecto a la naturaleza de la interacción, en casi todos los casos la 
intervención de los ciudadanos tiene un carácter consultivo, es decir, se invita a que 
expresen su opinión, sin que esto tenga ningún efecto garantizado en una eventual 
decisión por parte de las instituciones públicas. Solo en un caso se pudo categorizar 
la interacción como decisoria, pues expresamente se indicaba que el proceso de crea-
ción de la política pública en análisis era «un proceso de cocreación inclusivo» . 
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Las herramientas de participación digital no deben ser necesariamente decisorias ni 
necesariamente consultivas, sino que debe emplearse cada una dependiendo de su 
utilidad y respetando el marco legal aplicable. En todo caso, es recomendable que en 
el país se incluyan más herramientas con naturaleza decisoria, pues el impacto de la 
participación normalmente define el interés de los participantes.  
 
Con respecto al tipo de interacción, esta fue clasificada en tres categorías: 1) unidi-
reccional en aquellos casos en los que la interacción solo sucede en un sentido (por 
ejemplo, en las consultas públicas virtuales normalmente no hay respuesta directa 
de la Administración, sino que esta solo recibe los comentarios de los ciudadanos); 
2) bidireccional en aquellos casos en los que, en al menos una ocasión, tanto los 
ciudadanos como el Gobierno se expresan de alguna manera con respecto a la otra 
parte, y 3) multidireccional en aquellos casos en los que existe más de una institución 
gubernamental o varios ciudadanos interactuando al mismo tiempo. Aplicando estos 
parámetros, los datos recolectados dan los siguientes resultados: 
 

Tipo de interacción

Es notoria una clara presencia de la vía unidireccional de interacción, lo cual impide 
que haya un intercambio genuino entre el Gobierno y la ciudadanía. Por ejemplo, 
cuando el ciudadano está visualizando datos sobre instituciones públicas, entonces, 
esto es unidireccional. Estas herramientas son necesarias, pero preocupa la predo-
minancia de este tipo de interacción frente a la multidireccional y bidireccional que 
constituyen menos de un tercio en cada caso.  
 
 Habiendo aplicado estos criterios de medición específicos, se procederá a presen-
tar los resultados de la aplicación del cubo de la democracia de Archon Fung con 
respecto a las iniciativas de participación digital seleccionadas. En consecuencia, se 
verán los resultados porcentuales de cada una de las dimensiones de la participación 
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democrática: 1) los métodos de selección de participantes; 2) los modos de comu-
nicación y decisión, y 3) la extensión de autoridad y poder. Esto permitirá saber el 
nivel de democratización de las herramientas de participación digital en revisión. Es 
importante resaltar que las gráficas de estas tres dimensiones están compuestas por 
una serie de categorías que se presentan en una escala de menos democrática a más 
democrática (de izquierda a derecha).  
 
 Con respecto a la dimensión de «los métodos de selección de participantes», los da-
tos recolectados dan los siguientes resultados:  
 

Métodos de selección de participantes 

Esto demuestra un alto nivel de democratización en cuanto al acceso a las herra-
mientas de e-participación, considerando que en todos los casos cualquier ciuda-
dano podría intervenir voluntariamente. En algunos casos se trata de un «público 
difuso», cualquier persona fácilmente puede ingresar en cualquier momento, y en 
otros se trata de un público «abierto - autoselección», es decir, puede participar cual-
quier interesado que haga las gestiones necesarias para involucrarse. Solo en un caso, 
la herramienta está dirigida, especialmente, a una audiencia en particular («abierto 
- público objetivo»), sin que esto impida que se involucren otros interesados.    
 
 Con respecto a la dimensión de «los modos de comunicación y decisión», los datos 
recolectados dan los siguientes resultados: 
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Modos de comunicación y decisión 

Estos resultados demuestran una clara prevalencia de la categoría de «explicación de 
preferencias», la cual se sitúa como la de mayor incidencia por parte del ciudadano 
como medio de comunicación. Esto es importante pues los ciudadanos no solo reci-
ben información o dan una respuesta corta, sino que pueden desarrollar las razones 
detrás de la posición que defienden, una práctica esencial en un ambiente democrá-
tico. Sin embargo, solo una de las herramientas de decisión (categoría compuesta 
por «agregar y acordar», «deliberar y negociar» y «emplear técnicas») está presente 
dentro del total de las herramientas consultadas. Por lo tanto, el resto pertenece a la 
categoría de modos de comunicación (compuesta por «escuchar como espectador», 
«expresar preferencias» y «explicar preferencias»). Esto confirma que en la República 
Dominicana la participación digital no implica un impacto vinculante ni muy per-
suasivo sobre la esfera pública. 
 
Con respecto a la dimensión de «la extensión de autoridad y poder», los datos reco-
lectados dan los siguientes resultados: 

Extensión de autoridad y poder
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Al igual que en la dimensión anterior, en este caso la extensión de la autoridad y po-
der se sitúa en el centro de la balanza, favoreciendo mayoritariamente a la categoría 
de «recomendar y consultar». Esto implica que los ciudadanos dominicanos tienen 
cierto poder de interactuar sobre temas de interés público mediante las herramien-
tas estudiadas, sin que esto implique que tienen poder de decisión con base en las 
mismas. En algunos casos, la utilización de las herramientas solo se trata de «bene-
ficios personales» e «influencia comunicativa», lo que implica que hay una menor 
extensión de poder pues solo se pretende conocer más información o interactuar con 
otros ciudadanos, sin que esto tenga ninguna incidencia de relevancia en el ciclo de 
políticas públicas.   
 
 Con los resultados de estas tres dimensiones ya interpretados es posible elaborar el 
cubo de la democracia. Es importante aclarar que en la gráfica que se presentará a 
continuación cada eje representa una de las tres dimensiones usando una enumera-
ción que se corresponde con las categorías que contiene cada dimensión a manera 
de escala (la cual va de menos democrática a más democrática). A continuación, la 
aplicación del referido cubo de la democracia:   
 

Cubo de la democracia aplicado a la e-participación 

Esta representación visual de las herramientas de participación digital en la Repú-
blica Dominicana permite concluir que la mayoría de estas se encuentra en una po-
sición mejorable de democratización, especialmente en los aspectos de modos de 
comunicación y decisión, y de extensión de autoridad y poder. En estas dos dimen-
siones, los resultados son similares pues se sitúan relativamente en el centro de la 
escala aplicable en cada caso.  
 
Lo anterior no aplica para la escala de la dimensión de métodos de selección de par-
ticipantes, pues es claro que se encuentra en una posición aventajada en materia de 
democracia con respecto a las anteriores. De ahí que sea necesario tener un enfoque 
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más democrático otorgando al ciudadano un mayor impacto en las decisiones finales 
de las instituciones públicas y, al mismo tiempo, ofreciendo los medios adecuados a 
este fin.  
 
     
Estudio del interés sobre la participación digital dominicana (aplica-
ción de Método III) 

Estudio del interés ciudadano en participar (aplicación de Prueba IIIA) 

En aplicación del último método de esta investigación, y siguiendo las indicaciones 
ofrecidas en el capítulo anterior, se presentarán los resultados de la encuesta sobre el 
estudio del interés del ciudadano en participar. Estas respuestas por parte de ciudada-
nos dominicanos servirán para entender mejor, desde una perspectiva más subjetiva, 
las implicaciones y retos de la democracia digital en la actualidad y en el porvenir.  
 
La aplicación del instrumento dio como resultado la respuesta de 135 personas perte-
necientes a distintos rangos de edad, especialmente, jóvenes entre 18 a 25 años, quie-
nes compusieron un 40% de los que respondieron la encuesta. Esta es una reacción 
natural considerando que el público de la encuesta, en virtud de la metodología apli-
cada, está conectado con la virtualidad y que cuenta con los medios y conocimientos 
para poder usar herramientas digitales. En igual sentido, los encuestados se encuen-
tran distribuidos geográficamente en todo el territorio nacional, con predominancia 
de personas del Gran Santo Domingo y Santiago; un resultado lógico considerando 
la distribución poblacional dominicana. A continuación, se reflejarán las respuestas 
de la encuesta aplicada.  
 
Con respecto a la pregunta «¿alguna vez has usado una herramienta de participa-
ción digital de una institución pública?», un 74% de los encuestados respondió que 
sí, mientras que un 26% dijo que no. Entonces, casi tres cuartos de las personas han 
accedido en algún momento de su vida a una herramienta de e-participación, lo cual 
demuestra la importancia de estas y, al mismo tiempo, el marcado uso por parte de 
la población encuestada. Si bien estas no son accedidas por toda la población, consi-
derando que la encuesta se concentró mayormente en personas jóvenes con medios 
para acceder y usar las TIC, el acceso de este grupo poblacional justifica que este tipo 
de herramientas siga siendo desarrollado por su impacto en las personas.  
 
El siguiente planteamiento aplicado fue «si la respuesta a la pregunta anterior fue “Sí”, 
¿cuál (es) herramienta (s) has utilizado?». Ante esto, los encuestados podían selec-
cionar más de una opción y el total de las herramientas elegidas arrojó los siguientes 
resultados:  
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Herramientas usadas

Las herramientas más populares entre los encuestados son la visualización de in-
formación, las encuestas virtuales y los mensajes vía redes sociales. Esto confirma la 
prevalencia de la e-información como instrumento clave de la participación digital 
dominicana y, al mismo tiempo, demuestra que las encuestas virtuales y las redes so-
ciales tienen un peso importante para la misma. Ciertamente, estas dos últimas vías 
permiten al ciudadano expresarse de manera fácil y directa, por lo que es lógico que 
más personas hayan acudido a estas herramientas para opinar en temas de gestión 
pública.  
 
 Casi todo el resto de las herramientas se distribuye de manera similar el número de 
usos por parte de los encuestados, confirmando así la variedad no solo en la oferta de 
la democracia digital nacional, sino también en la demanda por parte de los ciudada-
nos. En el caso de las consultas, estas tuvieron el único resultado que no se asemeja 
con el resto de las herramientas, lo cual es ciertamente preocupante después de haber 
visualizado en la prueba anterior que son uno de los mecanismos con más presencia 
dentro de las herramientas digitales más importantes por su impacto social. En otros 
términos, una de las herramientas que más empodera al ciudadano dominicano no 
está siendo usada por las personas encuestadas.  
   
 La siguiente pregunta era «¿consideras que las instituciones públicas ofrecen las su-
ficientes herramientas para que el ciudadano pueda participar digitalmente?». Las 
personas respondieron lo siguiente:  
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Suficiencia de las herramientas de e-participación ofrecidas

Estos resultados reflejan claramente un criterio colectivo de que las instituciones pú-
blicas deben ofrecer más herramientas de participación digital a los fines de satisfa-
cer las necesidades de la ciudadanía de involucrarse en la gestión pública. El hecho de 
que solo un 11% de los encuestados entienda que hay suficientes herramientas indica 
una insatisfacción generalizada sobre este tema, pues solo unas pocas personas sien-
ten que el Gobierno ha cubierto la necesidad de democracia digital.  
 
 Sobre el planteamiento que indicaba «si en algún momento decides participar digi-
talmente, ¿cuál sería tu principal motivación?», las personas mayoritariamente indi-
caron que participarían debido a un beneficio social (80%), en comparación con el 
beneficio personal (20%). Esto tiene importantes implicaciones pues la participación 
digital serviría no solo para democratizar más la Administración Pública sino para 
buscar soluciones colectivas a los problemas de la sociedad con el apoyo de todos los 
actores.  

El siguiente planteamiento establecía «si en algún momento decides participar di-
gitalmente, ¿crees que la institución pública tomará en cuenta tu participación?», al 
cual las personas encuestadas respondieron que:   
Percepción de receptividad de las instituciones ante e-participación
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Estos resultados demuestran que la mayoría de las personas siente que las institucio-
nes prestarán algún tipo de atención a su participación. Esto es especialmente impor-
tante pues la percepción de impacto en la intervención de cada persona implica que 
esta se vea más motivada a interactuar con la esfera pública.  
 
La siguiente pregunta planteaba «¿cuál es el área en la que te gustaría que hubiera 
más herramientas de participación digital?», a lo cual se respondió que:  
Interés por categoría

Estos resultados son coherentes con los estudiados hasta el momento, considerando 
que el área en la cual las personas desean más inclusión es la misma en la que actual-
mente existe menos disponibilidad (toma de decisiones). En igual sentido, la mitad 
de las personas también entienden que deben reforzarse las áreas de monitoreo y 
establecimiento de la agenda, lo que probablemente se deba a que las herramientas 
actuales no son suficientes para cumplir con todas las necesidades de interacción 
Gobierno-ciudadanía.  
 
 A seguidas, con respecto a la pregunta «¿cuál consideras que es el principal reto para 
promover la participación digital?», los encuestados respondieron lo siguiente:  
Retos de la e-participación
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El hecho de que la mitad de los encuestados entienda que las limitaciones materiales 
de la ciudadanía es el mayor reto que superar nacionalmente confirma la importan-
cia de enfrentar problemas como la brecha digital, el analfabetismo tecnológico y 
las tradicionales desigualdades socioeconómicas en la sociedad dominicana. Esto es 
acompañado, en un 20%, por las limitaciones subjetivas que son guiadas por el desin-
terés de las personas en participar, y, en un 25%, por la insuficiencia de esfuerzo por 
parte de las instituciones públicas de crear una infraestructura TIC que viabilice la 
participación digital. En consecuencia, los retos provienen desde varios frentes a los 
que hay que dar respuesta de manera integral para poder generar una e-democracia 
estable y funcional.  
 
Con respecto a la pregunta «¿cuál tipo de institución consideras que es el que más 
debe habilitar la participación digital?», las respuestas dieron los siguientes porcen-
tajes:  
 
Instituciones más requeridas para e-participación
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La prevalencia del Poder Ejecutivo es notoria, pues un 63% de los encuestados en-
tendió que es sobre ese poder del Estado que deben habilitarse más herramientas 
de e-participación. Esto probablemente se deba al hecho de que actualmente se de-
sarrolla cada día más el Administrative State (Estado administrativo). Este último 
implica que la Administración Pública concentra cada vez más funciones prácticas 
y regulatorias, ante lo cual se tiene una mayor expectativa de interés de fiscalización 
por parte de la ciudadanía.  
 
Luego, al Poder Ejecutivo le sigue el Poder Legislativo. Esto probablemente se debe a 
que la Cámara de Diputados y el Senado de la República ofrecen pocas herramientas 
de interacción digital. De ahí que la ciudadanía está interesada en poder acceder de 
manera más directa a las labores legislativas nacionales. Finalmente, el Poder Judicial 
y los Órganos extrapoder se encuentran con el menor porcentaje, lo que es lógico 
considerando que hacen un trabajo muy técnico con respecto al cual normalmente 
no se suelen recibir comentarios generales del público.  
 
La pregunta «¿crees que la participación digital puede servir para un mejor cumpli-
miento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible?» fue respondida de la siguiente 
manera:  
Percepción de correlación entre e-participación y desarrollo sostenible

Estos resultados demuestran claramente que en la mente de la ciudadanía existe una 
clara conexión entre la democracia digital y el desarrollo sostenible. Esta relación es 
lógica, pues un ciudadano consciente entiende que la participación digital facilita la 
inclusión ciudadana en el ciclo de políticas públicas, lo que a su vez sirve para crear 
estrategias y llevar a cabo acciones que comprendan más integralmente la realidad 
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de la sociedad y las perspectivas de los ciudadanos. Lo anterior está plenamente en 
consonancia con las averiguaciones que se han hecho hasta el momento en esta in-
vestigación, confirmando así la correlación entre el estado de la democracia digital y 
el avance en el cumplimiento de los ODS de la Agenda 2030.  

Estudio del interés gubernamental en canalizar y catalizar la participa-
ción ciudadana (aplicación de Prueba III-B) 

La aplicación de la última prueba se hizo a través del envío anónimo de una encuesta 
sobre el interés gubernamental en canalizar y catalizar la participación ciudadana. 
Esta encuesta no llegó a ser respondida por ninguna de las instituciones contactadas. 
Esto no representa necesariamente un problema metodológico para esta investiga-
ción, como se explicará más adelante.  
 
El medio de contacto con las instituciones públicas que se pretendían encuestar fue 
a través de herramientas de participación digital, las cuales fueron usadas precisa-
mente para medir su efectividad en la práctica. En primer lugar, se envió un correo 
a la dirección de correo electrónico indicada en el portal estatal de todas las institu-
ciones. El mismo llegó a un 96% de ellas, debido a que una presentó un problema 
técnico, razón por la que no pudo recibir el mensaje. Este correo fue respondido 
solamente por un 8% de las instituciones, las cuales dieron indicaciones para seguir 
trámites posteriores. Pese al seguimiento de estos trámites, no fue posible obtener las 
respuestas a la referida encuesta.    
 
En atención al bajo índice de respuesta al correo enviado, se procedió, en segundo lu-
gar, a completar el formulario de envío de mensajes a las instituciones que no habían 
respondido el correo electrónico. Este tipo de formularios estaba presente en 14 de 
las 23 instituciones restantes, pues 9 de ellas no contaban con esta herramienta en sus 
portales. Solamente uno de los mensajes enviados por esta vía fue respondido indi-
cando usar el Portal SAIP para solicitar la información requerida. En consecuencia, 
solamente un 12% de las instituciones contactadas dieron algún tipo de respuesta a 
alguno de los dos mensajes de contacto enviados, sin que esto implicara un llenado 
directo de la encuesta en ninguno de los casos.  
 
Estos resultados son desalentadores con respecto a la funcionalidad de los correos 
electrónicos institucionales y de los formularios de envío de mensajes disponibles en 
los portales estatales. La ausencia de respuesta por parte de 88% de las instituciones, 
en algunos casos contactadas por las dos vías, demuestra que estas herramientas no 
cuentan con la disposición institucional de ser debidamente atendidas. De ahí que, 
incluso cuando no hubo respuestas formales a la encuesta enviada, la propia ausencia 
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de respuestas sirve para medir de cierta forma el responsiveness de las instituciones 
escogidas por estos medios.  
 
Si bien es cierto que se podrían utilizar otros medios de contacto, como la asistencia 
presencial a las instituciones, estos prefirieron evitarse para poder garantizar que la 
investigación fuera integralmente virtual al igual que su objeto de estudio. En igual 
sentido, también pudo haberse intentado el contacto por una tercera vía, como men-
sajes en redes sociales. Sin embargo, intentar más vías de contacto no se correspon-
dería con la motivación del ciudadano promedio, quien ante varios intentos percibi-
ría a la institución como poco accesible. 
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Capítulo V 
Impacto de la investigación: recomendaciones para alcanzar la anhelada 
democracia digital 

El mejoramiento del estado de la democracia digital dominicana es una tarea pen-
diente por parte del Gobierno nacional, lo cual se puede confirmar a partir del con-
traste entre la realidad que interpretó esta investigación y el ideal de e-democracia 
que se presentó en el marco teórico. En todo caso, esto no significa que el país se en-
cuentra actualmente en una posición inadecuada en comparación con otros Estados. 
Por el contrario, la República Dominicana ha llevado a cabo importantes esfuerzos 
en los últimos años para la inclusión de las TIC en la gestión pública e, incluso, como 
medio para conducir la participación ciudadana y, así, mejorar la calidad democrá-
tica en el país.  
 
Si bien este progreso ha llevado al país a posicionarse en un lugar relativamente bue-
no con respecto al resto del mundo en materia de democracia digital, existen ciertas 
recomendaciones que pueden servir para mejorar este sistema. De esta manera, se 
ofrecerán consejos sobre cómo articular mejor las políticas públicas en materia de 
e-democracia, para lo cual se tendrá pendiente la visión de desarrollo sostenible. Esto 
significa que no simplemente debe impulsarse la democracia digital, sino que este 
impulso debe considerar necesariamente un factor correlacionado y de vital impor-
tancia para la sociedad como son los Objetivos de Desarrollo Sostenible en la Agenda 
2030.  
 
Este aporte de recomendaciones confirma el impacto de esta investigación, pues es-
tas pueden servir a las instituciones públicas en el diseño de las políticas de gobierno 
digital, democracia digital y desarrollo sostenible. En igual sentido, estas presentan 
una visión crítica, académica e imparcial sobre la realidad de la democracia digital 
nacional y los aspectos que pueden ser mejorados. A partir de las enseñanzas apren-
didas en esta investigación, se presentan las siguientes cinco recomendaciones: 1) 
creación de una política pública y un marco legal sobre democracia digital; 2) im-
plementación de más herramientas de participación digital; 3) garantía de recursos 
para la participación inclusiva; 4) mejoramiento de los sistemas de monitoreo, y 5) 
transformación de la mentalidad ciudadana y de la visión gubernamental por medio 
de herramientas tecnológicas modernas. 
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Creación de una política pública y un marco legal sobre democracia digital 

La creación de una política pública integral y de un marco legal coherente son dos 
elementos indispensables para poder llevar a cabo cualquier iniciativa gubernamen-
tal. Esto es especialmente cierto en materia de democracia digital pues implica una 
serie de factores de éxitos extensa y diversificada que hace que una democratización 
a través de medios virtuales sea una tarea complicada. En consecuencia, el mejora-
miento de la democracia digital necesita que los principales actores políticos y socia-
les involucrados lleguen a acuerdos básicos que les permitan tener claro cuál será el 
enfoque coherente que se asumirá para poder potencializar la democracia digital a 
nivel nacional.  
 
Este enfoque lógicamente se tendrá que plantear a través de algún documento con 
fuerza de ley a los fines de que se convierta en una normativa y no una simple decla-
ración de intenciones. Esta norma debería ser, idealmente, una ley a través de la cual 
se alcance a casi todas las instituciones públicas; pues otros instrumentos, como los 
decretos presidenciales, no tienen el mismo alcance normativo por no poder impo-
nerse a entidades como el Poder Legislativo o el Poder Judicial. Ahora bien, esta ley 
deberá ser consciente de los requerimientos que invita a considerar los ODS de la 
Agenda 2030, por lo que se debería tener cuidado de no sacrificar el alcance de estos 
solo por eficientizar la gestión pública en materia de virtualización de la democracia.  
 
En el caso de la implementación del gobierno digital es observable la dispersión nor-
mativa y la diferencia de enfoques a partir de inicios del siglo XXI, por lo que esta 
experiencia debe servir para crear un marco coherente con respecto a la e-democra-
cia.  En el caso de la democracia digital esto es incluso más delicado que el gobierno 
digital, pues se crea una interacción directa con el ciudadano y, en consecuencia, se 
incluye su intervención como un medio para alcanzar un desarrollo sostenible, in-
clusivo y participativo. Esto implica algo tan delicado como es ofrecer medios para la 
expresión y exigencia de derechos de las personas.  

Implementación de más herramientas de participación digital  

En la República Dominicana se requieren más herramientas de participación digital 
para que estas sirvan de medio de expresión para la ciudadanía. No es posible gene-
rar una democracia plena si no se ofrecen los canales y estímulos necesarios a los ciu-
dadanos para que estos se involucren integralmente en la gestión pública, por lo que 
hacen falta no solo más medios, sino que estos medios sean más funcionales y atrac-
tivos para la población. Esto significa que el aumento de la oferta de herramientas de 
e-participación en cantidad debe traer consigo mejoras significativas en calidad, lo 

111



cual puede alcanzarse a través de factores como la diversificación de las herramientas 
ofrecidas, la receptividad y el responsiveness de las autoridades, y la facilidad de uso 
de estos mecanismos.  
 
La necesidad de más herramientas es una realidad notoria y, al mismo tiempo, una 
percepción compartida por la población. Esto demuestra que las mismas podrían 
tener una buena tasa de aceptación, justificando así su implementación. En otras 
palabras, la creación de más medios virtuales para involucrarse en la esfera pública 
podría causar una mayor movilización de las personas, lo que a su vez garantizaría 
que la toma de decisiones públicas sea más participativa. Esto es especialmente im-
portante en una visión de desarrollo sostenible porque se requiere de la inclusión de 
todos los actores relevantes para poder crear soluciones comprensivas y efectivas.  
 
Especialmente, deberían promoverse tres instrumentos en particular: 1) e-
consultas sobre proyectos institucionales, las cuales deberían variar sus herramien-
tas para la recepción de opiniones de los ciudadanos, incluyendo la realización de 
videoconferencias en vez de solamente recibir correos electrónicos que no cuentan 
con una respuesta explicativa por parte de las autoridades; 2) e-presupuesto para que 
los ciudadanos puedan expresarse sobre cómo debería gastarse parte de los recursos, 
sobre todo en los casos de las Administraciones locales, y 3) e-peticiones colectivas, 
en virtud de las cuales los ciudadanos puedan unir sus voces para presentar un recla-
mo social ante instituciones como la Presidencia de la República. Esta última opción 
podría incorporarse al Sistema 311.  

Garantía de recursos para la participación inclusiva 

El ofrecimiento de nuevas herramientas de e-participación y la mejora de las existen-
tes debe enfocarse, además, en garantizar que todas estas sean inclusivas. Esto impli-
ca que no solamente se ofrezcan los medios para participar al ciudadano promedio, 
sino que se les otorgue una tutela reforzada a aquellas personas que, por su condición 
de vulnerabilidad, no se encuentran plenamente incluidas en la sociedad en general 
o en la sociedad de la información en particular.  
 
La participación inclusiva requerirá, entonces, combatir con la brecha tecnológica 
presente en todo el territorio nacional. De lo contrario, se estaría generando una 
falsa percepción sobre la ciudadanía, considerando que solo se escucharían plena-
mente las voces de aquellos con los recursos socioeconómicos y los conocimientos 
tecnológicos para poder participar. Esto es especialmente grave para el alcance de los 
ODS porque se estarían profundizando las desigualdades que impiden que todos los 
humanos alcancemos el estándar mínimo de calidad de vida.  
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En igual sentido, se deben combatir otras vulnerabilidades más allá de las desigual-
dades socioeconómicas. A los grupos en condiciones de vulnerabilidad deben ofre-
cérseles los mecanismos adecuados a su realidad con el interés de que puedan parti-
cipar. Por ejemplo, a las personas con discapacidades que les impidan usar de manera 
convencional las plataformas digitales disponibles se les deberían ofrecer medios al-
ternativos o complementarios que faciliten su acceso, como es la lectura del texto 
en pantalla y el ofrecimiento de información de manera sencilla. Todo esto es vital 
para generar un auténtico desarrollo sostenible, el cual es, por su propia naturaleza, 
inclusivo.  

Mejoramiento de los sistemas de monitoreo 

Los actuales sistemas de revisión y monitoreo de la democracia digital deben ser 
mejorados para que incorporen un análisis más holístico y apegado a la realidad. Si 
bien el iTICge de la OPTIC presentó un importante avance al incluir la e-participa-
ción como uno de los factores que considera en su revisión anual, esta inclusión debe 
perfeccionarse. Especialmente, en esta investigación se indicó que este perfecciona-
miento debe ser en dos sentidos: 1) se deberían incluir todas las categorías e instru-
mentos de participación digital en el levantamiento y no solo aquellas herramientas 
en las que el país suele tener mejor desempeño como la visualización de datos y el 
ofrecimiento de foros de discusión, y 2) es recomendable que no solo se usen prue-
bas anónimas sino que también se observe y analice la cantidad de comentarios por 
parte de las instituciones públicas al reaccionar a participaciones de la sociedad en 
espacios como las redes sociales.  
 
A este marco general de monitoreo debería agregarse uno más particular por parte de 
cada institución. En virtud de este se podrían conocer mejor las necesidades de cada 
caso desde adentro. En consecuencia, el establecimiento de herramientas de partici-
pación debería incluir necesariamente un análisis de la funcionalidad, rentabilidad y 
efectividad de estas para poder determinar periódicamente si estas están cumpliendo 
el objetivo para el cual fueron creadas. Esta creación de sistemas de monitoreo es 
coherente con el desarrollo sostenible, pues permite generar datos medibles que ser-
virán para saber mejor en qué medida se están cumpliendo con algunos de los ODS, 
especialmente el Objetivo 16.  
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Transformación de la mentalidad ciudadana y de la visión gubernamental por 
medio de herramientas tecnológicas modernas 

Para alcanzar la anhelada democracia digital será necesario no solo implementar las 
técnicas convencionales que se han podido apreciar en esta investigación, sino que 
incluso será necesario ir más allá hasta las herramientas tecnológicas más modernas. 
Esto puede impactar positivamente en dos aspectos: transformar la mentalidad ciu-
dadana para que las personas estén más motivadas a involucrarse y cambiar la visión 
gubernamental sobre cómo se concibe a la participación digital. En consecuencia, la 
democracia digital debe evolucionar en la medida de que las TIC lo hacen para así 
aprovechar las ventajas de ese progreso y evitar las desventajas de quedarse atrasada.  
 
Puntualmente, se hacen las siguientes cuatro sugerencias en materia de recursos tec-
nológicos actualmente innovadores:  
 

1) Data mining (minería de datos): se debería realizar en redes sociales para de-
terminar la posición de la población sobre temas de interés público para así 
entender las razones detrás del acuerdo o desacuerdo de las personas. Esta mi-
nería de datos consiste en tomar información de bases de datos, en estos casos 
en las redes sociales por ser el punto donde convergen los ciudadanos, con el 
interés de sacar conclusiones de las publicaciones realizadas . 

2) Esto es especialmente útil en Twitter, pues esta red social se caracteriza por 
concentrar en texto escrito las críticas sociales actualizadas.  

 
3) Gamificación: las herramientas de participación digital deben presentarse de 

manera atractiva para así motivar a las personas a involucrarse. Esto se puede 
lograr a través de la gamificación, pues esta consiste en usar la mecánica de los 
juegos para aplicarlas a alguna actividad, en este caso, la participación digital . 
De esta manera, no es lo mismo presentar un foro de discusión vacío, que uno 
que permite a los ciudadanos diversas maneras creativas de interactuar con 
otros y con la Administración.  

 
4) Blockchain (cadena de bloques): las medidas de ciberseguridad son esenciales 

para conseguir que los portales estatales sean espacios libres de ataques vir-
tuales, lo cual pondría en peligro tanto los recursos invertidos por el Gobierno 
como el interés de la ciudadanía en participar. Ante esto, el blockchain (cadena 
de bloques) crea una estructura que por medio de la criptografía consigue pre-
servar que ciertas informaciones solo puedan ser accedidas por las personas 
indicadas . Esto es especialmente útil en procesos de encuestas o votaciones 
virtuales, pues así se preservaría el anonimato de los involucrados. 
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5) Crear un perfil virtual para cada ciudadano: la creación de un perfil virtual 
único para cada ciudadano permitiría que este pudiera ser usado en todas las 
plataformas estatales. Esto serviría para que cada uno pudiera ejercer los mis-
mos derechos que en la vida análoga, como es incluir su firma en peticiones 
populares como son las iniciativas legislativas populares, y, al mismo tiempo, 
se garantizaría la integridad del sistema pues se evitaría la duplicidad de envíos 
por parte de una misma persona y el uso de los bots para generar resultados 
falsos en instrumentos como encuestas virtuales. 
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Anexos
Anexo I. Instrumento de Prueba III-A

Datos generales 

Edad: __________
Provincia de residencia: ______________________________________________  
 

Contenido 
¿Alguna vez has usado una herramienta de participación digital de una institución pública? 
 Sí   No

Si la respuesta a la pregunta anterior fue «Sí,  ¿cuál(es) herramienta(s) has utilizado? 
 Comentarios por
 Foros    Votación digital    Chat   correo
 Solicitudes en   Visualización de
 Encuestas virtuales    Mensajes por RRSS línea   información

¿Consideras que las instituciones públicas ofrecen las suficientes herramientas para 
que el ciudadano pueda participar digitalmente? 
 Sí       No       Tal vez

Si en algún momento decides participar digitalmente,  ¿cuál sería tu motivación principal?  
 Beneficio personal    Beneficio social

Si en algún momento decides participar digitalmente,  ¿crees que la institución pública 
tomará en cuenta tu participación?  
 Sí, totalmente     Sí, parcialmente     No 

¿Cuál es el área en la que te gustaría que haya más herramientas de participación digital? 
 Monitoreo   Establecimiento de agendas   Toma de decisiones públicas
    
¿Cuál consideras que es el principal reto para promover la participación digital?  
 Insuficiencia de herramientas/promoción   Desinterés ciudadano
 Limitaciones de la ciudadanía      Otra
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¿Cuál tipo de institución consideras que es el que más debe habilitar la participación digital?  

 Poder Ejecutivo - Gobierno Central     Poder Legislativo
 Poder Judicial        Órganos Extrapoder
 Poder Ejecutivo - Instituciones Descentralizadas

¿Crees que la participación digital puede servir para un mejor cumplimiento de los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible?  
 Sí        No       Tal vez

¿Cómo crees que se puede incrementar y mejorar la participación digital en la República 
Dominicana?  

Anexo II. Instrumento de Prueba III-B

Datos generales 

Nombre de la institución: ____________________________________________
Nombre y cargo de quien completa la encuesta: __________________________  
 
 Contenido 
¿La institución está satisfecha con las herramientas con las que cuenta para la partici-
pación digital de los ciudadanos? 
  Sí, totalmente   Sí, parcialmente   No 

¿La institución está satisfecha con la acogida por parte de la ciudadanía de esas herra-
mientas de participación digital? 
  Sí, totalmente   Sí, parcialmente   No 

¿La institución cuenta con alguna estrategia institucional para desarrollar/propiciar la 
participación digital? 
  Sí     No

¿Cuáles son las herramientas que la institución está más interesada en desarrollar y, por 
ende, considera más útiles para propiciar la participación digital? 
  Votación    Comentarios   Foros   Chat
  Videoconferencias
  Encuestas    Solicitudes   Visualización   Mensajes
  Otras virtuales  en línea  de información  por RRSS
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¿La institución cuenta con personal que se encargue específicamente de temas de par-
ticipación digital? 
  Sí    No

¿La institución cuenta con un presupuesto especialmente dirigido al mantenimiento, 
desarrollo o promoción de herramientas de participación digital?  
  Sí    No

¿Cuál es la importancia de la participación digital de la ciudadanía para la institución?  
  Muy importante     Importante    Poco importante
  No importante

¿Cuál considera la institución que es el principal reto para promover la participación digital?  
  Limitaciones presupuestarias    Desinterés ciudadano
  Limitaciones de la ciudadanía    Otra

¿Cree la institución que la participación digital puede servir para un mejor cumplimiento 
de los Objetivos de Desarrollo Sostenible? 
  Sí    No
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